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PROYECTO DE LEI 
SOBRE 

R E F O R M A D E L C Ó D I G O D E C O M E R C I O 

H O N O R A B L E C Á M A R A : 

La atención de los últimos Congresos de la República ha 
sido absorbida casi por completo por las tareas que le han 
impuesto, en el orden político, administrativo i económico, 
los acontecimientos que han venido produciéndose en el 
pais desde la guerra del 79. 

Perturbaciones políticas mas o ménos profundas han 
mantenido casi constantemente en actividad las luchas 
de los partidos; i las necesidades económicas i administra-
tivas creadas por aquella guerra i por el desarrollo mate-
rial de la República, han impedido a los Gobiernos i a los 
Congresos prestar su atención al mejoramiento de las 
leyes civiles. 

Aun en el terreno de las reformas meramente adminis-
trativas, puede afirmarse que lia faltado el tiempo para des-
pachar leyes orgánicas imperiosamente reclamadas por el 
buen servicio público. 

En cuanto a la lejislacion civil, nada ha podido hacerse 
durante largos años. 

Así se mantienen en vijencia hasta el presente las an-
tiguas leyes de procedimientos que la España dictó hace 
siglos, i que ella misma ha sustituido ya por otras que 
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están mas en armonía con la trasformacion radical que 
de entonces a esta parte han esperimentado las costumbres 
i las leyes sustantivas de los paises moderaos. 

En peores condiciones todavía, yacen hasta el presente 
otras ramas de nuestra lejislacion. El goce i distribución 
de las aguas, la esplotacion i conservación de los bosques, 
la caza i la pesca, que en casi todos los paises civilizados 
son materia de códigos especiales, puede decirse que entre 
nosotros están fuera de toda lejislacion, salvo una que 
otra disposición de carácter jeneral o común, absoluta-
mente deficientes para deslindar las obligaciones i los de-
rechos de los particulares entre sí, o respecto del Estado. 

Este abandono de la lejislacion civil se ha estendido tam-
bién, aunque en menores proporciones, a las materias ya 
codificadas. 

Salvo en lo que se refiere a la lejislacion minera, puede 
decirse que nuestro Derecho Civil ha permanecido inmuta-
ble, desde que se dictaron el Código Civil i el Código de 
Comercio. 

Aun cuando nuestro Código Civil sea una obra maestra, 
que en su conjunto habrá de servir por siglos para reglar 
las obligaciones i los derechos privados en Chile, es evi-
dente que la aplicación que él ha recibido ya durante largos 
años, ha puesto de manifiesto defectos secundarios a que 
ninguna obra humana puede escapar. 

Sin embargo, hasta hoi no se ha efectuado ninguna de 
aquellas reformas, que, sin alterar ese Código en nada 
sustancial, podrían mejorarlo considerablemente, supri-
miendo mui contadas disposiciones que han resultado in-
convenientes o poco equitativas a juicio de los propios 
tribunales, i aclarando otras que se han prestado a graves 
dudas en su intelijencia i aplicación. 

Pero en todo caso, los defectos e inconvenientes que 
han podido señalarse en nuestro Código Civil son mui es-
casos en número i en importancia. 

Las cuestiones propiamente civiles alcanzaron hace si-
glos, entre los romanos, un grado tal de perfección que, 
salvo las modificaciones propias a la índole i costumbres 
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ele cada pueblo, puecle decirse que ellas poseen un ver-
dadero carácter de permanencia. Asi se esplica que la 
lejislacion propiamente civil de los países pueda mante-
nerse durante larguísimos años, sin modificaciones sus-
tanciales. 

Pero la lejislacion mercantil se ha encontrado i se 
encuentra hoi en casi todos los paises en condiciones ab-
solutamente opuestas, en lo que toca a su permanencia 
e invariabilidad. 

El derecho mercantil, puede decirse que es nuevo. 
Aun cuando entre los siglos XI a XIV se conocieran ya 

reglas especiales relativas al comercio marítimo de los 
puertos del mar Mediterráneo, el comercio no ha venido 
á tener una lejislacion propia sino junto con el desarrollo 
inesperado que las industrias, la producción i el intercam-
bio de los productos han adquirido en el presente siglo, 
con la aplicación de las máquinas, con la construcción de 
ferrocarriles, con el desarrollo de la navegación, i con la 
asociación en grande escala de los pequeños capitales. 

Se comprende, pues, que la lejislacion comercial de todos 
los paises haya variado constantemente, i haya sufrido 
modificaciones sustanciales, a medida que el comercio 
mismo adquiría el sorprendente desarrollo a que hoi ha 
llegado, i a medida que la jurisprudencia i las costumbres 
mercantiles iban demostrando las ventajas i los inconve-
nientes de instituciones todavía recientes, mal esperi-
mentadas. 

La Francia, que conserva aun el Código de Comercio 
de 1807, el mas antiguo de cuantos existen, lo ha puesto 
a la altura de las necesidades del comercio moderno, me-
diante numerosas leyes parciales que lo completan. 

Con ese objeto se han dictado las leyes de mayo de 
1838 sobre las quiebras; de marzo de 1889, sobre liquida-
ción judicial; de julio de 185G, que suprimo el arbitraje 
forzado, i que modifica las antiguas disposiciones sobre 
comercio por abandono del activo de los fallidos; de mayo 
de 1863, sobre la prenda mercantil; del mismo mes de 1863, 
sobre el depósito de mercaderías en almacenes públicos, i 
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sobre la venta de mercaderías al mejor postor; de julio de 
1866, que suprime el monopolio de los corredores oficiales; 
de julio de 1856, mayo de 1863 i 24 de julio de 1867 sobre 
reorganización ele las sociedades i supresión de la tutela 
administrativa ejercida sobre las anónimas; de junio de 
1865 i febrero de 1874, sobre los cheques de banco; de 
junio de 1866, sobre los usos comerciales; de julio de 1867, 
que deroga la prisión por deudas; de julio de 1885, sobre 
la hipoteca marítima; de abril de 1888, sobre los traspor-
tes, etc. 

La Alemania, el Austria i la Hungría han modificado 
igualmente, en repetidas ocasiones, su antigua lejislacion 
comercial. 

La Béljica ha dictado numerosísimas leyes que se han 
reunido para reemplazar al Código Francés, antes en vigor 
en dicho pais. 

La Gran Bretaña, a pesar de reconocer las costumbres 
mercantiles como base de su derecho comercial, ha dictado 
también diversas leyes para mejorar su lejislacion. Las 
principales de ellas son las de 1862 i 1867 sobre las socie-
dades; la de 1882, sobre las letras de cambio, los pagarées 
i los cheques de banco; i la de 1883, sobre las quiebras. 

La España derogó su Código de 1829 i promulgó el de 
1885. 

La Italia derogó su Código de 1865 i lo ha reemplazado 
por el que se promulgó el 1.° de enero de 1883 i por el 
Código Marítimo de 1865, revisado en 1877. 

El Portugal derogó su Código de 1833 i lo ha reempla-
zado por otro nuevo, promulgado en 1888. 

La Suiza derogó las leyes particulares de los Cantones i 
dictó la lei jeneral sobre obligaciones comerciales de 1.° 
de enero de 1883. 

Solo el Lejislador chileno ha permanecido estraño a las 
necesidades del derecho mercantil moderno. Una lei sobre 
abolicion de la prisión por deudas, otra sobre la trasferen-
cia de acciones i otra sobre las quiebras, las tres de carác-
ter secundario, forman toda la labor hecha por el Congreso, 
desde 1865, en materia de lejislacion mercantil, 
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Así se esplican los mil vacíos i defectos que se obser-
van en nuestro actual Código de Comercio. No es raro, 
pues, que ese Código en sus condiciones actuales, sea 
absolutamente inadecuado para satisfacer las necesidades 
de nuestro creciente desarrollo mercantil. 

Aparte de ese defecto capital, el de ser anticuado i defi-
ciente, nuestro Código de Comercio adolece de otros 
defectos que aconsejan su revisión. Muchas de sus disposi-
ciones son redundantes, oscuras i excesivamente minucio-
sas, con perjuicio evidente de su claridad i debida apli-
cación. 

Las circunstancias apuntadas me decidieron a emprender 
el estudio de los defectos del Código de Comercio i a publi-
car un libro en el cual sostuve la necesidad de revisarlo. 

Posteriormente, durante los dos años que serví la cátedra 
de Código de Comercio en nuestra Universidad, completé 
esos estudios, i hoi me atrevo a presentar a la Honorable 
Cámara un proyecto de lei, tendente a realizar su urjente 
reforma. 

El señor don José Alfonso, Ministro de la Corte Suprerría, 
juzgaba el trabajo a que aludo, en los términos siguientes: 

«He leido con atención este libro, i puedo asegurar a 
Ud. que su lectura me ha dejado una impresión mui sa-
tisfactoria. Por punto j ene ral, las observaciones que sirven 
de fundamento a la necesidad de la revisión clel Código de 
Comercio, son ele una fuerza, incontestable i están espresa-
das en un lenguaje claro, limpio, preciso, cual corres-
ponde a trabajos de esta naturaleza. Ud. se ha hecho 
cargo de casi todos los vacíos, deficiencias i redun-
dancias del Código, i las ha puesto de relieve.» 

Ese estudio, cuidadosamente rehecho i completado du-
rante las tareas del profesorado, forma la base del presente 
proyecto. 

Deseoso de hacer viable la aprobación de ese proyecto, 
he consignado en él solo aquellas reformas mas urjentes e 
indispensables, i sobre cuya necesidad se encuentran de 
acuerdo todos los hombres que han escrito sobre nuestro 
Código de Comercio o que lian intervenido en su aplicación^ 
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Entre las reformas que el proyecto propone liai muchas 
que aclaran, completan i mejoran considerablemente el Có-
digo de Comercio; pero no varían sustancialmente el fondo 
de las disposiciones vijentes. En lo que a ellas concierne, 
nos referimos, pues, al libro ya citado. 

Fuera de esas modificaciones, de menor importancia, el 
proyecto consulta diversas reformas de fondo, encamina" 
das a poner los títulos del Código en armonía con los ade-
lantos que se han operado en la lejislacion mercantil mo-
derna. La debida apreciación de estas úliimas reformas 
exijen una l i j e ra esplicacion de su objeto i alcance. 

I 

t En el artículo 3.° del Título Preliminar, el Código hace 
una enumeración prolija de los actos que establece como 
mercantiles, i que deben, en consecuencia, sujetarse a las 
leyes del Comercio. De esa manera, el Lejislador quiso 
evitar en lo posible las mil controversias que habriancle 
producirse entre los particulares interesados en sustraerse 
o en someter a sus contendores al imperio de la lei civil 
j ene ra lode la lei mercantil especial, según sus ventajas 
ocasionales. 

Desgraciadamente el artículo 3.° llenó mui deficiente-
mente su propósito, pues ni fué bastante claro respecto 
de algunos actos ni comprendió otros a los cuales el mismo 
Código atribuye mas adelante el carácter mercantil. 

En ese caso se encuentran la venta de un estableci-
miento de comercio, las empresas de construcciones te-
rrestres por un precio alzado, las sociedades i las cuentas 
en participación, las obligaciones accesorias de otra mer-
cantil, i otros actos que accidentalmente tienen el mismo 
carácter. 

Por la causa indicada han surjido frecuentemente con-
troversias judiciales que han dado lugar a fallos no siem-
pre uniformes en la apreciación de los actos mercantiles. 

Con el objeto de correjir esos defectos, que son nume-
rosos e importantes, propone el proyecto varias reformas 
al artículo 3.° (Y. Revisión, páj. 4 i siguientes). 
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El artículo 5.° clcl Código limita el carácter obligatorio 
de las costumbres mercantiles, exijiendo en ciertos casos 
que se prueben por medio de., sentencias o escrituras pú-
blicas anteriores. 

Se sabe que el Derecho Mercantil es por su naturaleza 
consuetudinario, hasta el punto de haber paises, como la 
Gran Bretaña, en que las costumbres forman casi la única 
fuente del Derecho Comercial. En Italia prevalecen las 
costumbres mercantiles sobre las disposiciones espresas 
de la leí civil. 

La disposición citada importa, pues, un verdadero olvido 
de los principios jeneralmente aceptados en materia mer-
cantil, i habría evidente conveniencia en dejar mayor am-
plitud a los jueces en la admisión de las costumbres mer-
cantiles, cuando faltan las prescripciones legales, como'lo 
hacen las demás legislaciones. Con ese objeto el proyecto 
consulta la supresión del referido artículo 5.° (V. Cód. Ital. 
páj . 1). 

I I 

El articulo 18 del Título I del Libro I del Código no 
permite estar en juicio a la mujer comerciante, no divor-
ciada o separada de bienes, sin la autorización escrita de 
su marido. 

Esa disposición es inconciliable con la rapidez i facilidad 
propia en el cumpliento de las obligaciones mercantiles, 
por cuanto entorpece las acciones que los terceros tengan 
que entablar contra la mujer casada comerciante, o vice-
versa. 

Esa disposición no guarda, tampoco, armonía alguna con 
las disposiciones que autorizan a la mujer casada para 
ejercer el comercio independientemente de su marido, i 
especialmente con el artículo 17, que permite a la mujer 
casada comerciante enajenar e hipotecar libremente sus 
bienes, facultad harto mas grave que la de parecer en 
juicio. (V. Revisión, pájs. 35 i 3G—Cod. Ital. -art. 13). 
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I I I 

El Código merece cc n justicia el grave cargo de haberse 
apartado del proyecto primitivo i de la práctica de casi 
tocias las legislaciones, no adoptando en el lítalo II ninguna 
medida séria a fin de impedir los fraudes de los comer-
ciantes en el manejo de los libros que les impuso la obli-
gación de llevar. 

El artículo 60 del proyecto tuvo buen cuidado de exijir 
que los libros principales de los comerciantes (el libro 
diario, mayor i de balances) fueran rubricados, en cada 
una de sus hojas, por uno de los miembros del tribunal 
de comercio i por el secretario, i que en la primera se pu-
siera, por los mismos funcionarios, una nota que indicara 
el número total de ellas i la persona a quien pertenece el 
libro. 

Nadie ignora que nuestro Código, siguiendo el camino 
que le trazaban otras lejislaciones, hizo de los libros de los 
comerciantes la basé de la prueba de los derechos i obli-
gaciones que no constan de escritura pública. 

Se sabe igualmente que la calificación de las quiebras 
descansa casi esclusivamente en ellos. ¿Cómo dejar, en-
tonces, al comerciante, abierta la puerta del fraude i del 
abuso i hacerlo facilísimo confeccionar a su sabor nuevos 
libros, en el momento que le parezca mas oportuno? Por-
que si, como está actualmente establecido, los libros solo 
deben contener asientos, notas, partidas i en jcncral escri-
turas puestas por el comerciante mismo, no se ve la me-
nor dificultad para que él, en el instante que lo necesite, 
altere los verdaderos o los destruya, i haga otros, conser-
vando solo las fechas i adulterando o suprimiendo a su 
antojo todas o algunas de sus partidas. 

A ese vacío del Título II del Código, debe atribuirse en 
parte mui principal la plaga de incendios intencionales que 
se ha desarrollado en Chile con las proporciones de un mal 
social, que 'desaparecería el día en que los comerciantes 
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no pudieran ocultar el crimen indicado, adulterando sus 
libros a voluntad, como lo hacen actualmente. 

Tal es el-propósito a que obedece el artículo del Pro-
yecto. (V. Revisión, páj. 39 i 40. Art. 23 Cod. Ital.— Art. 
10 Cod. Francés, etc.) 

I V 

El Título III del Libro I del Código establece la corre-
duría oficial, bajo la tutela directa del Ejecutivo, como lo 
hizo con los martilieros i con las sociedades anónimas. 

El presente proyecto propone la abolicion de esa tutela 
i la adopcion de otras garantías mas eficaces contra los 
abusos a que puede prestarse la correduría. (V. la agre-
gación propuesta al art. 57.) 

Dado el adelanto a que ha llegado la lejislacion mer-
cantil moderna, el sistema de los corredores oficiales es 
ya insostenible, i debe cesar la preferencia de que hasta 
aquí lia gozado, para ceder su lugar, a otro que se confor-
me mas con la demarcación de las funciones del Estado 
i del individuo, que el Derecho Público i la Economía Po-
lítica han conseguido establecer s.obre bases inamovibles, 
i con los principios de la libertad industrial, que han sido 
su consecuencia. 

La institución de los intermediarios del comercio en ca-
lidad de oficiales públicos, es cierto, como lo indica el emi-
nente Par des sl\ s al defender tal sistema, que cuenta con 
el prestijio que le da una vida ele siete siglos. 

Los corredores, se dice, por la naturaleza de las funciones 
que desempeñan, se encuentran en situación de conocer 
mejor que otro alguno las fluctuaciones de los valores en 
las mercaderías o efectos de comercio, i, valiéndose de 
este conocimiento, pueden hacer pingües negocios en per-
juicio directo de los particulares que a ellos confían la 
realización de una o mas de sus operaciones. En la nece-
sidad de precaver a estos últimos de tan graves peligros, 
se agrega, lia sido indispensable conferir el ejercicio de 
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la correduría a verdaderos oficiales públicos, nombrados i 
vijilados de cerca por la autoridad. 

La existencia del peligro de que los particulares sean 
esplotados en su buena fé por los corredores, no puede ser 
negada en absoluto, La posibilidad de ello es evidente i 
talvez en mayor escala que en la jeneralidacl de las tran-
sacciones de la vida civil i mercantil. Pero de ahí a estable-
cer que el remedio mas apropiado i eficaz para combatir 
esos males es la intromisión del Estado en los actos pri-
vativos del individuo, hai una distancia enorme. 

No es eficaz ese sistema, porque el hecho de .que el co-
rredor sea nombrado por el Presidente de la República, no 
basta para dar como buena la elección, ni para asegurar 
que él no abusará de su cargo, de la misma manera que 
podría hacerlo uno simplemente profesional. Al contrario, 
todo hace presumir qúe los que ejercen la autoridad, por 
la naturaleza misma de sus funciones, están en peor con-
dición que nadie para aquilatar las buenas o malas cuali-
dades de los que deben desempeñar tal profesion. 

Sostener que la fianza por la modesta suma de mil a 
cinco mil pesos, que deben rendir los corredores oficiales, 
es una garantía suficiente en favor de los particulares 
(aunque reconocemos que actualmente es la mayor que 
ofrece el sistema que combatimos), es manifestar que los 
peligros que se ha tratado de evitar no existen. 

Mas claro es todavía que la institución délos corredores 
oficiales no es un medio apropiado para impedir los abusos 
que pueden cometer, i que, aun siendo eficaz, debería re-
chazarse de plano. Él, en efecto, exije la injerencia en los 
negocios particulares de una entidad, el Estado, del tocio 
estraña a ellos, injerencia que desnaturaliza sus funciones 
i que crea privilegios i favores abiertamente contrarios al 
libre ejercicio de las industrias i de las profesiones. 

Aunque no somos partidarios de la anulación del Estado, 
no concebimos cómo lioi se pueden aun sostener institu-
ciones que hacen a la autoridad tutora obligada de los ciu-
dadanos, infiijiendo a éstos el agravio de suponerlos igno-
rantes, incapaces e imprudentes; esas teorías fueron el fruto 
de tiempos ya lejanos, los del Estado providencia. 
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Será preciso, pues, repetir aquí una vez mas que es un 
error social, económico i jurídico pretender sustituir 
a la acuciosa vijilancia del Ínteres individual, la de una 
entidad invisible, cuya atención estará siempre absorbida 
de lleno por las tareas de otro carácter, graves, numero-
sas i trascendentales que le son propias. Si no queremos 
retroceder mucho en el camino de los adelantos modernos, 
dejemos al Estado las cosas públicas i al individuo las 
privadas. 

Si cada vez que divisamos la posibilidad de que un indi-
viduo sea engañado, hubiéramos de señalarle la ayuda de 
la autoridad, concluiríamos indudablemente por reglamen-
tar i someter a su intervención todos los actos de la vida 
civil; porque, desgraciadamente, mui pocos de ellos esca-
pan al peligro indicado, que tiene su base en la imperfección 
humana. 

Ahora, ¿por qué despreciar respecto de la correduría los 
mil medios que el desarrollo de la jurisprudencia ha pues-
to en la mano de los lejisladores para poner coto a la mala 
fé en todo jénero de estipulaciones i, en cuanto ello es 
necesario, para precaver a los que no estén o no deban 
estar bajo ajena potestad? ¿Acaso no son aplicables a las 
personas que pueden contratar con los corredores las 
disposiciones del Código Civil que, a fin de precaverlas 
de engaños, establecieron la incapacidad absoluta o 
relativa de muchas personas, las sometieron a la autori-
dad de otras i las rodearon de cien garantías mas? ¿Acaso 
los corredores no están sometidos, como todo individuo, 
a la responsabilidad de los daños causados por su abuso, 
culpa o fraude; a la severa pena con que el Código res-
pectivo castiga éste último; i finalmente, a la sanción 
social que baria caer sobre el corredor inescrupuloso todo 
el peso de la desconfianza pública, arrastrándolo inevita-
blemente a la pérdida de su profesionsinó a su ruina. 

Pero si el Lejislador estimó que las precauciones co-
munes eran pocas aun, en su mano estaba tomar otras 
especiales, del todo seguras, sin caer en los gravísimos 
defectos del camino que elijió. Nada habría costado, por 
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ejemplo, imponer severas penas al corredor que infrinjie-
re la prohibición de comerciar por cuenta propia o que 
fuere convencido de fraude en el ejercicio de suprofesion; 
tal seria la inhabilitación absoluta i perpetua para ejercer 
la correduría. 

No concluiré sin aducir todavía, en contra de la ins-
titución da la correduría oficial, un último i poderoso 
argumento. No existen los corredores oficiales, i fuera de 
uno o dos casos, cuyo fracaso corrobora las deducciones 
que vamos a hacer, puede afirmarse que no han existido 
en nuestro pais desde la promulgación del Código, sin 
que por ello se haya sentido ni se sienta perturbación 
alguna en el comercio, a causa de los decantados i temi-
dos abusos de la correduría simplemente profesional. 

El hecho apuntado prueba: primero, que los corredores 
oficiales son innecesarios al comercio, porque si así no 
fuese, éste les habria dado vida, estando, como están, ins-
tituidos en el Código; i segundo, que bastan i son mas 
convenientes al comercio los corredores simplemente pro-
fesionales, como lo prueba el hecho de haberse servido 
de ellos únicamente, a pesar de que, según la intelijencia 
que unánimemente se ha dado al artículo 57, no están su-
jetos a traba ni precaución alguna que no sean las comunes 
a toda clase de convenciones, i sin que, aun en tan anó-
malas condiciones, haya sido el comercio víctima de los 
abusos tan temidos por los partidarios de la correduría 
oficial. 

Es importante también observar, por último, que en los 
paises en que el comercio ha alcanzado el mas alto desa-
rrollo, no se han instituido los corredores oficiales, o se 
reacciona rápidamente en su contra, esceptuando solo la 
Francia; lo que demuestra, con la elocuencia de los hechos 
i con la autoridad de,la esperiencia, que ofrecen mas in-
convenientes que ventajas. 

V 

El presente proyecto consulta otra reforma importante 
en el Título III del Libro I. 
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El título De los corredores ofrece todavía un defecto 
que, como el ya indicado, puede llamarse jeneral i de 
sistema, en cuanto no es esclusivo a ninguno de sus ar-
tículos i en cuanto, por su gravedad, afecta al método, a 
la filosofía i al espíritu mismo de la institución jurídica 
que forma su objeto. Me refiero a la confusion que se 
ha establecido del carácter i funciones propias de los co-
rredores con el carácter i funciones propias de los comi-
sionistas. 

Como se sabe, el Proyecto establecía en el título co-
rrespondiente a éste, una mezcla confusa de disposiciones 
que eran aplicables unas a los corredores esclusivamente 
i otras a los ajentes de cambio u otras especies de comi-
sionistas. La comision revisora, con mui buen acuerdo, 
suprimió los artículos que so referían a estos últimos i 
procuró conservar solo los que fueran aplicables a los 
corredores. 

Sin embargo, en este propósito no anduvo feliz, porque 
dejó subsistentes algunas disposiciones propias de los co-
misionistas i ajentes de cambio, que desnaturalizan i pro-
vocan la duda sobre las funciones de los corredores. 

Se estrañará, talvez, que pretenda cstabLecer una mar-
cada linea de separación entre los corredores i los comi-
sionistas. Es verdad que los defectos que nacieron de la 
supresión incompleta de las disposiciones que en el Pro-
yecto se contenían promiscuamente respecto de esas dos 
clases de jiro, pueden llevar lójicamente a establecer que 
corredor i comisionista es, para el Código, la misma cosa. 
Pero dentro de una sana doctrina, es preciso convenir en 
que existen entre ellos diferencias de consideración; de 
manera que una regla dictada como buena respecto de unos 
puede ser perjudicial e ilójica respecto de los otros. 

Aun cuando el último inciso del artículo 234 establezca 
que la correduría es una de las especies del mandato, i aun 
cuando ella tenga por objeto actos ejecutados en provecho 
ajeno, creo que un corre dor, propia i estrictamente, no 
puede recibir el nombre de mandatario. Sus funciones 
propias no son las de representar a una de las partes con-
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tratantes respecto de la otra; porque en tal caso habría sido 
inútil e indigno de un lejislador serio, dar nombres i reglas 
diferentes a cosas exactamente iguales. La tarea de los 
corredores, tal como es jeneralmente comprendida i como 
parecería desprenderse de la definición que de ellos da el 
artículo 48, no puede ser otra que la de buscar, acercar i 
poner al habla a los comerciantes que deseen contratar; o 
sea, ayudar a ambos en ese propósito, interponiendo sus 
buenos oficios. Saliendo de esta esfera de acción, se con-
vertirán en comisionistas, i dejarán de serles aplicables las 
reglas del presente título. 

Un comerciante que desea vender su establecimiento 
mercantil, por ejemplo, podrá valerse para ello de un co-
rredor o de un comisionista: hará lo primero si va donde 
un individuo que se ocupe de esta clase de encargos i so-
licita de él que busque, entre los muchos comerciantes 
con quienes tiene diario contacto, uno que quiera comprar 
un establecimiento como el suyo i que, una vez encontrado, 
lo ponga al habla con él, facilite su avenimiento i dé testi-
monio del contrato. Al contrario, se valdrá de un comi-
sionista si al mismo individuo no solo le hace los encargos 
precedentes, sino que ademas lo faculta para perfeccionar 
a su propio nombre el contrato de venta, firmando, si es 
necesario, la escritura correspondiente. 

En el primer caso, vendedor i comprador contratan di-
recta i personalmente; miéntras que en el segundo contra-
taría de esa manera solo el comprador, i el vendedor lo 
haría representado por un mandatario, que en el lenguaje 
mercantil no se concibe que pudiera tener otro nombre 
que el de comisionista para vender. En el uno podría decirse 
con toda precisión i exactitud que un individuo ha dis-
pensado su mediación asalariada a dos comerciantes i 
les ha facilitado la conclusión de su contrato (art. 48); en 
el otro seria menester para ello violentar mucho el signifi-
cado de esas palabras. Representar a uno de dos contra-
tantes, llevando su voz i su Ínteres i no la voz i el Ínteres 
del otro, porque son cosas incompatibles, no es por cierto 
prestar a ambos su mediación, estar entre los dos, sin 
acercarse al lado de uno mas que al del otro; ni tampoco 
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facilitarles cóncíüsion de su contrató, sino concluirlo 
eféctiváméñte, como per soñera do uño de ellos, empleando 
e l ' l ò ù g u à j é ' d e - s i e t e ' Partidas. 

Elbói^edór sirve de intermediario a los comerciantes, eia 
CTJAHTD'aprÓVecliá las facilidades que le presta su misma 
ócúp'aóíóñ liá'bituar, buscáiidó a petición ' del que ofrece al 
qúé'pide i vice-versa, i acercánclblos i facilitándoles así lá 
conclusión de süs negocios. Cómo dice muí bien Pardes-
sus, esplicando la naturaleza de los corredores, ellos son 
ih'stitüidos para recibir laS proposiciones - dè i 'qué quiere 
vóildér, comprar, asegurar, et'cl, i trasmitirlas al que quiere 
comprar, vender, hacerse asegurar, etc. ; i una vez hecho 
el trato, las 'partes interesadas lo ejecUÍaiij Po r él Solo 
hecho de éje'cütar él contrató, ellos se cónviértén én comi-
sionistas. 

I si la doctrina que sostengo no fuese la única ver-
dadera ¿Cótíio se concebiría que los libros de quién contrata, 
representando a un individuo hicieran fé por sí sòló's,; nò 
únicamente a favor i en contra de su representado, sino 
también a favor i én' contra del otro contratante? (art. 
60.) Gomo se ve, si los eorredorés soú mandatarios, es for-
zoso afirmar que lo son de los dos contratantes, cosa Vque 
repugna a la naturaleza del contrato. Su carácter, a mi 
juicio, se acerca nías- al dé los amigables componedores, 
que al de Un Verdadero mandatario. 

Léase el artículo 71, que exonera al corredor de la obli-
gación de responder de la autenticidad de la últiína firma 
de los documentos que negociare, cuando e \ corredor ha in-
tervenido como simple intermediario; le ase, todavía, el inciso 
2.* del articulo 75, que establece que' «si el corredor obrare 
Como Comisionista, quédará sujeto a todas las obligaciones 
i podrá ejecutar todos los derechos que nazcan del con-
trato», i se verá que el mismo Lejislador no pudo menos 
que percibir claráménte que corredor i comisionista són 
cosas enteramente diversas. Is iendo ello así, no sé concibe 
por qué al ocuparse de la correduría le aplicó también 
reglas dé la comisión, que detalló particular i cuidadosamente 
en otro título, lejislando así dos veces sobre una misma 

t-i 
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materia, con grave daño para la claridad en la observancia 
i aplicación de la lei i con grave .olvido del método i de los. 
preceptos jeneráles que deben ser observados en la confec-
ción de las buenas leyes. Esa confusa mezcla ha dado por 
resultado la institución de corredores tan orijinales que, por 
ser aveces comisionistas i a veces simples intermediarios, o 
ambas cosas juntas, en último, análisis ni son corredores 
0 intermediarios, ni son tampoco comisionistas. 

Si.no se queria limitar la acción de los corredores esciu-
sivamente a la correduría ¿por qué no se consignó en 
el presentó título, como lo propone el proyecto, solo las 
prescripciones propias de ella, reservándoles, cosa que no 
necesitaba espresarse, el derecho de ejercer la comision, 
en cuyo caso se sujetarian a las reelas dadas en el título 
respectivo? 

V I 
Si incompatible con los adelantos de la jurisprudencia 

moderna es la institución de los corredores como oficia-
les públicos nombrados por la autoridad i sujetos,a su 
tutela, con mayor razón debe hacerse iguales cargos al 
Código por haber sancionado análogo sistema respecto de 
los martilieros, en el Título IV del libro I. 

No hai para. qué repetir las consideraciones jeneráles, 
ya. espresadas para demostrar los graves defectos del me-
J1 io elejido para evitar los peligros que se alegan,; i; tam-
bién las ventajas cpie ofrece el dejar a las industrias i al 
comercio prosperar e incrementarse a la sombra de la 
libertad económica. 

Respecto de los corredores, hai siquiera, en contra de 
esas observaciones, el argumento de haber existido su 
constitución oficial desde tiempos remotos i de conservar,-
se al presente en un número no escaso de paises; pero 
respecto de los martilieros ni éso puede decirse: al contra-
rio, su carácter oficial es creación propia i esclusiva de 
nuestro Código; de manera que los defectos que contiene 
1 los males que entraña no tienen aun la escusa de haber 
sido tomados de otras lejislaciones mas antiguas i ade-
lantadas. 

Si la institución de ios martilieros oficiales importara, 
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como lo sostienen muchos, la prohibición impuesta a los 
particulares do vender por sí mismos i al mejor postor sus 
especies, o de acudir a otro particular • (martiliero profe-
sional). ..con igual objeto, el título IV habria pasado los 
límites de JO simplemente defectuoso para llegar a lo in-
justo i arbitrario. N." se concibe, lio diré una razón, 
pero' ni ' siquiera uil paliativo del grande agravio qüe en 
ese caso se habria hecho a la libertad de industrias i pro-
fesiones, garantida por nuestra Constitución'; i mas que 
éso, todavía, al derecho de propiedad, base de ja prospe-
ridad de todas las sociedades. 

¿Cómo se esplicaria que un individuo que tiene derecho 
a enajenar, a cualquier título oneroso, una mesa que le 
pertenece, que puede darla, que puede aun quemarla, no 
tuviera el de venderla por sí mismo o comisionando para 
ello a otro cualquiera, nada mas que por estar en concu-
rrencia muchos compradores al mismo tiempo? Felizmente 
es una cosa ya resuelta que el Código no llevó hasta ese 
estremo los defectos de este título. Las consideraciones, 
espuestas, apoyadas en el testo de la Constitución, i el 
principio de que en materias civiles so puede hacer todo 
aquello que la leí no. prohibe, han hecho, arribar a esa 
conclusión. 

Pero, creyendo que los corredores oficiales no llenan 
ninguna necesidad del comercio, sino que al contrario, 
suponen la sanción de numerosos inconvenientes i de gra-
ves defectos, como queda demostrado mas airas, Opino 
no solo por el establecimiento espreso de los martilie-
ros privados, en concurrencia Q.on aquéllos, sino por la 
supresión radical de ellos i la conservación de los últimos 
únicamente, limitando este título a una simple reglamen-
tación de esa profesión i de las casas de martillo. 
: Esa reforma exij.e la supresión de los artículos del título 
IV que se refieren esclusivamente a ese carácter oficial 
(81, 82, 83 , i 84), pequeñas modificaciones en las restantes 
i l a agregación de una que otra disposición nueva, recla-
madas por la misma libertad en que quedaría la profesión 
de martiliero. El presente provecto consulta tales reformas. 
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v r r 

En;'el TíMo i 'del LibroTl del GódigO; ¡él -Proyecto'con-
sulta ' dos'reformás principales.' 

^Lapriméi-a desellas tiénd'é:á;réstri n-jir la peligrosa'latitud 
que los-artículos 128 i 129 del'CÖdigö dieron a la prueba tés-
timo n ial eil'ííiáté'rias mércantiles. 

Seria necesario cambiar ;radica;l' i profundamente la pro-
pia naturälezä húmaria, i suponerla limpia de sus miserias 
i flaquezas, para llegar a esplicarse los pröceptös dé los ar-
t ;ículosi28 i 129. Por mas optim'ista'qué baya skló'el espíritu 
con que el Lejisla'dor miró- la moralidad1 e integridad de tos 
hombres, . jamas pudo llegar' a depos i t á ron la prueba de 
testigos unatan'il imitada confianza. 

Miéntras todas las ' lejislaciones', incluso la1 nuestra, se-
dábanla mano* para restrinjir los límites de esa prueba, el 
Código de Comercio le Quitaba todas sus vallas ! le1 abría-
todos los horizontes. 

E's en-valió que; nos afanemos en descubrir motivos fun-
dados dé1 semejante conducta.' ¿Cóm'ó'-pudo pasar desaper-
cibido--para é lLe j i s ladoi e!se cúmulo enorme 'do:'pfeligros-
que ofrece, sin tasa ni limitación, la prueba testimonial, esa 
trampa de la verdad i de la.buena--fe? '¿Quién no sabe _que 
con. testigos se puede; probar siempre t a Infimo precio lo 
que se quiera? .¿Quién ignora que en Chile, como en todas, 
partes, existen gremios de viles traficantes que hacen del 
perjurio su o.cupacion habitual?. 
. Decir que el, número i rapidez d é l a s operaciones mer-

cantiles: impedia que .se- :les .hiciera constar por escrito 
i-quesera-indispensable allanar al .comercio esas trabas, es 
desentenderse: por completo de todo raciocinio. 

Como, lo,observa Pardessus (L)j el .que las declaraciones 
ele. testigos recaigan- sobre, obligaciones comerciales, i no 
meramente ..civiles, no, atenúa-,. en nada los-peligros, de false-
dad que enyúel.ye la prueba testimonial. I aquí- debo ce-

(i) Coiirs de Droit Cómmercial.—Pardessu s. 
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der. la palabra a un distinguido autor nacional (1), ; que 
concienzudamente desarrolla la observación, anterior, en 
l,as siguientes lineas; 
• « P o d r á óbjetárse qüe la variedad i rapidez, de las tran-
saoéiónes comerciales, verificadas a veces en un dia, en 
u n a - h o r a , en un momento,: impiden escribirlas. Si se= obli-
gara a reducirlas-.todas, a escrito, sin distinción dé cuantías,-
es verdad que seria muí poderoso el argumento; 'pero- desdó 
qüe;se les d e j a r a u n espacio considerable, dentro del cual 
cupieran todas las de poca importancia, la dificultad se des-
vanecería completara ente. 

«La lei .civil ha fijado .como, límite para las- obligaciones 
verbales la cantidad do doscientos .pesos,: i .pregunto yo 
¿qué comerciante al menudeo.vende 011 una sola vez i a ama 
íni.sma persona esa cantidad? Si llega a . venderla.¿qué, di-
ficultad le impediría en este .casó, algo raro, hacer.firmar 
a. su deudor un pagaré, que por lo.coimm;se .tiene prepara-
do de antemano con la sumay. el no mbre del deudor i .-parte-
de la fecha en blanco? 
• «Doscientos pesós. eri el comercio ,por menor es'una Can-

tidad de mucha consideración, que difícilmente-se venderá 
ál fiado en un,solo .'momento; i a una misma persona; i me 
he referido al comercio por menor, porque en Ios-almacenes 
(por mayor,-: debió agregar) se-acostumbra hacer .firmar 
pagarées por cantidades: aun mas pequeñas.. 

«I seria igualmente preciso que lamenta se.Hiciera ;en una 
sola.vez, porque una serie de diversas transacciones aun-, 
que .en su totalidad-ascienden a :fnil.es de '.pesos, admiten, 
la prueba testimonial en el derecho civil, ;pudiendo todas 
ellas justificarse por este medio con tal que separadamente 
no- excedan de doscientos pesos, 

«Es también de notar que , el Código Civil (art. 1-7-11) ha 
establecido dos escepciones a la regia que rechaza la prue-
ba testimonial sobre obligaciones mayores : de'• doscientos 
pesos: la primera es cuando hai un; principio ele'prueba-por 

(i) Los actos de comeicio en su relación con la Competencia de Jurisdicción.— 
Francisco Ugarte Zenteno. 
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escrito, i la segunda cuando ha sido imposible escriturar 
el acto u obligación. 

«La admisión de la prueba testimonial en las causas, ele 
comercio, en los términos en que ha sido ordenada, que, sea 
dicho de paso, es un privilejio infructuoso por ser rarísimo 
el caso en que una transacción mercantil se verifica ante' 
testigos hábiles, puede, en jenera!, mirarse como una es-
cepcion infundada e inaceptable, que sin ventaja alguna 
ha venido a poner en desármonía dos recientes cuerpos de 
leyes.» 

No.es ésto solo. El artículo 128, declarando admisible la 
prueba de testigos, cualquiera que sea la cantidad que im-
porte la obligación que se trata de probar, menos en los 
ca,sos en que la leí exijia 'escritura pública, anuló, tajvez sin 
quererlo, las numerosas prescripciones, en que el mismo 
¡Código exijió para la validez de ciertos actos que ellos cons-
ten por escrito. Si la, prueba de testigos suple a la escritura 
privada, es evidente que habría dado lo mismo no obligar 
a estender esta última. 

En todo caso, pues, el artículo 128 debió decir: salvo 
los casos en que la lei exija escritura pública o privada. 

Los mismos conceptos son aplicables a la disposición del 
articulo 129. 

Haciendo esfuerzos, puede llegarse; a esplicar que el 
Lejislador haya declarado, admisible la prueba testimo-
nial, sin hacer hincapié en. sus peligros, a falta de otra, 
mas perfecta i ménos dañosa; pero esa esplicacion es impo-
sible respecto de la facultad que en el artículo 129 se con-
cede a los jueces para admitir la misma prueba, aun cuando 
altere o adicione el contenida>cle las escrituras públicas. 

Aquí no se puede decir yaque la rapidez de las operacio-
nes mercantiles reclamaba semejante disposición; porque 
si en ese sentido la prueba de testigos tiene alguna influen-
cia, indudablemente será la de hacer mas difícil i engorro-
sa la solución de loslitijios. 

"Ninguna lejislacion medianamente avanzada contiene un 
precepto como el ya enunciado. Ni podía ser de otra ma-
nera, porque ¿cómo hacer doblegarse i ceder la mas solem-
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no, perfecta i segura de las pruebas que hasta hoi han con-
s e g u i d o idear lejislacíores i jurisconsultos, la de las escritu-
ras públicas, ante la mas deleznable i peligrosa de todas 
ellas, la de testigos? 

Tp.0 vale observar que habiendo dejado al juez la facul-
tad de admitir o rechazar la prueba testimonial en contra 
de las escrituras públicas, según su prudencia i discreción, 
éste no dará lugar a ella sino en mui contados i calificados 
casos; porque los jueces, como hombres que son, están su-
jetos a errores, que la apreciación de cada caso, en su di-
versidad de caractéres i circunstancias, hará fáciles, i es-
puestos a ceder á exijencias ajenas al Ínteres d é l a justicia. 
La.confianza que la leí debe depositar en sus ministros, no 
puede jamas llegar hasta entregar en sus manos la suerte 
i la fortuna de los individuos. 

V I I I 

La segunda reforma que se hace necesario introducir en 
el título I del libro Ií, se refiere a un medio de prueba 
nuevo. 

Hasta hoi ; los documentos públicos i privados, la con-
fesión de las partes i los testigos han formado, por sí solos, 
casi los vínicos niedios de probar las obligaciones civiles i 
mercantiles. 

l íace algunos aflos, en efecto, no había tampoco otros 
antecedentes probatorios que ofrecieran mediana seriedad; 
pero el telégrafo ha invadido el antiguo dominio ele la co-
rrespondencia mercantil, i algunas lejislacíones modernas 
le han prestado ya la acojida que era indispensable. ' 

Si una carta en que se propone o acepta un negocio puede 
ser prueba bastante de su celebración i de sus condiciones 
¿por qué no habría de serlo un telegrama, con tal que haya 
constancia de la firma del que lo envía? 

En ambos casos hai constancia de los.liechos constitu-
tivos de la obligación i de la persona que la contrae.-

Aun en las cuestiones meramente civiles, no habría razón 
alguna que aconsejara rechazar el indicado medio de prue-
ba. Mucho ménos podria rechazarse en materias mercan-
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tiles, cuyo carácter mas saliente es el de facilitar i acelerar 
las operaciones, prescindiendo de. las solemnidades i pre-
.caucionps cle los negocios civiles ordinarios. 

Asi lo comprendió el lejislador italiano al consignar en el 
nuevo Código de Gqniercio ele, 1883 los artículos. 44, 45 i46. 

El presente-proyecto consulta la misma reforma que por 
primera vez realizó la lejislacion italiana.. 

I X 

En él Título V, relativo al trasporte terrestre, Sé notan 
algunos defectos secundarios i de poca trascendencia. 

Existe, sin embargó, un vacio iiii'portante en" 16 relativo 
al trasporté por fe'rroCárriles. 

El articulo 229 establece que los billetes impreáos que 
entreguen los empresarios cqn cláusulas limitativas de su 
responsabilidad, a u n a determinada cantidad, no le eximen 
de pagar, .la indemnización a que/haya.lugar con arreglo 
a los artículos prepedentes; pero nada .especial dijo, res-
pecto del trasporte por fer>. ocarriles. ,-.... 

131. lej islador se limitó a decir, en el artículo 232 que las 
disposiciones de,l presente párrafo no derogan la lesi de po-
licía de ferrocarriles. 

Entre tanto, el desarrollo siempre creciente ,d.e este-me-
dio, de trasporte, lia puesto a ¡a orden del (lia la. cuestión de 
la responsabilidad del Justado o de los particulares, empre-
sarios de ferrocarriles. 
... En ("hile., como en el ostranjero, lia nacido una tenden-
cia verdaderamente, peligrosa en el sentido de anular o, de 
..limitar .considei'abl.en'iente.la responsabilidad, de esas em-
..presas por las.pérdidas,.retardos o averías en el trasporte. 
; Toda lib§rt,ad dejada al respecto,, es,aprovechada en .los 
reglamentos para favorecer a esas , empresas con grave 
perjuicio del.cqmercio;i de las industrias,: 

Por,.regla, jeneral,. el, lejislador ohra sabiamente respe-
tando las estipulaciones de los .. contratos; .pero hai_ casos 
en quO la libertad absoluta, de las contrataciones es ab-

. surda. 
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Tal sucede, con las .em'pfésas de.trasporte por ferrocarri-
les, C u a n d o .un , .qnipresario de'coches., \ carretas, etc., se 
niega a responder de los daños del trasporte, es fácil 'buscar 
otro que no se niegue, o escojer otro medio ele trasporte; 
pero el -.trasporte por ferrocarriles, de- un lugar a otro, no 
.puede hacerse ele ordinario sino por un solo, empresario, 
que goza clehe.cho ele un monopolio absoluto., 

El industrial, el comerciante, el agricultor, estarán, pues, 
obligados a aceptar cuantas, condiciones quiera. ese empre-
sario poner al trasporte, aun cuando ellas: le obliguen a 
correr todos los riesgos, incluso la .culpa del porteador o 
de sus dependientes. 
• JD.3.esa juanera se poch'ia llegar,,en: un pais,.a entorpecer 

graveiiiente los, trasportes, cjue son el nervio del .comercio 
i el estimulo mas eficaz ele las industrias 
. , ,En fuerza ele tales consideraciones,, la Francia i la Italia, 
venciendo las resistencias empeñosas ele. las emprpsas.de 
ferrocarril.es, han. consignado, hace .pocos, años, en sus Có-
digos ele Comercio, la nulidad ele. las ..estipulaciones que 
tengan por objeto escluir o..limitar la .responsabilidad ele 
esas empresas por las.perdidas; q. daños del trasporte,, .aun 
cuando ellas sean autorizadas por los.reglamentos o.esta-
tutos orgánicos. 

Idéntico objeto persigue la-disposición epie propone.,este 
proyecto como inciso 2.° del actual artículo: 229, 

X 

En el Título VI, elel Mandato. Comercial,, ti ai numerosas 
red'ündanciás i defectos Secundarios qué'habría ventaja en 
coiTejir, en la forma^consultaela en el Proyecto i por las ra-
zones c[ue se espresánen la 'Revisión déTC'Ódigo d-e Comercio. 

Merece, sin" embargo/consideración especial la reforma 
que exijen los' artículos'318 i 324, en los cuales el Código 
ha sancionado errores jurídicos bástante gravés. 

En el artículo 254.dispone él Código qué «el comisionis-
ta puede obrar en nombré propio ó : a'noitibré' cle süs Comi-
tentes». ' A cualquiera' parecerá fchóCaiitey':de c'oh'si'güiéhté', 
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que el artículo 318 cliga clespues que «Comisionista de 
trasportes, es aquel que, en sil propio nombre, pero por 
cuenta ajena, trata con un porteador la conducción de 
mercaderías de Un lugar a otro». 

Si hai que atenerse al tenor literal i claro del testó 
de la última de esas disposiciones, no. se podrá negar 
que aquel que trata con un porteador, a nombre ele su co-
mitente, i no en su propio nombre, la conducción do merca-
derías de un lugar a ¡otr.o, no es comisionista de trasportes, 
según, el Código. 

Sin embargo, semejante conclusión, aunque fundada i 
perfectamente legal, es contraria al espíritu manifiesto de 
muchas otras disposiciones del. presente titulo, i a ¡as doc-
trinas umversalmente admitidas i respetadas sobre la esen-
cia i naturaleza del contrato de mandato. 

No es posible imajínar, siquiera, qué fundamentos pudie-
ran inducir a declarar que un contrato en que son eviden-
tes todas las cualidades éxijidas para darle un nombre, no 
deba llevarlo sin embargo. Si mandato «es un contrato en 
que una persona confía la jestion de uno o mas negocios 
a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta i riesgo de 
la primera (artículo 2116 del Código Civil)»; si comision 
se llama al mandato comercial, «cuando versa sobre una 
o mas operaciones mercantiles individualmente determi-
nadas» (235); i si «el comisionista puede obrar en nom-
bre propio o a nombre de sus comitentes (254) ¿cómo puede 
establecerse, sin caer én un absurdo i en una contradic-
ción palpitante, que el individuo que contrata con un por-
teador la conducción de ciertas mercaderías, diciénclole que 
lo hace a nombre de Pedro, no es comisionista? I ¿qué 
sería entonces? 

I si es comisionista i como tal celebra contratos de tras-
porte ¿será comisionista para, comprar, comisionista para 
vender, comisionista para ejecutar operaciones de banco? 
¿o será comisionista de trasporte por tierra, lagos, rios o 
canales navegables? (art. 236). 

La definición del artículo 318 manifiesta, pues, que el Le-
jislador, al darla, olvidó i desconoció por completo la ma-
teria misma definida. 
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Como se verá mas adelante, lá única esplicacion que tie-
líeñ los términos verdaderamente estraños del articulo 318, 
sin que ella aténúe en lo mas mínimo sus defectos, es la 
dé que e! Lejislador confundió los comisionistas coii una 
especie particular, sui géneris, de porteadores o empresarios 
de trasportes. 
" El Wrtlcülo 318 contiene también el defecto de mencionar 

solo el trasporte de mercaderías, no obstante que las mis-
más razones qué puede tener una persona para valerse de 
otrt>. que por ella trate la conducción de sus mercaderías, 
podrá tener igualmente para valerse de otra que tome1 por 
ella su billete "do asiento; mandato que ordinariamente será 
mercantil respecto del mandatario, sin hacer caudal cíela 
Contratación de trasporte para operarios, colonos, etc., que 
puede ser acto de comercio respecto del mandante i del 
mandatario. A subsanar los defectos mencionados tiende 
el artículo 66 del proyecto. 

X I 

La disposición del artículo 324, en cuanto hace estensivas 
a los comisionistas de trasportes las prescripciones que en 
el título V se estatuyeron respecto de los porteadores, es 
también incompatible con las cualidades esenciales del 
contrato de mandato, del cual la comision es una especie. 

«Kl mandato es un contrato en que una persona confia la 
jestion de uno o mas negocios a otra, que se hace cargo de 
ellos por cuenta i riesgo de la primera». (Código Civil, ar-
tículo 2116). Como se ve, las cualidades esenciales del man-
dato son dos: 1 confiar a otra persona un negocio propio, 
2.% que ésta se haga cargo de él; por. cuenta i riesgo dé la 
que se lo cpnfía. 

Ahora bien: si el individuo que necesita trasportar sus 
mercaderías celebra al efecto un contrato con otro, que, 
con arreglo a las disposiciones contenidas en el título V del 
presente Libro del Código, queda obligado respecto del 
primero a recibir las mercaderías en el tiempo i lugar con-
venidos, a cargarlas según el uso de personas intelijentes, 
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a-emprender i concluir el viaje: eivel plazo i'por el camino 
que señale el contrato (:art. 191); a la custodia :i conserva-
ción de-las especies, a responder directamente al consig-
natario de- s ú entrega, a-pagar el precio cl'e ellas en caso-de 
pérdida :o avería'grave i, finalmente, a responder de la culpa 
leve en el cumplimiento de las precedentes obligaciones 
¿dónde esta la jestiotij&or cuenta i-riesgo de la persona que 
contrató como- comitente, ;con el supuesto comisionista? 
¿En-qué negocios éste • -podríarepresentar- a aquél respecto 
de un tercero?-. 

1 Alxora; si,; cómo sutíé'clerá ordinariamente, el supuesto 
comisionista1, para1 cumplir las obligaciones que sé impuso 
por el'contrato de¡ que hemos hablado, celebra un; segundo 
contrato con-un porteador o-empresario de trasportes, no Se 
divisa tampoco su carácter de 1 comisionista, o mandatario, 
pues ese contrato ni-obligaál propietario de-las mercaderías' 
respecto del segundo porteador o empresario, ni a ;éstos res-
pecto de aquél; es el comisionista el que, a virtud del con-
trato primitivo i de la disposición del presente artículo, res-
ponde directamente al propietario del cumplimiento del 
trasporte,.como .si no existiese otro porteador; i. al sub-
porteador o;sub-empresario," como si fuese único i esclusi-
vo cargador, a virtud del.contrato posterior. 

•Si cargador, remitente o consignante es ..«el qu.e;por cüen* 
tapropia.o ajena, encarga- la conducción» .¿cómo. se. espli-
ca.qiie el coniisionista ele trasportes, que, en cumplimiento 
de su comisión, encarga, la .conducción de mercaderías i 
qu,e tiene personalmente,. por tanto,, las obligaciones de 
cargados ..respecto del porteador, tenga también: respecto 
clel propietario de las mercaderías las, obligaciones de por-
teador lresponda de su. cumplimiento, en.los mismos, tér-
minos que éste i de la manera que ántes se ha espresado? 
¿Por qué estraña, anomalía un mandatario, obrando en el 
carácter .cíe tal, puede llegar a. reunir en sí.las obligaciones 
que a ambas partes impone el. contrato bilateral que ha 
celebrado en representación de.s.u mandante, de,.manera 
qiic él no produzca vínculo alguno entre esas partes?. 

TaLestremó, que no^pueda. jnénos ele ser considerado 
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©otóio-inaceptable i contrario a la naturaleza1'del mandato/ 
no es.sin embargo una ,ficción; él resulta,, "por una: parte ¿ 
del .'articulo :255,'. que obliga personal i ;esclusivamente'-al 
bómisionista :que ;!obra en su propio nombre,, i del inciso 
á-.P^ídel artículo¡166, que le clá el carácter de cargador; i; 
•por la otra, clel presente artículo, que le inipone las mismas 
obligaciones que al porteador. 

articulo 324 agrega: •'. . . .aim cucwdo (los comisionis-
tas, o .asentistas) no verifiquen por sí mismos la conducción ele 
tliercadqrías. ¿Es posible que suceda lo contrario, que, ,ellos 
ípajsmos ejecuten l,e conducción, como lo supone el Código, 
(QLyidandqlo que es el mándato i especialmente l'a comisión? 
Nó; porque entónces.. con igual razón seria comisionista 
del .comprador.el vendedor i .viceversa; del arrendador, el 
arrendatario, etc., i así,-en todos los contratos. .-El tal:comí-
sionista'no'tendría de ello ni las. apariencias; , seria portea-
d„-rpor doble motivo: ..porqués contrae la.obligacion.de.con-
ducir, común a tocios los comisionistas, según el presenta 
artículo, i porque lo ejecuta pó'r sí mismo, personalmente. 
De manera, pues, que 110 ha escapado a la denominación 
de comisionistas ele trasporte ni aun el tipo mas,-perfecto, i 
jenüino.del porteador; 

Las precedentes,observaciones están manifestando que el 
Lejislacíor, aí dictar las disposiciones fundamentales elej 
presente párrafo, tuvo siempre delante ele sus, ojos, á los 
asentistas o contratistas ele trasporte, i plvicíó por completó 
respetar en éj. la naturaleza . ele lus actos qu,e su 'epígrafe 
indicaban constituir su objeto. A ellos sí qué lé son aplica-
bles las disposiciones clel artículo 318 i 324; 

En efecto, se da el nombre de asentistas a, ciertos indi-
viduos que contraen" la obligación ele conducir mercade-
rías ele un lugar a otro, mediante un.'precio convenido, i 
qué, no teniendo medios propios ele trasporte, se valen de 
un porteador o empresario ele trasportes, a quien pagan 
por igual servicio un jirecid m e n o r que ei que ellos han 
cobrado al'propietario de las mércácí'erias'. 

Si tales son sus funciones, se comprende ejue solo traten 
a.su propio -nombre i- que se obliguen.personalmente, res-
pecto clel clueño de las mercaderías, al cumplimiento deí 
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contrato ele trasporte. I se comprende así, porque ellos 
no son comisionistas (mandatarios)., sino verdaderos em-
presarios de trasportes, que han contraído ia obligación 
ele conducir, no importando absolutamente a la esencia del 
contrato de trasporte el hecho de no ejecutarlo por sí mis-
mos, ni por medio de vehículos propios i empleando sus 
dependientes asalariados. 

Gomo dice ;Pardessüs (1), «Las obligaciones de tras 
porte, no son del número de las que el obligado deba, a 
ménos ele una cláusula espresa, no ejecútar sino por sí 
mismo. Sucede a menudo cjue una persona se encarga de 
hacer conducir, al lugar designado, objetos para cuyo 
transporte es necesario que ella emplee sub-empresarios 
(sous-entrepreneurs) a c[uienes él se los envía, los que a su 
vez los dirijen hácia otro lugar, i así en seguida, hasta su 
destino. Se da algunas veces impropiamente a estas personas 
el nombre de comisionistas de trasportes; pero, en realidad, 
ellos no son sino empresarios.» 

En las palabras trascritas, se encuentra también plena-
mente justificada la existencia de los asentistas. El comer-
cio necesitaba de la institución de individuos que tomaran 
sobre sí i totalmente la responsabilidad del trasporte de 
mercaderías que exijen la intervención personal ele varios 
porteadores o empresarios, por no haber uno que lo ejecute 
por sí solo en toda la distancia que ellas deben recorrer, 
sino en partes que sumadas den el trayecto total. Al pro-
pietario de las mercaderías seria casi imposible entenderse 
con cada uno de esos porteadores parciales: tendría que 
seguir i acompáfiár IOSÍobjetos clel trasporte i que tomarse 
repetidas veces las molestias que impone la celebración 
del contrato ele trasporte, aparte de que se !e baria mui di-
fícil llegar a hacer efectivas las responsabilidades ele tantos 
individuos separadamente obligados. 

Era, pues, indispensable en ciertos casos la intervención 
de individuos que,, por un precio alzado, cargaran esclusi 

(i) Cours di droit. comercia!. Tomo I, Capitulo V, número Véanse ademas 
los números 575 i 576. 
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vamente con las molestias i responsabilidades del trasporte, 
aunque no fuera ejecutado por ellos mismos. Pero en mane-
ra alguna era menester dar a tales contratantes la deno-
minación de comisionistas, mucho niénos quitándosela a los 
que únicamente podian recibirla: aquellos que como man-
datarios de otra persona, en .su propio nomb re o en el de. su 
mandante, tratan con un porteador la' conducción ele mer-
caderías de un lugar a otro. 

Dar el nombre de comisionista de trasporte a un individuo 
nada mas cjue por el hecho de cjue, en lugar ele ejecutar 
personalmente la conducción, la encarga bajo su responsa-
bilidad a otro u otros porteadores, es, punto por punto, 
igual a llamar comisionista para comprar al individuo que 
habiendo vendido diez mil hectolitros ele trigo, sin tenerlos, 
los compra a un tercero por menor precio, o por uno ma-
yor, si es necesario, para entregarlos en el plazo cjue para 
ello se le dio. 

I bien: establecida la necesidad de los asentistas i la impo-
sibilidad jurídica de aplicarles la denominación i las reglas 
de los comisionistas propiamente tales, confundiéndolos 
en un solo todo ¿era siquiera necesaria su institución como 
individuos diferentes i separables de los empresarios ele 
trasportes? Creo que nó, por las razones cjue preceden, co-
rroboradas por las palabras de Parclessus. 

Sus funciones, ajenas por completo a la comision, son, al 
contrario, las mismas cpie las de tocio porteador o empre-
sario. Bajo de ningún respecto el contrato que ellos cele-
bran podrá ser considerado como mandato; pero bajo de 
todos los respectos imajinables, lo :será como trasporte: en 
virtud ele él se obligan «por cierto precio, a conducir de un 
lugar a otro, por tierra, canales, lagos o rios navegables, 
pasajeros o mercaderías ajenas, i a entregar éstas a la per-
sona a quien vayan dirijiclas» (definición de trasporte, 
inciso 1.° clel art. 166V. 

Como consecuencia de las precedentes observaciones, 
el proyecto propone la supresión del artículo 324; pero como 
llevada a efecto esa supresión, podría ofrecer dudas la vi-
jencia de/; las disposiciones del título V, Del trasporte, etc., 
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respéctó ele'la especié dé eniprecarios dé' trasporté -qué'él 
Código llamó; asentistas,,, se- propone también, • para evitar 
ése peligro, que éli él articuló 171, 'óh lü'gar de ' l a frase 
«inclusas las ' personas qüé sé-, obligan-ocasionalmente a 
conckicir personas o mercaderías))/ se diga: ihchiso los indi^ 
viduos que se bbligàrì a trasportar persotiás Ó mercaderías i 
que no lo haganpor. sí misinos' ni por sus 'dependientes asala-
riados, sino tratando la conducción con otro porteador o em-
presario ele trasportes. 

X I I 

El Título. VII, De W SQcie'dády: cóntie¿é ;gra;véá defectos' 
que conviene: séflalar espeoialtòente, 
. Uno. de ellos és; el dèi artículo 397. 

Se sabe que él artículo 3." dei Código, por buenas ó malas 
r a z o n e s .(buenas, a nuestro juicio) (1), escluyó francamente 
de la-nomenclatura'de los actos de; comercio los'qué versan 
sobre, bimes- inmuebles; i nó 'podrá iiiénos de 'parèòér (•lio-
cante (pie el artículo 397 hable, despúes, de encij&hàiionùs dé 
inmuebles que constituyan el jiro ordinario ele la sociedad. 

No. habiendo" déñnicl'ó;el Código de Comercio las socieda-
des comerciales, hai que atenerse, como él lo qiiiso, para 
determinar sus cualidades esenciales, a la definición que cié 
ellas da el .artículo 20.59 del Código Civil. «Sonsociedades 
comerciales, dice, las que se forman para negocios que la lei 
califica de actos de comercio.» El mismo artículo agrega:; 
«Las otras :;són sociedades civiles.» Ahora bien: si la enaje-
nación'de bienes raices i, en jeneral, todo los actos relativos 
a , esa clase de bienes, están escluidos del número de los 
actos de comercio ¿cómo podria sostenerse que es sociedad 
mercantil aquella cuyo jiro ordinario lo constituye la enaje-
nación de bienes raices? ¿Cómo podria ser comercial una 
sociedad que se forma para negocios qué la lei lio califica' 
de acto de comercio? 

(i) Vé'ase <páj\ 9, .segtúida .parte de: la nota al articulo 3, de, la: Revision .del 
Código d* Comercio. 
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Se podría decir que este artículo se refiere a enajenaciones 
•de bienes inmuebles que son del jiro ordinario de la socie^ 
dad, pero en calidad de accesorio de otro jiro principal que 
recae sobre bienes muebles. Pero ni aun así es aceptable la 
teoría de ese artículo, porque la enajenación de bienes rai-
ces, no solo como un fin accesorio, sino aun como una ope-
ración aislada i única, constituirá siempre un acto estricta-
mente civil, a virtud del principio de derecho que así lo 
quiere, sancionado positivamente por el citado artículo 3, 
cuando dice que son actos de comercio: «La compra i per-
muta de cosas muebles, hecha con el ánimo, etc., i la venta, 
permuta o arrendamiento de estas mismas cosas.» 

Casi no necesita decirse que la calificación de los actos en 
civiles o mercantiles nace de su naturaleza i cualidades in-
trínsecas, i en manera alguna del carácter o profesion de la 
persona natural o jurídica que lo ejecuta, i que, en conse-
cuencia, el hecho de ser comercial la sociedad que acciden-
talmente enajena un bien raíz, está mui distante de ser 
motivo suficiente para reputar comercial ese acto. De otra 
manera debería llegarse a la misma conclusion respecto 
denlos demás contratos, i sostener, por ejemplo, que el 
arriendo i esplotacion de un fundo podría también ser un 
jiro accesorio o secundario de un comerciante o de una so-
ciedad comercial, i constituir, de esa manera, una operacion 
de comercio sometida a las prescripciones del presente 
Código. 

Establecida, pues, la calidad civil de los actos sobre in-
muebles a que se refiere el artículo 397, sin que nadie pueda 
ponerla en duda, puede afirmarse que no era dado al 
Código de Comercio lejislar sobre ellos, i que era de toda 
necesidad que permaneciesen sometidos al esclusivo impe-
rio de la lei civil común. 

Ese artículo no debió hablar de la enajenación, ni de 
la hipoteca, ni de ningún otro acto relativo a bienes raices. 
Si las sociedades, dentro de su constitución legal, pue-
den celebrar esos actos, habrán de someterse, en cuanto 
a ellos se refiera, a las prescripciones del Código Ci-
vil. Cuanto se disponga en contrario será anti-filosófico 

5-6 
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i saldrá de los límites (perfectamente bien demarcados 
en este caso), dentro de los cuales tiene que mantenerse 
•una lejislacion especial como la del comercio. 

A fin de salvar el defecto apuntado, el proyecto pro-
pone, en reemplazo del artículo 397, el siguiente: 

Los administradores no necesitan poder especial para tomar 
•en mutuo las cantidades estrictamente necesarias para poner 
en movimiento los negocios de su cargo, o satisfacer otras ne-
cesidades urjentes del jiro ele la sociedad. 

X I I I 

El párrafo 3.° del título VII, sanciona sin restriccio-
nes el sistema de sociedades sometidas en su constitución i 
funcionamiento a la intervención i vij ilancia de la autoridad. 

Pardessus se hace el eco del sistema aludido cuando 
dice: «Pero como las sociedades anónimas difieren de las 
otras sociedades, en cuanto no es necesario que haya aso-
ciados obligados indefinidamente por todas las deudas 
sociales; como las obligaciones sociales no producen soli-
daridad contra cada asociado; como estos asociados, aun 
cuando se mezclen en la administración, no pueden perder 
mas allá de sus aportes, i sin embargo ellos conservan la 
posibilidad de tomar parte en todos los beneficios, se ha 
previsto los irritantes resultados que para los acreedores 
podian tener esos establecimientos, sea por el fraude o la 
imprudencia que habria presidido su organización, sea por 
las consecuencias de una mala administración. Por este 
motivo, en casi todos los paises, no se permite la formación 
de sociedades de esta especie, sino con la autorización del 
poder legislativo, o a lo ménos con la del gobierno» (1). 

Al hablar de los corredores, manifesté cuánto de ilu-
sorio tienen los peligros que se atribuyen a la libertad civil i 
llamé la atención hácia las esquisitas precauciones de 
que la rodeó una lei más sabia i de mas moderno espíritu, 
no obstante ser mas antigua que el Código dtComercio. No 

\i) Cours de droit commercial,—Tom. II, núm, 1040, páj, 288. 
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repetiré aquí esas i otras observaciones jenerales ya he-
chas en contra ele la intervención gubernativa en los 
negocios del individuo, (1)-aunque constituyen la parte mas 
importante ele la presente critica; me limitaré a hacer 
las consideraciones que son especialmente aplicables al tu-
telaje administrativo respecto de las sociedades anónimas. 

No está al alcance del Presidente ele la República ni de 
sus subalternos la averiguación de qué sociedades ofrecen 
peligros u ocasionan.daflo a los particulares. El Presidente 
de la República, en razón de los numerosos i valiosísimos 
intereses ele opuesta índole que le están confiados, no pue-
de, racionalmente hablando, ocuparse en examinar mil 
detalles, sin cuyo conocimiento se hace imposible el ejerci-
cio de las facultades que se le han conferido a fin ele atenuar 
los peligros a cjue me he referido; i tanto mas cuanto 
que muchos de ellos, por su propia naturaleza, habrán de 
escapar a la mas suspicaz vijilancia. 

Una entidad colectiva, numerosa, irresponsable i con un 
ínteres sumamente lejano i remoto, no es, por cierto, la 
llamada a tomar conocimiento exacto de las minuciosas 
circunstancias que, reunidas i comparadas cuidadosamente, 
podrian servir de base para calificar la bondad o malicia de 
una sociedad. 

Esas dificultades se agravan, si se tiene presente que 
los miembros de una sociedad anónima, creada o pro-
yectada, por torpes que sean, la revestirán de ropaje tanto 
mas halagüeño e inocente cuanto mayores sean los fraudes 
secretos que cometan o que preparan. 

La intervención de la autoridad en la constitución, réji-
men i desarrollo de las sociedades anónimas, léjos de pre-
venir el abuso, lo ocasiona; los particulares, confiados en 
la misma inmiscucion del Gobierno (defecto propio de nues-
tra raza), se cuidarán poco de examinar la seriedad i la 
seguridad cjue para la colocacion de sus capitales ofrecen 
esas sociedades, i entrarán en negocios con ellas, con tran-
quilidad i buena fe. 

• (s) Tí tu lo I I I B e los corredores. 
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La precedente observación se encuentra eficazmente 
corroborada por los efectos que en la práctica ha producido 
el réjimen oficial dondequiera que se haya establecido. 
En Inglaterra, como lo observaba don Manuel Amu-
nátegui, ántes de someter las sociedades anónimas a tal 
sistema, no se conocian fraudes de consideración pro-
vocados por ellas; pero dos años despues de sancionado 
ese réjimen, fueron tantas i de tal magnitud las estafas 
cometidas a su sombra, que hubo que abrogarse la lei que 
les dio vida. Al poco tiempo desaparecían tan graves ma-
les. En Chile, ántes de dictado el presente Código, que res-
trinjió mas aun el sistema establecido por la lei especial 
que rejía las sociedades anónimas, tampoco se conocian 
abusos de consideración motivados por ellas; pero pocos 
años mas tarde (1870 a 1872), era ya frecuente el estable-
cimiento de sociedades anónimas con fines imajinarios, 
como la esplotacion de minas, existentes solo en el pensa-
miento de una docena de especuladores, desprovistos de 
otro propósito que el de enriquecerse a costa de los incau-
tos confiados en la decantada vijilancia del Estado. 

Pero no son los inconvenientes apuntados los únicos que 
ofrece el réjimen restrictivo i autoritario de las sociedades 
anónimas. Las trabas, dilaciones i formalidades que él en-
vuelve, son un óbice serio a su establecimiento i desarrollo, 
por cuanto apartan del comercio i de la libre circula-
ción, capitales que aisladamente producen mui poco. Se 
sabe, en efecto, que hai muchas empresas industriales que 
no pueden ser acometidas sino mediante el esfuerzo com-
binado del capital de numerosos individuos. Impidiendo o 
dificultando la asociación de ellos, se les esteriliza i se con-
traría el pequeño ahorro, que ha menester de colocaciones 
que no demanden trabajo ni impongan responsabilidades 
que sobrepasen su monto. 

Para obviar los inconvenientes que se han señalado como 
propios a la intervención directa del Estado en las socieda-
des anónimas, se recurrió en lo relativo a la fiscalización 
peimanente de las establecidas, a la institución de delega-
dos de la autoridad, a que se dio el nombre cié comisarios, 
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No hai para qué insistir en que ellos, léjos de prestai-
algún servicio i de ser una garantía en favor de los par-
ticulares, solo han sido el fiel reflejo de los defectos que 
entraña el vetusto sistema de que son representantes jenui-
nos. Conste, sí, que hasta ahora han ganado, sin prestar 
servicio alguno, i percibido, haciendo violencia a su delica-
deza, la retribución que la lei absurdamente obliga a pagar-
les a las mismas instituciones cuyo regular funcionamiento 
i seriedad de operaciones están encargados de fiscalizar. 

Si el Ínteres individual, acucioso i precavido de por sí, i 
las numerosas i bien pensadas garantías tomadas por el 
Código Civil en favor de todos los contratantes, cualquiera 
que sea su carácter, no eran aun suficientes obstáculos con-
tra el abuso de las sociedades anónimas, fácil era haber 
elejido nuevas precauciones, como la responsabilidad soli-
daria de los socios administradores, en ciertos casos, una 
ámplia publicación, severas sanciones impuestas al dolo, 
etc., sin caer en una tan plagada de defectos, tan ineficaz i 
tan ajena al objeto con que se la estableció. El Código no 
se olvidó de ellas, i las llevó en ocasiones mas allá de sus 
racionales límites. Sin embargo, esas precauciones no le 
satisficieron; o mas bien, conservó a su lado la interven-
ción oficial, porque no pudo mantenerse impasible ante las 
protestas que, como fenómeno curioso i al calor de inte-
reses adquiridos, se producen cada vez que se pretende 
arrancar un jirón a los antiguos sistemas. En medio de 
ellas, dejaron los hombres de ser propiedad de otros, i a 
su despecho, el Ínteres en el mutuo del dinero abrió las 
puertas del crédito i centuplicó las fuerzas productivas i el 
bienestar de los pueblos. 

Es curioso observar, por otra parte, que miéntras nues-
tro Derecho Público supone emancipados i mayores de 
edad a los individuos de mas de veintiún años, i los auto-
riza para proveer libremente a los intereses de la Nación, 
ya sea activa o pasivamente, el Código de Comercio su-
ponga por otro lado, sin trepidar, la ignorancia i la incapa-
cidad de esos mismos individuos para proveer a sus pro-
pios i personales intereses, i en consecuencia, los someta a 
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la tutela administrativa, a fin de evitar paternalmente que 
los unos se engañen a los otros. 
; El exámen de lo que ha pasado en otras naciones co-
rrobora eficazmente tales¡observaciones. En Francia, por 
ejemplo, el réjimen que sujetaba las sociedades anónimas 
a la autorización previa i a la vijilancia del Gobierno, ofre-
cía tantos inconvenientes que hubo de reaccionarse radi-
calmente contra él. La primera lei que obedeció a ese 
propósito fué la de 23 ele mayo de 1863, que suprimió la 
autorización previa para las sociedades cuyo capital no 
pasara de 20 millones de francos, i que reemplazó la 
vijilancia del Estado por una reglamentación legal, rela-
tiva a su constitución i funcionamiento, del todo análoga 
a la establecida para las sociedades en comandita. La se-
gunda lei que se dictó en idéntico sentido, fué la de 24 de 
julio de 1869, que, derogando los artículos 42, 43, 44, 4o i 
46 del Código de Comercio, suprimió, sin limitación alguna, 
la autorización previa necesaria a la constitución de las 
mismas sociedades 

Análoga comprobacion podría hacerse respecto de la 
lejislacion comercial de la' Inglaterra, de la Italia, de los 
Estados Unidos, etc.; pero creo que para el objeto de este 
preámbulo es bastante la citación de lo que paulatina i delibe-
radamente se ha llevado a cabo en la lejislacion de Francia, 
la nación mas restrictiva en esta materia, i también la mas 
favorecedora de la intervención del Estado en los nego-
cios particulares. 

Seria de desear, pues, que las sociedades anónimas que-
daran libres del permiso del Presidente de la República 
que hoi necesitan para constituirse, libres de la inspección 
irritante de los famosos comisarios, libres, en fin, de esa 
falanje de trabas i limitaciones que ostenta el párrafo 8.° 
Deberían, pues, derogarse los artículos 427, 428, 4-29, 430, 
431, 432, 433, 434, 435, 436, 437, 438, 439 i 459. 
. La supresión del tutelaje administrativo actualmente ví-
jente respecto de las sociedades anónimas, liaría indispensa-
ble establecer ciertas precauciones que pongan a los particu-
lares al abrigo de las especulaciones i sorpresas a que so 
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presta la creación ele sociedades ficticias, encaminadas a 
esplotar la buena fe de los ignorantes i de los incautos, mas; 
que a realizar operaciones verdaderas de comercio. 

Con ese fin se proponen en el presente proyecto diversas ' 
prescripciones cjue, una vez adoptadas, Cautelarían los i n t e -
reses de los accionistas i de los contratantes con sociedades • 
anónimas de una manera harto mas positiva i eficaz c[ue 
la intervención gubernativa. 

Entre esas prescripciones figuran ¡especialmente las de 
los artículos 73, 74, 75, 76, 79 i 80 del proyecto. 

X I V 

El titulo VIII, del Seguro, es sin clucla uno ele los mas • 
perfectos del Código ele Comercio. Sin embargo, en lo reía-, 
tivo al seguro contra incendio, que es el ele mas frecuente 
aplicación i el que mas da que hacer a nuestros tribunales, 
se nota un grave vacío. 

El fraude encuentra ancho campo en toda clase de se-
guros, por la facilidad con epe el asegurado puede ocasio-. 
nar voluntariamente el riesgo contra el cual se asegura,, 
cuando el valor del seguro excede al valor ele la cosa, 
asegurada. 

En el seguro contra incendio esos fraudes se cometen 
con mayor frecuencia aun, porque mucho mayor es también 
la facilidad para hacer aparecer como fortuito el siniestro 
c[ue voluntaria i furtivamente se causa. 

Entre nosotros, son tantos los incendios voluntariamen-
te ocasionados por comerciantes que tienen aseguradas sus 
mercaderías i cuyos negocios marchan mal, que la repre-
sión ele tales abusos ha llegado a formar un verdadero e 
importante problema ele lejislacion. En el estado actual ele 
cosas, en efecto, el comerciante que tiene aseguradas sus 
mercaderías por un valor dado, puede m'ui fácilmente dis-
minuir la cantidad i valor ele ellas i sentirse, entonces,' 
estimulado a incendiarlas; tanto mas, si se ve asediado por 
compromisos en su jiro comercial'i si cuenta con la impu-
nidad, que le asegura la dificultad ele probar el dolo e[üe: 

comete en fraude del asegurador. Pero eso no es lo ma§¡ 
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grave e importante: el incendio que tal individuo ha oca-
sionado solo por ejecutar una ganancia o salvar el estado 
critico de sus negocios, casi nunca se limita a destruir su 
tienda, almacén, fábrica, etc., sino que jeneralmente se 
comunica a los edificios vecinos, ocupados talvez por otros 
establecimientos mercantiles mas valiosos. No se necesita 
citar ejemplos; es público i notorio que mas de la mitad de 
los incendios de cierta importancia que se verifican en 
nuestras principales ciudades (Santiago, Valparaíso, etc.) 
son ocasionados por malos comerciantes* que esperan sa-
car de ellos una ganancia i la reconstitución de su crédito 
perdido. 

El mal apuntado, como se ve, no solo afecta los intereses 
individuales, sino que reviste todos los caractéres de un 
mal público; que si así no fuese, no habría para qué tomar 
medida alguna contra él, pues se sabe que los asegurado-
res (las compañías aseguradoras) son sus principales fo-
mentadores. Ellos, en efecto, son mui poco celosos en la 
apreciación del valor de las mercaderías; solo atienden a 
recibir una prima valiosa. Sucede con frecuencia que mer-
caderías aseguradas en una compañía casi por la totalidad 
de su valor real, encuentran sin dificultad en otra la con-
cesión de un nuevo seguro tan valioso como el primero. 
Pero, tratándose de un verdadero mal social, es urjente 
cortarlo de raíz. 

Desgraciadamente la cuestión ofrece no pocas dificulta-
des. A primera vista no se ocurre otro arbitrio que el de 
poner alguna restricción al valor asegurable de las merca-
derías contenidas en tiendas, almacenes u otros estableci-
mientos comerciales en que, por la naturaleza de su jiro, 
hayan de ser constantemente renovadas; por ejemplo, no 
obligar a pagar el seguro de tales mercaderías sino hasta 
concurrencia de las 3/4 partes de su valor a la época del 
siniestro. 

Como se comprende, la medida tiene algunos inconve-
nientes, como el de obligar a los comerciantes honrados a 
soportar los riesgos de pérdida de una parte de sus merca-
derías, con perjuicio evidente de la fijeza i seguridad de sus 
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negocios. Otro arbitrio, mas eficaz i menos perjudicial, a 
mi juicio, seria el de dejar mayor latitud al juez en los jui-
cios civiles sobre seguros contra incendios; conferirle, en 
cierto grado, la facultad que tiene el juez en lo criminal, de 
apreciar la prueba i fallar en conciencia. 

Es lo que propone el proyecto en su artículo 92. 

X V 

En el título XII, De las libranzas i de los vales i pagarées 
a la órdm, se imponen dos reformas de señalada impor-
tancia. 

El artículo 632 dice: «Letra de cambio es un mandato es-
crito, revestido de la formas prescritas por la lei, por el 
cual el librador ordena al librado pague una cantidad de 
dinero a la persona designada o a su orden»; i el artículo 
765: «Libranza es un mandato escrito con arreglo a las for-
mas de la lei, que una persona dirije a otra, encargándole 
el pago de cierta cantidad de dinero a la orden de otra per-
sona determinada». 

Como se desprende de las definiciones trascritas, no hai 
absolutamente ninguna diferencia de fondo entre las letras 
de cambio i las libranzas jiradas a otro lugar. Las diferen-
cias que existen son de pura forma i debidas, nó a la natu-
raleza de ellas, sino a la arbitrariedad del Código. I si las 
letras de cambio i las libranzas a otro lugar tienen el mismo 
fin, es evidente que el Código ha andado desgraciado en 
alguno de los dos caminos que ha tomado para llegar a él: 
uno de los dos debe ser mejor que el otro, por semejantes 
que parezcan, i entonces ha debido adoptar aquél, desechan-
do el último. 

Pero se dirá que las libranzas tienen también por objeto 
facilitar las transacciones mercantiles en una sola plaza, 
evitando los rodeos inútiles que habria que hacer para los 
pagos si ellas no existieran. La contestación no es difícil. 
Reconozco la dicha utilidad de las libranzas; pero de ahí no 
es posible deducir que la circunstancia sola de ser necesa-
rio el jiro de letras contra una persona de la misma plaza, 
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autorice la creación dé una institución jurídica sometida a 
reglas enteramente distintas de las dadas para las que se 
jiran a un lugar diverso. 

Por el contrario, se comprende que, existiendo entre las 
dos clases de jiro solo una diferencia accidental i secunda-
ria, i coexistiendo, por lo demás, en absoluto, deben estar 
sujetos a las mismas reglas, salvo únicamente las modifi-
caciones que, como caso especial, requiera el jiro a la misma 
plaza. 

I tanta es la analojía que existe entre las letras de cambio 
i las libranzas, que frecuentemente se confunden las unas 
con las otras. Cuando las libranzas son j i radas a otro lugar, 
el Código ha necesitado mandar que se les ponga la deno-
minación de libranzas (772) para que no se las mire como 
letras de cambio; i cuando son jiradas al mismo lugar, su 
semejanza con éstas es tan estrecha, que cualquiera puede 
tomarlas por una letra de cambio imperfecta por faltarle 
la espresion del lugar a que se jira, la cual, según el ar-
tículo 641, debe considerarse como simple pagaré firmado 
por el librador a favor del tomador. 

No hai, pues, entre las letras de cambio i las libranzas, 
sino diferencias de nombre, pero ninguna de fondo i que 
esté basada en su propia naturaleza. De este hecho, se 
deduce que el Código, separando las libranzas, que no son 
sino una porcion de las letras de cambio, para dedicarles 
con aquel nombre un título especial, se apartó de los prin-
cipios mas elementales de lejislacion. 

En todo caso, si el Lejislador estimaba que las letras 
jiradas al mismo lugar no podian tener cabida en el título 
de las letras de cambio, a ellas solas debió limitar la es-
cepcion, ya que ésta se funda, precisa i únicamente, en esa 
diferencia, si tal nombre merece. Pero ¿por qué tomar un 
cierto número de las letras de cambio jiradas a otro lugar 
para asimilarlas a aquéllas, bajo el nombre común de li-
branzas? 

Sin embargo, puede irse mas léjos, i sostener que es iló-
jico todo sistema que tienda a separar bajo una organiza-
ción diferente de las letras de cambio, aun aquellas que¡ 
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son jiradas a la misma plaza; en otros términos, creo que 
las letras de cambio pueden, filosóficamente hablando, ser 
pagadas en el lugar de su creación o jiro. En efecto, para lle-
na r los dos capitales i únicos objetos de la letra de cambio, 
evitar el trasporte dispendioso, incómodo i peligroso del 
numerario i servir de instrumento de crédito o de pago, no 
es necesario, en modo alguno, que el jiro tenga lugar entre 
plazas diferentes; al contrario, ambos objetos se consiguen' 
i se encuentran satisfechos en las letras pagaderas en el 
mismo lugar en qüe han sido jiradas;i tan es así, que esos 
dos, i no otros, son los objetos que también dan nacimiento 
a éstas últimas. I si los apuntados son realmente los servi-
cios que presta la letra de cambio, solo a ellos debemos 
atender para determinar su naturaleza i .alcance, impor-
tando mui poco que su creación u oríjen histórico se deba 
a los pagos entre dos o mas plazas ele comercio, al contrato 
de cambio estrictamente considerado, i no a las transac-
ciones de una misma plaza. 

Por otra parte, si se estimaba que la letra dé cambio 
debe forzosamente ser jirada de plaza a plaza, lo natural era 
considerar los jiros al mismo lugar como un simple man-
dato o comision mercantil que el librador confiere al li-
brado, como sucede hoi en Francia, i no como un contrato 
que no es letra de cambio ni mandato, no obstante la au-
sencia de toda circunstancia que de éste lo diferencie. Bajo 
de este respecto, pues, la institución del título de las Li-
branzas no aparece mas fundada. 

Por último, cabe observar que la condicion de que 
la letra de cambio, para ser tal, necesita s e r j i r a d a d e una 
plaza a otra, ha sido abolida en casi todos los paises: en 
Alemania, Inglaterra. Austria, Béljica, Hungría, Italia, 
Suiza, etc. Está, por tanto, umversalmente establecido que 
las letras de cambio pueden ser jiradas al mismo lugar de 
su creación. 

Se ve, pues, que el Código, al establecer, el título de las 
Libranzas, no llenó ninguna necesidad, sino que solo dió 
marjen a confusiones, cuando no incurrió en inútiles repe 
ticiones, 
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A fin de salvar los inconvenientes apuntados, este pro-
yecto de reforma propone la supresión de la última frase del 
artículo 620, que exije que el contrato ele cambio se realice 
por meclio de un jiro hecho de un lugar a otro, i la deroga-
ción del título XI, que trata de las libranzas. 

XVI 

La segunda de las reformas del título X, se refiere al 
establecimiento de algunas disposiciones que vengan a lle-
nar uno de los vacíos mas considerables de nuestra actual 
lejislacion mercantil. 

Los grandes servicios que prestan los instrumentos um-
versalmente conocidos con el nombre de cheques ele,(banco, 
han hecho que el comercio les haya dado vida desde hace 
mucho tiempo, no obstante el absoluto silencio que sobre 
ellos guarda el Código de Comercio i nuestra lejislacion 
bancaria. Pero ese silencio está lejos de ser inocente, pues 
los tribunales, no teniendo r e g h fija a que atenerse, se 
han visto forzados a pronunciar fallos disconformes i con-
tradictorios acerca del valor i efectos de tales instrumen-
tos. Tal incertidumbre importa un grave cercenamiento 
de los valiosos servicios que los checpies de banco prestan 
a las transacciones ele la vida civil i mercantil, en cuanto 
ahorran el uso difícil i dispendioso ele la moneda circulante, 
a la vez que evitan le repetición inútil de operaciones en-
caminadas a un solo fin. Es, pues, necesario i urjente poner 
término a tal situación. 

Cuando el chec|ue de banco se otorga con el objeto de 
pagar por ese medio una cantidad de dinero, lo mas natural 
parece someterlo a las reglas jenerales dé las letras de 
cambio, puesto que aquél i éstas tienen unas mismas cua-
lidades esenciales, lo C[ue hace ilójica tocio diferencia que 
se establezca en cuanto a su carácter jurídico. Ambos ins-
trumentos, en efecto, son «un mandato escrito (revestido 
de las formas prescritas por la lei) por el cual una persona 
ordena a otra pagar cierta cantidad de dinero a la persona 
designada o a su orden» (art. 632). Otro tanto puede decirse 
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del caso en que el cheque se otorga nada mas que con el fin 
de conferir un mandato para cobrar la cantidad que en él 
se espresa. Se trata entonces de un mandato que versa so-
bre una operacion comercial individualmente determinada 
(art. 235), i debe, en consecuencia, quedar sometido a las 
reglas de la comision mercantil. 

Podria objetarse en contra de las observaciones anterior 
res que, aunque el cheque de banco no tenga diferencias 
capitales con la letra de cambio, su mayor sencillez se acó--
moda mal con las solemnidades i precauciones que exije 
la última, i que convendría, por consiguiente, dedicarles 
una reglamentación especial e independiente. Creo que el 
mal apuntado quedaría salvado con asimilar los cheques a 
las letras de cambio, solo de una manera jeneral i consul-
tando algunas disposiciones especiales a los cheques i a los 
vales i pagarées. Tal es lo que propone el proyecto en su 
articulo 113. 

XVII 

En el Título XIV, Del depósito, el Código de Comercio se 
limitó a asimilar este contrato a la comision mercantil en 
cuanto a sus efectos jurídicos respecto del depositante i 
del depositario. 

A causa del poco desarrollo que nuestro comercio habia 
alcanzado a la época en que se dictó el Código, el Lejisla-
dor guardó silencio acerca de los depósitos de mercaderías 
en almacenes abiertos al público, que sin duda alguna re-
claman disposiciones especiales relativas a la trasferencia 
de la propiedad de las mercaderías depositadas en ellas. 

No puede servir para escusar ese silencio el hecho de que'' 
leyes o reglamentos especiales reglen los depósitos hechos 
en almacenes fiscales, pues esas leyes i reglamentos son 
deficientes, i no comprenden tampoco a los almacenes de 
particulares, abiertos al público. 

En cuanto a las obligaciones de los depositantes i deposi-
tarios, no hai inconveniente en que se rijan por las reglas 
jenerales del depósito civil o de la comision mercantil, ya 
que solo se refieren al cuidado de las cosas depositadas i 
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al pago de una remuneración por el servicio prestado; pero 
la naturaleza misma del comercio, que tiene por objeto 
principal la fácil distribución i movimiento de las mercade-
rías, aconsejaba simplificar en lo posible la venta o transfe-
rencia de las cosas depositadas, haciendo de la boleta de 
depósito una especie cLe efecto de comercio equivalente a 
las mercaderías mismas. 

En lugar de exijir escrituras especiales para que el de-
positante pueda vender mercaderías que posee o darlas 
en prenda como medio de ensanchar su crédito, se impone 
la necesidad de facilitar esas, operaciones, estableciéndola 
transferencia délas mercaderías depositadas, por medio de 
la cesión, endoso o entrega manual de las boletas de de-
pósito, según que ellas sean nominativas, a la orden o al 
portador. 

Las mismas razones que han aconsejado establecer esas 
facilidades para la transferencia de las letras de cambio, 
acciones de sociedades, pagarées i demás títulos que acre-
ditan la propiedad de una cantidad de dinero, hai para 
darlas cuando se trate de documentos que acreditan la 
propiedad de mercaderías, como son las cartas de porte i 
las boletas de depósito. 

El Código llenó esa necesidad respecto de las cartas de 
porte, que no son otra cosa que un certificado de depósito 
de mercaderías que se trasportan; pero se olvidó de hacerlo 
respecto de las mercaderías que se tienen en almacenes de 
depósito. 

A falta de disposiciones legales sobre el particular, el 
comercio ha suplido con sus usos i costumbres esa defi-
ciencia. Corrientemente se venden i se negocian las merca-
derías depositadas por el endoso o la tradición manual de 
los recibos otorgados por el depositario. 

A semejanza del nuevo Código italiano i de otros tam-
bién recientes, conviene, pues, llenar el vacío que hemos 
señalado. 

Con ese objeto propone el presente proyecto de reforma 
un artículo que iria despues del que hoi lleva el núme-
ro 808. 
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XVIII 

En el Titulo XII, De la fianza, el Código de Comercio ha 
innovado en uno de los principios mas importantes del 
Derecho Civil. Según éste, en efecto, las obligaciones acce-
sorias siguen la suerte de la obligación principal a que 
adhieren; i, de consiguiente, no estableciendo la lei lo con-
trario, la fianza se sujetará en su constitución a las mis-
mas reglas i formalidades que rijen las diversas especies 
de contratos u obligaciones en garantía de cuyo cumpli-
miento es otorgada. Así, la fianza, destinada a garantir el 
pago del precio de un inmueble, deberá constituirse por 
escritura pública; la destinada a asegurar el pago de mas de 
doscientos pesos dados en mutuo, deberá hacerse por es-
crito, i ella podrá ser simplemente verbal si la cantidad es 
inferior a la suma indicada. Tal es lo que pasa en el dere-
cho común. 

Entre tanto, el artículo 820 del Código de Comercio echa 
por tierra ese estado de cosas, i dice que «Tocia fianza 
(de una obligación comercial) debe otorgarse por escrito, i 
sin esta circunstancia será de ningún valor ni efecto.» Según 
esto, si el comerciante por menor vende a plazo (al fiado) 
una mercadería de un valor de cinco pesos, por ejemplo, 
i quiere obtener una garantía del pago de esta pequeña 
suma, se verá obligado a exijir que ella se haga por escri-
tura privada. 

¿Ha sido lójico, abrogar uno de los principios capitales 
del Derecho común, a fin de crear semejante situación? 
¿Es razonable que la misma lei que consignó que «La prue-
ba de testigos es admisible en negocios mercantiles, cual-
quiera que sea la cantidad que importe la obligación que se 
trate de probar, salvo los casos en que la lei exija escritura 
•pública» i que «Los juzgados de comercio podrán, atendi-
das las circunstancias de la causa, admitir prueba testi-
monial, aun cuando altere o adicione el contenido de las 
escrituras públicas», (arts. 128 i 129) diga poco después que 
no se admite la prueba testimonial eii las fianzas 'destina* 
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das a asegurar el cumplimiento de esas mismas obligacio-
nes, ni aun de aquellas de ínfimo valor? 

Si el Código Civil, que encerró en tan estrechos lími-
tes la validez de la prueba de los testigos, no consideró ló-
jico, sin embargo, escluirla respecto de la fianza, no podrá 
menos de juzgarse absurdo que lo haga el Código de Co-
mercio, que no encontró límites suficientemente estensos 
que poner a ese medio de prueba, 

Despues de lo que precede, seria inoficioso entrar a de-
mostrar que, si alguna modificación de las reglas jenerales 
del Derecho común reclamaba la naturaleza especial de los 
negocios mercantiles, ella seria evidentemente en el sen-
tido de restrinjir los casos i ensanchar el límite de las can-
tidades en que la fianza debe otorgarse por escrito. 

La derogación del artículo 820, que dejaría esta materia 
sometida a l a s reglas jenerales del Código Civil, vendría, 
pues, a estirpar uno de los defectos mas sobresalientes de 
Código de Comercio. 

X I X 

Antes de examinar particularmente las reformas que 
exijen algunos artículos del Libro i / i del Código de Comer-
cio, que trata Del comercio marítimo, es necesario notar un 
defecto comuna todo él. Quiero referirme al sistema exce-
sivamente reglamentario que lo distingue. En efecto, en 
él se desciende a menudo a detalles tan minuciosos que 
llegan a ser impropios de la concision i jeneralidad que 
deben tener las leyes. 

No entraremos en la discusión de los dos sistemas que se 
disputan el predominio en la redacción de las leyes: el de 
consignar sólo las disposiciones jenerales, i el de contem-
plar separadamente los diversos casos que puede ofrecer 
una cuestión. Creemos que ambos adolecen de graves in-
convenientes, i que debe preferirse un término medio adap-
tado a las circunstancias especiales de la materia sobre que 
se lejisla. 

Pero el sistema seguido por el Código en el Libro terce-
ro, no se conforma ni aun al de redacción detallada i re-
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glamentaria, pues él ha ido a los últimos estremos, princi-
palmente en el Título II. Nadie podrá ser partidario d e t a j 
minuciosidad; con tal sistema, la lei se hace redundante, 
i convierte al juez en un majistrado ciego, obediente e 
irresponsable; por contemplar los casos, se olvida un gran 
número de ellos i se omiten las regias jenerales que po-
drían comprenderlos, haciéndose imposible-resolver, si no 
es por simples anal ojias, los que no estén especialmente 
previstos, que necesariamente habrán de ser muchos. Por 
un lado se trata de poner atajo a la arbitrariedad del juez, 
por otro se la fomenta i hace mas peligrosa. 

No. entra en los límites de este proyecto proponer en de-
talle todas las reformas que ha menester el Libro III en el 
sentido indicado. Para hacerlo, habría que redactarlo de 
nuevo casi en su totalidad, condensando sus disposiciones, 
borrando muchas especiales i consignando otras jenerales 
que las suplan. Por esta razón, me limito a proponer la 
modificación de las disposiciones en que sean mas graves 
los defectos a que me he referido. 

X X 

El vacío mas importante que se nota en el Libro III se 
encuentra en el Título I, De las naves mercantes, etc. 

El artículo 2418 del Código Civil dice: «La hipoteca no 
podrá tener lugar sino sobre bienes raices que se posean en 
propiedad o usufructo, o sobre naves. Las reglas particula-
res relativas a la hipoteca de las naves pertenecen al Código 
de Comercio.» Ahora bien, no habiendo dado el Código de 
Comercio ninguna regla relativa a la hipoteca de las naves 
i, mas que eso, no habiendo aun nombrado una sola vez la 
tal hipoteca, cabria preguntarse ¿la hipoteca de las naves 
tiene o no tiene existencia legal en nuestro Derecho? Unos 
sostienen la afirmativa i otros la negativa. 

' Los últimos sostienen que el articulo 2418 del Código 
Civil no tuvo otro objeto que dejar al de Comercio la tarea 
de lejislar en lo relativo a la hipoteca de las naves; i no ha-
biendo éste último hecho uso de tal libertad, debe entender-
se que rechazó la hipoteca. El mismo artículo 2418 no ha 

7-8 
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mencionado la hipoteca sino de una manera referencia] i en 
cierto modo hipotética, sin el propósito de ordenar i esta-
blecer que las naves pueden hipotecarse, sino únicamente 
de decir que al Código de Comercio tocaba estatuir sobre 
la materia lo que mejor estimare; de manera que este últi-
mo, al guardar absoluto i deliberado silencio sobre la dicha 
hipoteca de naves, no obstante la espresada disposición del 
Código Civil, ha manifestado claramente su propósito de no 
darle existencia legal. El hecho mismo de que el articulo 825 
diga de una manera absoluta: Las naves son muebles, está de-
mostrando el propósito del Lejislador de negarles la calidad 
de hipotecables, propia solo ele los bienes raices; ya que no es 
lójico creer que el inciso 1.° tuvo por objeto consignar una 
verdad de derecho común que se c-aia de su peso, como es la 
de que las naves son bienes muebles. Si lo hizo fué porque 
pensó que ello bastaría a disipar la eluda creada por el Código 
Civil: sentado, como regla jeneral, el principio incontrover-
tible cié que la hipoteca os propia solo de los bienes raices, 
es claro, razonó el Lejislador clel Código ele Comercio, que 
si junto con guardar absoluto silencio en cuanto a hipoteca 
de naves, digo: (das naves son muebles», digo también quo 
no son hipotecables. 

He ahí el razonamiento que lioi se hace valer para soste-
ner cpie en nuestro derecho no existo la hipoteca sobre las 
naves mercantes. 

Otros sostienen que la hipoteca de las naves tiene existen-
cia legal, porque la establece francamente la disposición del 
artículo 2418 del Código Civil, no derogada por ninguna pos-
terior, ni espresa ni tácitamente. No vale decir que el silen-
cio del Código de Comercio equivale a una derogación tácita 
de ese artículo, porque entonces ¿a qué quedaría reducida la 
disposición del artículo 3, que clice: «En los casos que no es-
tén especialmente resueltos por este Código, se aplicarán las 
disposiciones del Código Civil?» Es cierto que el artículo 2418 
dejó al ele Comercio lejislar sobre la materia; pero no lo es 
menos que fué solo en cuanto a las reglas.particulares de 
la hipoteca, como él lo dice, sin que ello toque en lo mas mí-
nimo a su constitución, al hecho do existir la facultad de 
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celebrarla. No se objete que no hai reglas que fijen las for-
malidades con arreglo a las cuales pudiera celebrarse la 
hipoteca de las naves. En el silencio del Código de Comer-
cio i respetando el artículo 2, esas formalidades serían, en 
cuanto lo permite la naturaleza de las naves, las prescritas 
por el Código Civil para los bienes raices, i en lo demás se 
procedería con arreglo al presente Código. La inscripción, 
por ejemplo, debería hacerse en el Rejistro ele Comercio. 

He ahí la argumentación que otros hombres de leyes ha-
cen para sostener que las naves puedan hipotecarse. 

Como se ve, el Código ha incurrido, en todo caso, en una 
grave omision. Si estimó que las naves no podían ser obje-
to de hipoteca, así debió decirlo claramente, derogando la 
frase final del artículo 2418 del Código Civil. Si, por el con-
trario, estimó que ellas pueden ser objeto de la hipoteca, 
debió entonces reconocer el hecho i masque éso, dar las re-
glas a que ella debería sujetarse. No habiendo hecho ni una 
ni otra cose, resulta que no hai a qué atenerse sobre tan im-
portante materia. 

En jcncral, todos los bienes pueden sor hipotecados o da-
dos en prenda. Pero respecto de las naves, nos encontra-
mos con que una razón de derecho no permite su hipoteca 
i una razón ele hecho no permite darlas en prenda. La hi-
poteca de las naves, en efecto, contraría el principio del 
derecho moderno ele que solo los inmuebles son suscepti-
bles de hipoteca. Dentro del rigorismo del derecho, no ca-
be, pues, masque la constitución del derecho de prenda 
sobre las naves. Pero ¿cómo podría el propietario de una 
nave recurrir a esta especie de crédito real? La prenda no 
tiene efecto respecto de terceros sino en virtud de la pose-
sión ele la cosa que es objeto ele ella; i el que necesita fondos 
para poner su nave en situación de espedirla i librarla aj 
comercio, es bien seguro que no la condenará a la inmovili-
dad,'^entregándola en manos de su acreedor. 

Poclria decirse que el hecho ele que las naves no puedan 
ser ni hipotecadas ni dadas en prenda, no tiene graves con-
secuencias, por cuanto queda espedita la contratación de un 
préstamo a la gruesa; pero este medio de crédito es insufi-
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ciente bajo do muchos respectos. El prestador a la gruesa 
no tiene medio alguno de saber si la nave está o nó afecta 
a un préstamo anterior; su crédito está amenazado por to-
dos los riesgos que pueden sufrir la nave o la carga; i final-
mente, en razón do esos mismos inconvenientes (inseguri-
dad i carácter aleatorio del contrato), el provecho marítimo 
será ordinariamente demasiado elevado i los préstamos a la 
gruesa una causa de ruina para el que los solicita. 

Como se ve, en caso de no ser hipotecables las naves, 
habría una situación verdaderamente insostenible para la 
industria mercantil marítima, como que no tendría medio 
alguno eficaz de crédito; i la falta de un crédito real sufi-
ciente i seguro, debe considerarse como una verdadera la-
guna en la lejislacion mercantil, i como un serio obstáculo 
al desarrollo de la marina mercante i, por lo tanto, del 
comercio. Es sabido, en efecto, que el capital es la condi-
ción primera del desarrollo de las industrias; i como decir-
falta de crédito, que no se concibe sin la existencia de ga-
rantías seguras de pago, es decir escasez de capitales, 
puede afirmarse que negar a los propietarios de naves la 
facultad de constituir sobre ellas un derecho real como el 
de hipoteca, equivale a patrocinar el estacionamiento i lan-
guidez permanente del trasporte marítimo, o sea, del ájen-
te mas poderoso del comercio de las naciones. 

Colocándose, pues, mas en el terreno dePsimple Lejis-
lador que en el de escrupuloso jurisconsulto, debe optarse 
francamente por el establecimiento claro i espreso de la 
hipoteca de las naves en nuestro Código. Opinando así 
se respeta el ejemplo de casi todas las legislaciones mo-
dernas: Francia (lei de 10 de diciembre de 1874), Inglaterra, 
Holanda, Estados Unidos, Rusia, Béljica, Portugal, etc. 
K ;..Sin embargo, aun dentro del terreno jurídico estricto, 
hai razones que justifican en gran parte la solucion ya 
indicada. Teóricamente hablando, los principales moti-
tivos que han hecho escluir la hipoteca sobre los muebles 
no se aplican a las naves: los bienes muebles no son sus-
ceptibles de ser perseguidos en manos de terceros posee-
dores, ni permiten, por la falta de ubicación que es propia 



REFORMA DEL CODICIO DE COMERCIO 5 3 

de su nturaleza, las solemnidades de inscripción i publica-
ción, circunstancias que hacen imposible toda hipoteca 
sobre ellos; mientras que está establecido en Derecho que 
las naves son susceptibles de ser reclamadas del poder de 
terceros por los acreedores privilejiados i aun quirografarios 
(art. 825); por manera que no tendria nada de estraordina-
rio el hacer estensivo ese derecho a otra clase mas de 
acreedores, los hipotecarios. Por otra parte, si es verdad 
que las naves, por su naturaleza misma, cambian a menudo 
de lugar, no lo es ménos que tienen una especie de domi-
cilio legal en su puerto de matrícula (art. 827), hecho que 
hace posible las formalidades de inscripción i publicidad 
de la hipoteca. 

Pero la diferencia que en el presente caso merece mayor 
insistencia nace del hecho de no ser aplicable a las naves, 
en razón de haber exijido la lei que su enajenación se haga 
por escritura pública, el principio común a todos los mue-
bles, de que el poseedor se presume dueño. 

Como se ve, no son simples razones de conveniencia las 
que aconsejan reglamentar la hipoteca de las naves, como 
lo propone el presente proyecto de lei. 

X X I 

El Título II, De las personas que intervienen en el comercio 
marítimo, ofrece también algunos defectos dignos de re^ 
forma. 

El inciso 2.° del artículo 880 está en contradicción abierta 
con los artículos 555 i 838, i lo está también, a mi juicio, 
con los buenos principios. 

Es contrario al artículo 555, porque él dispone que «la 
cosa que es materia del seguro es subrogada por la canti-
dad asegurada, para el efecto de ejercitar sobre ésta los 
privilejios e hipotecas constituidos sobre aquélla»; subroga-
ción que se reduciría a la nada si el naviero tuviese el de-
recho de guardar para sí la indemnización que obtenga de 
los aseguradores de la nave, I es contrario al artículo 838, 
porque dispone'que la preferencia de que gozan los aeree-
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dores privilegiados sobre el precio de la nave, «se estenderá 
a las cantidades que pagaren los aseguradores». Está tam-
bién en contradicción con los buenos principios; porque 
privar a los acreedores del derecho de pagarse privilegiada-
mente sobre la indemnización dada por los aseguradores, 
en razón de pérdida o deterioro de la cosa afecta preferen-
temente al pago de la deuda, importa nada menos que dar 
al deudor un medio fácil de eludir el pago sin mayor per-
juicio para él: asegurar la cosa i en seguida destruirla. I si 
la cosa ha sido asegurada antes de contraerse la deuda, se 
fomenta el fraude, incitando al deudor a destruirla, movido 
por el ínteres de percibir el valor de la póliza, en lugar de 
abandonar la nave en pago de sus deudas. 

Se dirá que el naviero, al asegurar la nave, no lo hizo con 
el propósito de precaver de su pérdida a sus acreedores, 
sino en garantía propia; pero el hecho de que el naviero 
al tiempo de contratar haya tenido en cuenta mas su pro-
pio provecho que el ele su prójimo, no basta absolutamente 
para destruir las razones arriba espuestas. 

Por otra parte, prescindiendo de las disposiciones termi-
nantes de los artículos 555 i 838 i de los motivos de conve-
niencia ¿qué cosa mas racional i justa que hacer que la 
indemnización pagada por la pérdida de una cosa la su-
brogue para el efecto ele pagarse aquellos que tenian sobre 
ella un derecho raal, que viene a ser como una parte de la 
misma cosa? Los acreedores cpie tienen un privilegio o 
hipoteca sobre una nave tienen algo mas que una garantía 
de pago: tienen una propiedad parcial, sui generis, sobre 
ella. En manera alguna seria posible dar al deudor medios 
de eludir el pago ele un crédito que no le habria sido con-
cedido sin la seguridad en el pago que inspiraba el derecho 
que conferia sobre la nave. La misma razón habria para pri-
var a los acreedores hereditarios del derecho de cobrar a los 
herederos del deudor difunto: ellos representan la persona 
de éste, i la indemnización del seguro representa a la cosa 
asegurada; en el primer caso hai en realidad variación en 
la persona obligada, i en el segundo la obligación solo lia 
cambiado de objeto 
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Por las razones espuestas, propongo la supresión del 
inciso 2.° del artículo 880, sustituyéndolo por otro que ten-
dría mas oportuna cabida como inciso 3.° del artículo 879. 

X X I I 

En el artículo 898 se nota otro defecto. 
No se comprende por qué el Código concedió al capi-

tan, en el número 9.°, la facultad de jirar letras de cambio 
contra el naviero solo en el caso de no serle posible obte-
ner un préstamo a la gruesa. 

Los arbitrios que otorga el Código al capitan, con el obje-
to de proveer a las reparaciones i aprovisionamiento de la 
nave, obedecen, como era natural, en cuanto al orden en 
que debe hacer uso de ellos, a su mayor o menor sencillez 
i a l a facilidad de su aplicación. No se ha apartado de esta 
norma ordenando que el capitan haga uso primeramente 
del capital del naviero que tenga en su poder, i en su de-
fecto que lo solicite de los corresponsales de éste o ele los 
interesados en la carga. Lo mismo podemos clecir respecto 
de la facultad de vender en pública subasta la parte nece-
saria de las mercaderías, que se ha otorgado al capitan 
solo en último estremo, a falta de todos los otros medios 
indicados. Pero no ha acontecido igual cosa respecto de 
la facultad ele jirar letras de cambio contra el naviero i ele 
contratar préstamos a la gruesa sobre la nave, que el Co-
dicio ha puesto en órelen inverso a su gravedad i clificullad. 

El jiro ele letras de cambio no ofrece inconveniente algu-
no; es por el contrario, un medio sencillísimo ele obtener 
con brevedad i de quién está obligado a ciarlos, los fondos 
necesarios para la reparación i aprovisionamiento de la 
nave. El préstamo a la gruesa, mui al conirario, ofrece 
dificultades que nadie desconoce: requiere formalidades 
engorrosas, compromete la responsabilidad de la nave, es 
de resultados tardíos, etc.; i sin embargo el Código ordena 
al capitan valerse de este último arbitrio antes que del de 
jirar letras de cambio. 

Por estas consideraciones, propongo que se modifique 
el número 9.3 con arreglo a las ideas espresadas. 
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X X I I I 

En el Título VI, Del préstamo a la gruesa, se notan varios 
defectos. Entre ellos merecen mención especial los que con-
tienen los artículos 1194, 1206, 1211. 

¿Qué quiso ordenar el Lejislador diciendo que por la fianza 
del préstamo a la gruesa «el fiador se entenderá solidaria-
mente obligado con el tomador, a ménos que las partes acorda-
ren otra cosa»? Nada hai que observar si la frase sub-rayada 
significa simplemente que el fiador queda obligado solidaria-
mente, esto es, al pago del valor total del capital i del premio 
marítimo, sin que pueda escepcionarse alegando que solo le 
corresponde el pago de una parte o cuota de ellos, en razón 
de haber otros obligados conjuntamente con él. Pero si éso i 
nada mas quiso decir el Lejislador, no se comprende con 
qué fin, despues de espresar que el fiador quedará solida-
riamente obligado, agregó: con el tomador. Antes de supo-
ner que esta última frase carece de todo significado, que 
ella no agrega concepto alguno a la precedente, parece 
mas lójico pensar que si la incluyó fué con el objeto de ha-
cerla decir algo. Pues bien, si alguna significación tienen 
esas palabras, ella no puecle ser otra que la de que el fia-
dor quedará obligado en la misma condicion que el toma-
dor, esto es, en calidad de codeudor solidario de este últi-
mo; i entonces se habría caido en un estremo ménos acep-
table que el primero: se habría incurrido en el contra-sentido 
jurídico de llamar fianza a una obligación que no posee una 
de las cualidades esenciales ele ese contrato, cual es la de 
ser subsidiaria de otra principal. 

Si el fiador quecla solidariamente obligado co?i el tomador 
i, según el artículo 1514 del Código Civil, «el acreedor (el 
daclor) podrá dirijirse contra todos los deudores solidarios 
conjuntamente o contra cualquiera de ellos a su arbitrio 
(contra el tomador o contra el fiador, a su voluntad), sin 
que por éste pueda oponérsele el beneficio de división», no 
se comprende cómo pudiera decirse de esa obligación que 
«es una obligación accesoria, en virtud de la cual una o mas 
personas responden de una obligación ajena, comprome 



REFORMA DEL CÓDIQO DE COMERCIO 5 7 

tiéndose para con el acreedor a cumplirla en todo o parte, 
si el deudor principal no la cumple» (art. 2335 del Código 
Civil). 

Entre varios fiadores de una misma obligación cabe la 
co-solidaridad, si se ha estipulado o la lei la ordena, i puede 
decirse entonces que un fiador queda solidariamente obliga-
do con los demás fiadores; pero esa co-solidaridad no pue-
de existir entre un fiador i el deudor principal, pues si un 
individuo se obliga a pagar una deuda de otro, aun en el 
caso de que éste sea solvente i quiera pagar, i sin otra con-
dición que la de que sea exijible; empleando términos mas 
exactos, si ese individuo se obliga de mancomún et insóli-
dum al cumplimiento de una obligación ajena, no es fia-
dor solidario, sino que es co-deudor solidario, aunque su 
obligación no haya tenido otro objeto que el de causionar 
eficazmente el cumplimiento de otra. En tal caso, la obliga-
ción del supuesto fiador no puede llamarse subsidiaria de 
otra, puesto que se ha obligado al pago lisa i llanamente i 
no para el caso en que el deudor no pague. Aun el carác-
ter accesorio de la fianza habría desaparecido, en fuerza de 
110 diferenciarse en nada de la obligación principal; puesto 
que con igual propiedad podría decirse que ambas son re-
ciprocamente accesorias entre sí, en el sentido de que el 
cumplimiento de cualquiera de ellas produce la extinción 
de la otra. 

Fundado en las consideraciones precedentes, 'creo que, 
si bien pudo decir el Lejislador en el artículo 1194 que «el 
fiador quedará solidariamente obligado», o bien que «el 
fiador quedará solidariamente obligado con los demás fia-
dores», no pudo decir: el fiador quedará solidariamente obli-
gado con el tomador. Si solo quiso preceptuar que el fiador 
se presumiría solidariamente obligado, no tuvo para que 
agregar «con el tomador», i habría evitado así las dudas 
que puede ofrecer el alcance i efectos del artículo 1194; si 
quiso preceptuar que el fiador se presumiría obligado en ca-
lidad de co-deudor solidario, así debió decirlo claramente, 
dejando a un laclo la fianza, i ele ese modo habría evitado 
un contra-sentido jurídico. Como esta última hipótesis, ade-
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mas del establecimiento de una presunción absurda, impor-
taría la institución de una obligación peculiar i desorganiza-
dora de la clasificación regular de los contratos, opto por 
correjir el presente articulo en el primero de los sentidos 
indicados. 

X X I V 

Por razones de conveniencia fáciles de comprender, debe 
respetarse en jeneral la disposición del artículo 1206, que no 
se conforma perfectamente con la equidad, en el caso de ser 
el préstamo a la gruesa posterior al seguro. Pero creo 
que ha sido deficiente no consultando el caso en que el prés-
tamo no solo haya sido posterior al seguro, sino que haya 
afectado la parte asegurada de los objetos. 

De esta omision pueden resultar conflictos difíciles de 
salvar, i se hace necesario ciarles en la misma lei una solu 
cion equitativa. 

Conformándome al espíritu del Código i teniendo mui 
principalmente en cuenta la disposición del inciso 7." del 
artículo 1190, que dice: «No puede tomarse un préstamo a 
la gruesa sobre los objetos siguientes:... «Losobjetos ase-
gurados o afectos al pago de un préstamo anterior, salvo 
en la parte que no estuviere pro tejida o gravada», creo 
que lo lójico seria establecer en el caso aludido una escep-
cion a la regla del artículo 1206, lo que por otra parte solo 
seria establecer la sanción necesaria-de la disposición pro-
hibitiva del citado inciso. 

En efecto, es mui injusto establecer que el producto de 
los objetos salvados se divida, sueldo a libra, entre el pres-
tador por su capital i el asegurador por la cantidad asegu-
rada, si aquél celebró su préstamo despues que éste su 
seguro, i gravando las cosas en la parte ya protejida o gra-
vada por el seguro, si así puede decirse, para el efecto de 
que las mercaderías salvadas no se le cuenten como perdi-
das; máxime si se considera que el préstamo no lo ha po-
dido celebrar el prestador en esa parte, sino en violacion 
flagrante de la disposición del inciso 7." del artículo 1190 
citado. 
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Considero, pues, que el prorrateo respecto del prestador 
debiera, en el caso que contemplo, limitarse solamente a la 
parte proporcional al resto del valor de la cosa afecta al 
préstamo, esto es, a la parte no cubierta ya por el valor del 
seguro. 

X X V 

Aunque el artículo 1211 no lo dijo, es evidente que él 
quiso referirse al caso de facultar el dador al tomador para 
descargar en ciertos puntos el todo o parte de las mercade-
rías afectas al préstamo, a condicion de reemplazarlas por 
otras que subroguen a las primeras para los efectos del 
contrato. 

Nada mas natural, pues, que una vez descargadas total 
o parcialmente esas mercaderías, el dador no pudiera per-
seguirlas, caso de que despues de su desembarque ocurrie-
re algún siniestro mayor respecto de las restantes o de las 
nuevamente cargadas; a virtud de la estipulación que él 
celebró con el tomador, convino en que ese derecho rejiria 
con las restantes, i no siendo suficientes, con lasque se to-
maren en el puerto de la descarga, quedando exhoneradas 
las descargadas. 

La facultad de celebrar esa estipulación no podia ser ne-
gada, porque sin ella no se podría contratar préstamos a 
la gruesa, sino respecto de mercaderías que se cambian 
directamente, de pais a país, i nó respecto de mercade-
rías que una nave lleva a un pais en que ellas son muí apre-
ciadas, obteniendo el retorno de otras que no lo son mucho 
en el suyo, pero que, cambiadas nuevamente en un segundo 
lugar, en que tienen gran valor, permiten conseguir con 
ventaja otras que sean las que convenga traer al lugar 
de su procedencia, como retorno de las que llevó. I como 
no siempre es fácil i conveniente hacer el comercio marí-
timo de mercaderías sin la obtencion de préstamos a la 
gruesa, debe concluirse que con esa facultad se hace un 
señalado servicio al intercambio de los productos, base ne-
cesaria del comercio internacional. 

Pero el inciso 2." de este artículo, confiriendo al dador 
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la facultad de resolver el préstamo proporcionalmente, en 
caso de que las mercaderías restantes fueren de un valor in-
ferior a la cantidad prestada, anuló esas ventajas; porque 
obliga a no descargar sino las mercaderías excedentes a l 
valor del préstamo i porque reduce a la nada la facultad de 
reemplazarlas por otras, ya .que las mercaderías nueva-
mente cargadas no pueden llamarse restantes; de manera 
que el dador podrá resolver el contrato aunque ellas sean 
en cantidad suficiente o aun sobrada para reemplazar to-
talmente las antiguas. 

Según este inciso, el 1.° no tendría tampoco razón de ser, 
porque, no siendo las mercaderías descargadas reemplaza-
das por las nuevas, es claro que respecto de las primeras el 
contrato de préstamo habría terminado en el momento de 
la descarga, pues habrían corrido todos los riesgos sin ave-
ría de ninguna especie, debiendo, en consecuencia, pagarse 
el capital i cambio marítimo en conformidad a las reglas de 
este Código (1201); i en cuanto a las restantes, deberían, en 
caso de siniestro, aplicarse las prescripciones comunes a 
todas las mercaderías que aun están corriendo los riegos. 
El inciso 2.° ha debido, pues, i así lo quiso probablemente 
el Lejislador, decir que el dador podrá resolver proporcio-
nalmente el préstamo si las mercaderías restantes, o nueva-
mente cargadas en sustitución de las anteriores, para los 
efectos del contrato, fueren de un valor inferior a la canti-
dad prestada, 

X X V I 

El Libro IV del Código de Comercio trata De las quiebras; 
i aun cuando hai razones de buena lejislacion que aconse-
jarían separar del Código esta materia, para incorporarla 
en las leyes de procedimiento, considero que tal reforma 
seria demasiado larga i difícil. 

Por esa razón, el proyecto consulta el mejoramiento de 
las disposiciones del Libro IV, que actualmente rijen. i por 
muchos años han de rejir los concursos mercantiles. 

Kn el Título / / , De la declaración de quiebra, etc., hai que 
observar que la disposición del inciso 2.° del artículo 1342 
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no se conforma tampoco con las reglas de la equidad, ni 
con las conveniencias sociales. 

Al decir incapaces el Código, en el inciso 2.°, es claro que 
no ha podido referirse sino a ciertos individuos que, sin 
gozar de todos los derechos de los mayores de veinticinco 
años, están sin embargo facultados para comerciar, como 
son las personas a que se refieren los artículos 9, 10, 11 i 
12 de este Código. Las obligaciones de los incapaces en ab-
soluto se reglan por las disposiciones jenerales del Código 
Civil, que los resguardan de una manera bien segura i eficaz 
de todo peligro, de todo perjuicio que por su inesperiencia 
e incapacidad pueda sobrevenirles. Siendo nulos los actos 
que ejecutan i no produciendo efecto alguno en su contra, 
era escusado decir que no podrían ser declarados en quie-
bra, como que no podrá incurrir en ella el que nada debe. 

Establecido este hecho, es del caso decir que el Código 
de Comercio, concediendo a tales personas el privilejio de 
no poder ser declaradas en quiebra, no obedeció a ninguna 
necesidad. 

En efecto, el Código, al Otorgar a los menores habilitados 
i a ciertos incapaces de incapacidad relativa la facultad de 
comerciar, reconoció en tales individuos la suficiente capa-
cidad i discernimiento para administrar sus negocios en lo 
relativo a su jiro comercial; porque, a no haber sido así, no 
les habria conferido tal facultad. I si ello fué así, no hai ló-
jica alguna en establecer, despues, que estos individuos no 
pueden ser declarados en quiebra, en atención a su menor 
edad o incapacidad relativa. I esta falta de lójica no es ino-
cente; al contrario, ella ataca directamente el derecho de 
todos aquellos que, confiados en un individuo a quien la lei. 
permite contratar i ejercer el comercio, estipulan con él de 
la mejor buena fe. I, cuidado, que el tal individuo no podrá 
ejercer el comercio sin celebrar diariamente numerosos 
contratos. Sin embargo, se le deja ancha la puerta i aun po-
dría decirse que se le estimula a defraudar a todos aquellos 
con quienes negocia, asegurándole de antemano la impuni-
dad i el éxito. Hai mas todavía; este incapaz relativamente, 
puede muchas veces no ser otra cosa que un lazo tendido a 
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la buena fé por un padre, un curador o un marido que es-
conden malamente su responsabilidad bajo el nombre de su 
hijo, pupilo o mujer. 

No se necesita agregar nada para manifestar que lo an-
terior no solo no es equitativo, sino que también afecta a la 
conveniencia pública. Son estos privilejios los que a menu-
do traen fracasos i desengaños en los negocios, retrayendo 
a los mejores de seguir en ellos. De esa manera, al mismo 
tiempo que se comete una injusticia contra ciertos indivi-
duos i en beneficio de otros, se contribuye a impedir el de-
sarrollo comercial. 

Si el Lejislador estimó que habia un peligro en permitir 
la declaración en quiebra ele ciertos individuos, en buena 
hora; no les permita entonces el ejercicio clel comercio, ya 
•que no los considera con las condiciones necesarias para 
soportar sus consecuencias mas ineludibles. 

Lo dicho no obsta para que se reconozca un inconveniente 
en la declaración de quiebra ele tales personas; en ella fal-
tarla un requisito que casi es de su esencia, cual es la uni-
versalidad: ella no podría recaer sino sobre los bienes que 
hayan entrado en el jiro comercial o, que, según las reglas 
clel párrafo 1 del libro I, estén afectos al cumplimiento de 
las obligaciones mercantiles que contraigan. Pero este in-
conveniente no es tan grave que llegue a supeditar los que 
se ha visto que obran en contra del sistema opuesto. 

X X V I I 

No se ocurre una sola razón que haya podido servir 
de base al Lejislador, en el articulo 1343, para conferir al 
juez o al ministerio público la facultad de declarar de oficio 
la quiebra de un comerciante que ha muerto en estado de 
cesación de pagos. 

Si la lei no autorizó la-'declaración de oficio de la quiebra 
de un comerciante que no ha muerto, pero que ha cesado en 
sus pagos ¿por qué la autoriza cuando éste ha muerto i lo 
representa su sucesión? Los dos casos son enteramente igua-
les, i de haber alguna diferencia, ella seria para desechar en 
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el último caso la declaración de oficio, porque entónces ya 
ha múerto el verdadero fallido, el verdadero culpable, el 
único contra el cual la lei, representando a la sociedad, podia 
pretender alguna sanción que no sea la meramente civil. 
Fuera ele este objeto, no es lójico dar al ministerio público, 
que solo representa los intereses jeneralcs de la sociedad, 
la facultad de inmiscuirse en los actos, contratos o intereses 
de los individuos. La sanción social, o vindicta pública, que 
es posible mientras el comerciante que ha cesado en sus 
pagos vive, es completamente imposible i absurda cuando 
él h a muerto. 

Por estas consideraciones opino que debería suprimir-
se del inciso 1,° de este artículo la frase: «o hecha de ofi-
cio». 

Con esta supresión se subsanaría también otro defecto 
del Código: el artículo 1356 dice que «Los juzgados de co-
mercio solo podrán hacer ele oficio la declaración de quiebra 
cuando el deudor se fugare o se. ocultare, etc.»; lo que sin 
la indicada supresión es, como se ve, completamente in-
exacto, puesto que hai otro caso en que el juez tiene igual 
facultad, el de muerte de un comerciante en estado de cesa-
ción ele pagos. Con la reforma propuesta desaparecería esta 
inexactitud. 

X X V I I I 

Con motivo del artículo 1345, se hace necesario aclarar 
una seria duela que se ha producido acerca de la quiebra de 
las sociedades anónimas. 

Antes de dictarse la lei de 11 de enero de 1879, era ma-
teria ele serías controversias el saber si esas sociedades 
podían ser declaradas en quiebra. En el "Derecho francés, esta 
cuestión merecía talvez el nombre ele tal; pero en nuestro 
Derecho i dentro de los límites del Código, considero que 
aquella eluda no tuvo razón ele ser. En efecto, el inciso 
1.° ele artículo 1342 dice: «Todo comerciante, sea persona 
natural o jurídica, que se halle en el caso del artículo 1325, 
será declarado en quiebra. . ,» 

Como se ve, no ha podido sostener.?© jamas, dentro del 
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Código, que las sociedades anónimas, que pertenecen auna 
de las clases de comerciantes, las personas jurídicas, 110 
pueden ser declaradas en quiebra. El número 2.° del ar-
tículo único de lei de 11 de enero de 1879 vino, por otra 
parte, a cortar de una manera espresa toda duela. 

Establecida, con lo dicho, la declarabilidad de quiebra de 
las sociedades anónimas, correspondía al Código en el ar-
tículo 1345, o a la leí citada, determinar, a semejanza de la 
disposición que se refiere a las colectivas, las personas na-
turales que en representación ele esas sociedades deben 
hacer la manifestación ele la cesación ele pagos, i cuyo 
nombre i domicilio debe indicarse en ella. A falta de dispo-
sición legal, la práctica de los tribunales ha establecido que 
tal obligación pesa sobre los miembros del último consejo 
directivo. De esta manera se ha ampliado, con perfectísirna 
razón i justicia, la disposición citada ele la lei de 11 de enero 
de 1879. 

Pero, como ni la costumbre, ni la interpretación doctri-
naria ele los jurisconsultos, o ministerial ele los jueces, ha-
cen lei entre nosotros, seria muí coveniente llenar ese vacío 
del Código. 

X X I X 

De los términos del inciso 1." del artículo 1365 se despren-
de cjue el Código de Comercio ha sancionado el derecho, que 
el Código Civil concede a los acreedores hipotecarios, en su 
artículo 2479, para ejercitar sus acciones contra las respec-
tivas fincas hipotecadas, sin aguardar las resultas del con-
curso jeneral; i se desprende también que estenclió ese pri-
vilejio a los otros créditos favorecidos por la lei, esto es, a 
los comprendidos en la 1.", 2.a i 4.a de las clases estableci-
das en el título XLI de ese Código 

Esa ampliación merece, a mi juicio, severa crítica. 
La segunda parte del mismo inciso 1." ele este artículo 

dice: «pero los acreedores privilegiados , hipotecarios i pren-
darios de plazo vencido, podrán iniciarla o llevar ade-
lante... etc.» 

¿ Q u é l l a m a el Código ele Comercio acreedores frivilejia-
dos? Si tal calificativo da, como parecería forzoso creerlo, 
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a los que así llamó i como tales definió el Código Civil (art; 
2471), esto es, a los de la 1.", 2.a. i 4." clases de -preferencia 
allí establecidas, resultaría este artículo en contradicción 
con principios elementales de lójica i con muchas otras dis-
posiciones del Código. Sin ir mas allá, el mismo inciso ter-
mina hablando ele qué podrán iniciar o llevar adelante 
la e j e c u c i ó n que tuvieren pendiente «contra los bienes, afectos. 
a la seguridad i pago de sus respectivos créditos»; lo que de-
biera manifestar que como previlejiaclos ha considerado 
solo a los acreedores con derecho real, a los hipotecarios i . 
prendarios i a los que gozan del derecho ele retención; pero ; 
no a ciertos acreedores, que, gozando ele privilejio, no tie-
nen, sin embargo, bienes afectos ala seguridad i pagode sus 
créditos, como son los de la 1.a i algunos ele la 4.a clase, 
mencionados en los artículos 1472 i 1481 del Código Civil. 

Tal intelijóncia vulnera la lójica i elementales preceptos 
de b u e n a lejislacion, porque ele ella se desprendería que la 
sentencia ele prelacion o ele grados, esto es, el fin primordial 
de las quiebras, como ele todo concurso, seria ordinaria--
mente inútil, cíesele que antes ele ella se podrían haber paga-
do tocios los acreedores susceptibles ele graduación (privile-
giados e hipotecarios); no quedarían sino los comunes, esto 
es, los de la 5.a clase del Código CiviJ, que se pagan a pro-
rrata i sin prelacion. Una.sentencia de grados pronunciada 
despues de pagados los acreedores hipotecarios i privilejia-
dos ele todas clases, no tendría, en efecto, otro ínteres que 
el meramente platónico ele saber quien había tenido mejor 
d e r e c h o a ser pagado, o a l o mas el de dar base a juicios 
encaminados a obtener la restitución ele lo pagado a acree-
dores de peor derecho, si así lo permite aun la solvencia de 
ellos. 

El Código Civil tuvo buen cuidado de disponer que los 
acreedores hipotecarios, para usar del derecho de pagarse 
con antelación a la sentencia ele grados, deberían previa-
mente consignar o afianzar una cantidad prudencial; pero 
el Código ele Comercio no exije, siquiera respecto ele ellos, 
tan previsora! acertada garantía. Pudiera pensarse lo con-
trario én vista del articulo 1502; pero este artículo, a mi 

9-10 
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juicio, contiene esa exijencia incidentalmente i solo para 
el caso en que los síndicos ejerzan la facultad de pagar 
sin el permiso del juez: con su permiso o en virtud de su 
decreto, podria prescindirse de la caución apuntada. El ar-
tículo citado deroga tácitamente el 2479 del Código Civil. 

En cuanto a los otros acreedores, los privilejiados, es 
evidente que el Código no los ha obligado á rendir ninguna 
caución; de donde puede resultar que, despues de pagado 
un acreedor prendario o con derecho de retención, por 
ejemplo, no haya con qué pagar a uno o mas acreedores de 
la primera clase, que, a virtud del artículo 2476 del Código 
Civil i 1520 i 1521 del de Comercio, tendrían derecho prefe-
rente a la cosa dada en prenda; convirtiendo ele esa manera 
un crédito que, según ambos Códigos, es de segunda clase 
no solo en crédito de 1.a, sino de derecho preferente a éstos-
En igual condicion podrían llegar a encontrarse los acreedo-
res de primera clase entre sí: pagado uno o mas de ellos, po-
drían presentarse otros que según la leí tienen derecho a 
ser pagados a prorrata con los primeros. 

Entrar a demostrar la inconveniencia de tales alteracio-
nes introducidas en el sistema de prelacion de créditos esta-
blecido por el Código Civil, seria embarcarse en analizar i 
defender las bases sábias i fundamentales en que la ordena-
ción o gradación de ese mismo sistema descansa, bases 
respetadas i acatadas como inamovibles por todos los ju-
risconsultos. 

Hai preceptos o sistemas jenerales de derecho que no 
admiten variaciones parciales i que en todas sus ramas 
deben conservarse estrictamente los mismos. El apuntado 
es uno de ellos. En un Código especial pueden variarse sin 
dificultad los detalles, pero no las bases fundamentales de 
las instituciones establecidas por la lei común, porque aun 
suponiendo que ellas no sean las mejores que pudieron 
adoptarse, su modificación acarreará ordinariamente ma-
yores males que bienes, a causa de las contradicciones, va-
cíos i controversias que son su necesaria consecuencia. Si 
se estima que no son buenas esas bases fundamentales, 
quiere decir que habrá llegado el caso de reformarlas en 
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la leí común misma, pero 110 ele apartarse de ellas en un 
Código ele escepcion. 

Si, por el contrario, se atribuye a la palabra privilegiados 
el otro significado que ya insinuó, comprensivo de los 
acreedores hipotecarios, prendarios i con derecho ele re-
tención, según el cual la frase «hipotecarios i prendarios» 
seria esplicativa ele acreedores privilegiados i no enumera-
tiva, la contradicción seria con el Código Civil, i gravísima. 
Este Código, en efecto, en su artículo 2470 dice-que «Las 
causas de preferencia son solamente el privilegio i la hipo-
teca», i en su artículo 2471 dice que «gozan de privilejio los 
créditos de la primera, segunda i cuarta clase». 

Como se ve, aceptando esta segunda interpretación, re-
sultaría, por un lado, que, contra la distinción espresa del 
Código Civil, se daria el nombre de privilejio a la hipoteca, 
i, por otro, se escluiria de entre los créditos privilegiados a 
todos los que lo son en realidad (las doce especies diversas 
de C[ue se componen la 1.a i 4.a clase), menos los prenda-
rios 1 los que confieren derecho ele retención. 

Los artículos 1502 i 1503 escluyen también claramente tal 
intelijencia. En ellas se ve que el Código de Comercio ha 
distinguido perfectamente los créditos, i ha conservado la 
clasificación que ele ellos hace el Código Civil. Habla ele cré-
ditos privilegiados e hipotecarios, i contrapone éstos a los co-
munes,. exactamente' como lo hace el Código Civil (arts. 
2470 i 2471). En esos artículos ha desaparecido la redun-
dancia en e[ue el Código ha incurrido en el articulo 1365 
i en el 1460, inciso 2-Vque después de los acreedores privi-
legiados, enumera como distintos i no comprendidos en ellos 
a los prendarios i con derecho de retención. 

Por lo clicho, se comprenderá cpie el inciso 1.° de este 
artículo es absurdo por todos lados: si llamó privilegiados a 
los créditos que tal calidad tienen según el Código Civil, que 
es lo único racional según lo cpie dejo espuesto, aparte elel 
peligro injustísimo en que pone a un gran número de acree-
dores ele no ser pagados a pesar ele tener el fallido bienes 
que preferentemente deben ser invertidos en ello, habría 
dado un rudo golpe a la misma institución de las quie-
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bras, ya que habría anulado su objeto: el pago de los crédi-
tos, según el orden de prelacion que el juez les dé con 
arreglo a las leyes. 

El peligro aludido resulta del mismo artículo 1365, que 
permite la ejecución i, por consiguiente, el cobro i pago de 
todos los créditos qué no sean comunes, antes de saberse 
cuántos son i cíe qué calidad, ántes ele graduada su prefe-
rencia por el juez i, por añadidura, sin exijir al acreedor 
que ha sido pagado, garantía de ninguna especie en favor 
de los muchos otros acreedores que pueden resultar mas 
tarde verdaderos dueños dé la cosa pagada enfraude legal 
de ellos. Tal peligro resulta también del artículo 1502, cjue 
sanciona i completa la teoría clel artículo 1865, i del cual 
nos ocuparemos mas tarde. 

Si, por el contrario, el Código llama privilejicidos a los 
acreedores hipotecarios, prendarios i con derecho ele reten-
ción, i comunes a todos los ciernas, se tropezaría con el 
significado enteramente contrario que la leí común, lejis-
ando espresamente sobre materias jenerales que le son 

esclusivas i que la leí comercial no ha modificado, da a tales 
términos, puede decirse que definiéndolos, i con otros ar-
tículos del Código de Comercio, que también la rechazan 
En consecuencia tampoco es posible aceptar esta última 
intelijencia. 

La agregación a este artículo ele una frase o inciso cjue, 
dejando las cosas tales como están, exijiera, para permitir 
en cualcjuier estado de la quiebra la ejecución i pago de los 
créditos que no son comunes, la consignación o constitu-
ción previa de una fianza u otra caución por una cantidad 
equivalente a la pagada, atenuaría indudablemente en gran 
parte los males apuntados. Pero considero que, si las otras 
observaciones hechas o. clicho pago anticipado a la senten-
cia do prelacion no fueran suficientes para suprimirlo, lo 
seria la de que no es lójico introducir la disconformidad i 
romper la armonía de las leyes sino en virtud de mui pode-
rosas razones. La ele no demorar algunos dias el pago ele 
acreedores privilegiados, con grave peligro de otros también 
privilejiados, no alcanza a ser suficiente para truncar i de-
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jar a medias un procedimiento tan complicado i costoso 
como el de !as quiebras, i para contrariar abiertamente el 
sistema adoptado por el sabio Lejislador del Código Civil. 

Observaré, finalmente, que, suprimido, respecto de los 
acreedores con derecho de retención, el privilejio de ejecutar 
despues de declarada la quiebra i antes de conocidas sus 
resultas, los incisos 2.a i 3,° de ese artículo, que a un caso 
de tal derecho se refieren, no tendrían razón de ser i debe-
rían suprimirse, dejando la materia que ellos tratan sometí 
da a los preceptos jenerales de este Código i del Civil. 

X X X 

En el título IV, se observa que la redacción vaga de 
la segunda parte del artículo 1425, ha dado lugar a la im-
portante cuestión de saber si el Código ha conferido o nó a 
los síndicos la facultad de impugnar formalmente ante el 
juzgado de comercio los créditos de la quiebra. 

No faltan razones que hagan pensar que los síndicos no 
tienen tal facultad. En primor lugar, el único artículo del 
Código del cual pudiera desprenderse 1 al facultad, es el 1425; 
i este artículo, léjos de establecerla, fomenta la duda sobre 
el particular, va que él habla únicamente de hacer al juzgado 
las observaciones que el examen de los créditos les sujiera, 
lo que es mui distinto de hacer impugnaciones. 

En segundo lugar, si el artículo 1495 dej a algunaduda sobre 
este punto, ei artículo 1443 i el número 3.° del artículo 1447, 
la disipan por completo i resuelven la cuestión en sentido 
negativo. El primero de estos artículos, en efecto, determi-
nando quiénes pueden impugnar los créditos, menciona solo 
a los fallidos i a los acreedores inscritos en el balance; i el 
artículo 1447, hablando de las enunciaciones que debe conte-
ner el acta de verificación, dice en su número 3." que con-
tendrá: «La indicación de si el crédito ha sido admitido lla-
namente o con alguna reserva, hecha por los acreedores, 
por el fallido o por el mismo interesado». Como se ve, se si-
lencia de nuevo a los síndicos. 

Todavía pueden agregarse otras razones en apoyo d é l a 
opinion que dejo indicada Tal es la de que el Congreso ha-
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va suprimido del proyecto sometido a su aprobación la dis-
posición que confería a los síndicos la facultad de impug-
nar los créditos. Tal es, también, la de que siendo los sín-
dicos representantes de los acreedores, podría llegar el caso 
de que los síndicos impugnaran todos los créditos i por con-
siguiente a todos los acreedores, quedando así sin tener a 
quien representar. 

Poderosas razones son las espuestas. Sin embargo, no 
faltan otras que con igual o mayor fundamento hagan creer 
que los síndicos tienen, según el Código, la importante fa-
cultad de impugnar los créditos. 

Si el artículo 14-25, al decir que los síndicos deberán ha-
cer al juzgado de comercio las observaciones que el exá-
men de los créditos les sujiera, no quiso significar con ello 
que podrían hacerlo de una manera formal i efectiva, im-
pugnándolos, sino simplemente hacer una manifestación 

' platónica del defecto descubierto ¿qué significaría, qué obje-
to, qué alcance tendría este artículo? En efecto, no se. divi-
sa qué habría podido perseguir el Código si tal hubiera de 
ser su intelijencia, desde que si esas observaciones, no son 
verdaderas impugnaciones, siempre quedarán en meras ob-
servaciones, sin resultado práctico alguno. Como tales, no 
autorizarían al juez para obrar en ningún sentido, ni para 
pronunciarse admitiéndolas o desechándolas; porque desde 
ese momento dejarían de ser simples observaciones o adver-
tencias, para convertirse en impugnaciones verdaderas e 
iguales a todas las hechas por los acreedores; o serian im-
pugnaciones hechas por el mismo juez, de oficio, facultad 
qué no le otorgó el Código, i que rechaza el carácter emi-
nentemente pasivo de la justicia civil. I entre dos interpre-
taciones de una disposición legal, de las cuales una la ánu-
la i la hace perder toda significación i objeto lójico, i otra 
que la sostiene i que manifiesta que ella manda, prohibe o 
permite algo razonable, debemos optar por esta última. 

Aquello de que los síndicos no tienen la facultad tantas 
veces mencionada, porque el Código no los comprendió en 
los artículos 1443 i 1447, no vale gran cosa, si se considera 
que estos artículos son posteriores al articulo 1425, de m > 
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ñera que si este último les clió tal facultad, nada importa que 
el Código, al conferirla a otras personas, 110 haya vuelto a 
hacerlo por segunda vez en una enumeración que está mui 
léjos de ser esclusiva o taxativa. 

También es fácil refutar el argumento basado en que el 
Congreso haya suprimido del proyecto la disposición que 
conferia a los síndicos la facultad de impugnar los créditos; 
pues no siempre, sino mas bien rara vez, la supresión de un 
artículo o inciso, en un proyecto de Código, importa la supre-
sión de la idea en ellos envuelta. Mui a menudo sucederá, i 
tal ha podido pasar en el caso actual, que esas supresiones 
indiquen solamente el deseo de evitar repeticiones ó precep-
tos demasiado claros i elementales, que fluyen naturalmen-
te del contexto jeneral del mismo Código i que es inoficioso 
consignar espresamente. 

Ménos aceptable aun es aquello de que los síndicos, que 
representan a los acreedores, podrían impugnar todos los 
créditos i quedar asi sin acreedores a quienes representar. 
Los síndicos ejercen funciones mui complejas, i aunque es 
cierto que tienen la representación de los acreedores, no es 
ménos cierto que representan también los intereses del 
fallido (articulo 1419), cuya personalidad civil ha pasado casi 
totalmente a ellos, i que al mismo tiempo desempeñan fun-
ciones fiscalizadoras, que el Código les ha encomendado 
para salvaguardia]' intereses que son jenerales i públicos, 
mas que de los acreedores. Nada de estraño tiene, pues, 
que a los síndicos corresponda la facultad aludida, aunque 
fuese posible atribuirles la representación de acreedores 
que no lo son, oque por lo ménos ellos así consideran. Lle-
gado el caso dificilísimo que se imajina, de que ellos im-
pugnasen todos los créditos, nada de perjudicial i estraor-
dinario se seguiría. La verificación de ellos se tramitaría 
como siempre, i no por eso habría desaparecido el carácter 
i personalidad de los síndicos, puesto que aun conservarían 
dos de los tres caractéres o fines que les son propios. Si 
en realidad todos los créditos son falsos o defectuosos, 
nada mas justo que todos sean impugnados. 

El hecho de que el artículo 14-14 confiera a los síndicos la 
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.representación activa i pasiva de los acreedores, en juicio 
i fuera de él, es mas bien un argumento en favor de la fa-
cultad discutida; porque ¿qué mejor uso pueden hacer de 
esa representación activa que el de impedir que uno o. mas 
individuos, dándose por acreedores, usurpen los derechos 
de los verdaderos acreedores, sus únicos representados? 

La disposición del inciso 2.° del artículo 1452, que pres-
cribe la audiencia ele los síndicos como indispensable para 
practicar la verificación ele los créditos presentados con 
posterioridad a la terminación ele ese procedimiento, es 
otro motivo para sostener que los síndicos pueden impug-
nar los créditos. 

Pero, cualquiera que sea la solucion que haya ele ciarse a 
la cuestión.que he analizado, quecla demostrado suficien-
temente, por la fuerza misma ele los dos razonamientos 
opuestos que ofrece esa controversia, que el Código adolece 
acerca de este, punto ele una grave deficiencia, que seria 
mui útil salvar. , 

En el terreno del Derecho positivo podrá discutirse 
cuanto se quiera cuál es esta solucion; pero en el terreno 
del Derecho abstracto i ele la conveniencia, es evidente que 
ella no puede ser sino en favor ele la facultad aludida i, mas 

• que éso, en favor de la obligación que debe pesar sobre los 
síndicos de impugnar los créditos que lo merezcan. 

Así lo aconsejan, por otra parte, casi todas las razones 
espuetas en favor de tal facultad, en el estado actual de 
cosas, i la naturaleza misma del cargo que los síndicos 
ejercen. Nadie mejor que ellos está en situación de conocer 
los defectos e imperfecciones ele los créditos que se presen-
tan a una quiebra. Ninguna impugnación, tampoco, estará 
mejor revestida ele las condiciones de imparcialidad i buena 
fé que las que ellos hagan. ' 

Si a éso se agrega que de conferirles tal facultad no se 
sigue mal ni inconveniente alguno, no podrá menos ele con-
venirse en que ása debe ser la solucion que debe dar el 
L^jislador a la cuestión que me ocupa, haciendo mas claros 
i definidos los términos del artículo 142 3. 
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X X X I 

El artículo 1434 contiene otro defecto no menos impor-
tante. 

La lei de 11 de enero de 1879 introdujo en el Código, 
sobre las inaterias que.reformó, no pocas contradicciones, 
faltas de concordancia entre algunas disposiciones i, no se 
va demasiado lejos diciéndolo, de unidad en el plan i en 
la doctrina. El artículo 1434 suministra un buen ejemplo 
de ello. 

Según el articulo 1412 del Código, quedaba al arbitrio clei 
juez la disignacion del número' i persona de los síndicos, 
sin mas restricción que la audiencia consultiva de los acree-
dores, que en manera alguna coartaba su libertad sobre 
esos puntos. Dada esa situación, era perfectamente lójico 
que, llegado el caso ele hacerse necesario o conveniente 
aumentar o disminuir el número cielos síndicos, incumbiera 
también esclusivamente a la propia autoridad del juzgado 
de comercio resolver sobre esa necesidad o conveniencia i 
verificar efectivamente el aumento o reducción del número 
de los síndicos. Tal es lo que lójicamente dispuso el ar-
tículo 1434. 

Pero vino despues la lei de 11 de enero de 1879, que quita 
al juez la facultad a que me he referido i la atribuye a 
los acreedores, sin tocar para nada el articulo 1434, i de un 
solo golpe produce i sanciona la curiosa anomalía de que 
la entidad jurídica que se llama mayoría legal de acreedores 
tenga la facultad de señalar e imponer a ia otra, que se 
llama juez, el número i persona de los síndicos que debe 
nombrar, sin que ello obste para que ei juez, por su laclo, 
pueda decir, al dia siguiente, en uso de la facultad que le 
otorga el artículo 1434 i contra el deseo ele 1a. mayo-
ría o de la unanimidad de los acreedores: considerando 
que es innecesario el funcionamiento de tantos síndicos, se 
reduce su número a uno; o bien: considerando que así lo 
exij en las necesidades de la administración, elévase a tres 
el número ele los síndicos. 

No diré que esto será frecuente; talvcz no sucederá, 
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pero la lei 110 puede ponerse en contradicción consigo mis-
ma i anular aquello que ella misma acaba de crear. Las 
cosas se deshacen de la misma manera que se hacen, decian 
los romanos: si a los acreedores corresponde la determina-
ción del número de los síndicos, a ellos debe corresponder 
también la facultad de alterarlo. 

X X X U 

Las observaciones hechas respecto del artículo 1434 del 
Código, o mas bien de la lei de 11 de enero de 1879 por no 
haberlo modificado, es del todo, i punto por punto, aplica-
ble al artículo 1435. Lo que he dicho acerca de la deter-
minación del número ele síndicos lo digo ahora dé la de-
signación de la persona de los mismos. La facultad de 
designar la persona de los síndicos con independencia del 
juez, conferida a los acreedores por el artículo 1412 refor-
mado. seria enteramente nula, conservando este artículo tal 
como está. En realidad de verdad, tal facultad no habría si-
do quitada al juez; residiría siempre en él. La diferencia es-
taría únicamente en que, en lugar de designar, como ántes, 
la persona de los síndicos, desde el principio de la quiebra, 
necesitaría ahora el juez llenar primero la fórmula de nom-
brar a los favorecidos por el voto de los acreedores, para 
nombrar despucs en su reemplazo, i previa su remocion, a 
las personas que fuesen de su agrado, usando el derecho 
que le confiere el inciso 3.° de este articulo. 

La improbabilidad de que el juez, haciendo uso de la fa-
cultad que le concede la lei, burle así el voto de los acree-
dores, en nada afecta, como ya queda dicho, el aspecto ju-
rídico de la cuestión. Lo único de nuevo que al respecto 
hai que observar, es que la cosa es ahora tan clara que no 
faltará quien, sin esperar la reforma del Código, sostenga 
que hoi mismo el juzgado de comercio no puede ejercer la 
facultad de remover los síndicos que le confiere este ar-
tículo, sin observar las formalidades que para su nombra-
miento prescribe el artículo 14-12 reformado. Con mayor 
razón habrá quien lo sostenga, no ya en cuanto a la facultad 
de removerlos, sino a la de nombrar nuevos síndicos, a que 
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se refiere el inciso final de este artículo. Pero, aunque esa 
interpreta cion hubiera de prevalecer contra el texto espre-
so i no derogado del presente artículo, la contradicción 
indicada 110 seria por ello menos digna de reforma. 

Si se conserva el sistema establecido por la citada lei de 
11 de enero de 1879, que considero bueno en este'punto, es, 
pues, indispensable alterar el artículo 1435 en todas sus par-
tes i adaptarlo a ese mismo sistema, 

X X X I I I 

A propósito del título XI, De la rehabilitación, hai que 
observar que la lei de 1879 introdujo en él una reforma tras-
cendental i a mi juicio desgraciada. 

El inciso 1." del artículo 1528 fué derogado por los núme-
ros 12 i 13 de la lei citada. 

¿Qué es la rehabilitación? Nada mas que la declaración de 
que un individuo fallido i que no ha pagado lo que debe, ha 
dejado de ser tal por haber pagado íntegramente sus deudas. 
Ese estado de insolvencia de un individuo o de no pago de 
sus deudas, es el que este Código i otras leyes civiles i va-
rias de Derecho público, han tenido i tendrán siempre pre-
sente, salvo el caso de quiebra fraudulenta, para escluirlo 
del goce de ciertos derechos o de la facultad de ejercer 
ciertos cargos públicos o de Ínteres público; i sin embargo 
de esta circunstancia, la lei de 11 de enero de 1879 dijo: 
puede declararse rehabilitado, esto es, que 110 es fallido, un 
individuo que habiendo sido declarado en quiebra no haya 
pagado sus deudas; i en consecuencia, derogó espresamen-
te la disposición que consignaba tal exijencia. Despues ele 
tan radical alteración producida acerca del significado ju-
rídico ele la palabra fallido, por la lei especialmente llamada 
a fijar su alcance, cabria preguntarse si un juez, que se 
encuentre en el caso ele hacer efectiva una de las numero-
sísimas prohibiciones o inhabilidades establecidas en nues-
tra lejislacion en contra de los fallidos, deberá atenerse, 
para determinar a quienes corresponde tal calificativo, a la 
antigua intelijencia ele que lo es todo fallido miéntras nc; 
ha cubierto a sus acreedores i ha sido rehabilitado, o si, 
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al contrario, solo deberá aplicar esas prohibiciones o inha-
bilidades a los fallidos que no han sido rehabilitados, dejan-
do inmunes de ellas a los que lo hayan sido según la lei 
citada, sin haber satisfecho a sus acreedores. La duda es-
puesta basta por sí sola para manifestar la gravedad de los 
peligros que importa la brecha abierta inconsultamente por 
la lei de 1879 en el sistema ántés establecido por el Código 
de Comercio. 

El Lejislador, al llevar a cabo esa reforma, parece que se 
olvidó de la cosa misma sobre que lejislaba. Es sabido, 
en efecto, que la institución de la rehabilitación solo debe 
su existencia a la necesidad que habia de sancionar en la 
lei la diferencia real i considerable que existe entre un in-
dividuo qué, habiendo sido declarado en quiebra, permanece 
sin pagar sus deudas i otro que las paga íntegramente. Justo 
es, se dijo, devolver a un individuo los derechos de que ha 
sido privado, una vez que han cesado las causas que moti-
varon esa privación. He ahí el oríjen de la rehabilitación. 
Pero ¿cómo se esplica que los derechos de que es privado 
un individo en razón de una situación especial (de no pago 
de sus deudas), le sean restituidos sin embargo de continuar 
en la mismísima situación? 

Es en aplicación de esa doctrina que el Código Civil, en 
su artículo 497, dijo: «Son incapaces ele toda tutela o cura-
duría: . . . 4.° Los fallidos miéntras no hayan satisfecho a 
sus acreedores.» Las lejislaciones estranjeras nos ofrecen 
unánimemente igual confirmación. El Código ele Comercio 
francés, para no citar otro ejemplo, dice en su artículo 604: 
«El fallido que ha pagado íntegramente, en capital, intere-
ses i costas, todas las sumas por él debidas, podrá obtener 
su rehabilitación.» 

Esa justificación ele haber pagado el fallido íntegramente 
sus deudas es la base fundamental, esencial i filosófica ele 
la rehabilitación; es, como lo he dicho, su razón de ser. 
Sin ella, la rehabilitación producirá sus efectos positivos, 
porque así lo dispone la lei; pero será errónea, creando al 
mismo tiempo embarazosos conflictos en la aplicación de 
las diversas leyes civiles i políticas que hablan ele los fa-
llidos. 
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Si a las observaciones precedentes, se agrega que todas 
las conveniencias están mas bien del laclo restrictivo de la 
rehabilitación, que no de su ampliación, se convendrá en 
que la lei de 11 de enero no puclo anclar mas desgraciada 
en su reforma. - . 

En efecto, por poco que se conozca la historia de nuestro 
comercio, no se ignorará que clia por clia aumenta el núme-
ro de comerciantes inescrupulosos, que, teniendo bastante 
astucia para no dejar huellas de su mala fé_, esplotan la 
demasiado buena de graneles i, lo que es peor, de pequeños 
acreedores. 

A esos comerciantes, a veces fallidos en medio de la ri-
queza, i a menudo mas acaudalados que muchos de sus 
acreedores, no seles puede abrir la ancha puerta de la reha-
bilitación, no se les puede hacer gracia ele las poquísimas 
sanciones que podrían hacerlos trepidar antes ele provocar 
su propia quiebra con el fin ele defraudar a sus acreedores. 
Mucho ménos puede hacerse eso en Chile, pais nuevo, 
donde, por sus condiciones económicas, puede establecerse 
como axioma que tocio jiro comercial, fuera de los esen-
cialmente aleatorios, cuando 110 cía pingües resultados con 
relación al capital empleado, los da medianos a lo ménos, 
razón por la cual apenas si se presentan casos ele fallidos 
que reúnan la buena fé en la quiebra i una mediana pru-
dencia en los negocios. 

Seria conveniente, por tanto, derogar los números 12 i 13 
del artículo único ele la lei ele 11 ele enero de 1879, i restituir 
en todo su vigor el inciso 1.° del artículo 1528. 

X X X I V 

Por las consideraciones jenerales hechas sobre el carác-
ter anticuado de nuestra lejislacion mercantil, i por las con-
sideraciones particulares espuestas con relación a determi-
nadas disposiciones clel Código ele Comercio, tengo el honor 
de proponer a la Honorable Cámara de Diputados el si-
guiente 
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Artículo 1.° Se reforma el Código de Comercio con arre-
glo a las disposiciones siguientes: 

T I T U L O P R E L I M I N A R 

Disposiciones jenerales 

Art. 2." Se derogan los artículos l . ° i 5." i los números 
3.° i 12 del artículo 3.°, el cual pasará a ser el primero del Có-
digo. 

Art. 3.° Se sustituyen los números 1.a, 2.°, 4.°, 5.°, 6.°, 
7.°, 8.°, 9.°, 10 i 11 del artículo 3.°, por los siguientes: 

1.° La compra, permuta i arrendamiento de cosas mue-
bles, hecha con ánimo de venderlas, permutarlas, arren-
darlas o sub-arrendarlas en la misma forma o en otra dis-
tinta, i la venta, permuta o arrendamiento de estas mismas 
cosas. 

2.° La compra o venta de un establecimiento de comercio. 
3.° El mandato comercial. 
4.° Las empresas fabriles i manufactureras i las de cons-

trucciones terrestres por un precio alzado. 
5." Los almaces, tiendas, cafées, hoteles i otros estable-

cimientos semejantes. 
6.° Las empresas de trasporte por tierra, rio o lagos 

navegables. 
7." Las empresas de depósito de mercaderías i los mar-

tillos, 
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8.° Las empresas de espectáculos públicos, respecto del 
empresario, sin perjuicio de las medidas de policía que 
corresponda tomar a la autoridad administrativa. 

9.° Las empresas de seguros terrestres a prima, incluso 
aquellas que aseguran mercaderías trasportadas por rios o 
lagos navegables. 

12. Las operaciones de cambio entre toda clase de per 
so ñas. 

13. Las operaciones de banco. 

Art. 4.° Se agregan al artículo 3." los números siguientes: 
10. Los contratos de sociedades comerciales anónimas 

en comandita, i de cuentas en participación. 
11. El contrato de cuenta corriente. 
14. Las obligaciones accesorias contraídas para asegurar 

el cumplimiento de otra obligación mercantil. 
22. I los demás actos a que este Código atribuye acci-

dentalmente en otros títulos el carácter de tales. 

L I B R O P R I M E R O 

I>© los ocmneroiaivteg i d© los ajentes 
fiel comercio 

TITULO I 

De la calificación de los comerciantes i del rejistro del comercio 

Art. 5.° Se sustituye el artículo 7." por el siguiente: 
Son comerciantes las personas naturales o jurídicas que, 

teniendo capacidad para contratar, hacen del comercio su 
profesion habitual. 

Art. 6." Se sustituye el artículo 9.° por el siguiente: 
Los menores comerciantes habilitados de edad pueden 

hipotecar libremente sus bienes inmuebles para asegurar 
el cumplimiento ele las obligaciones mercantiles que con-
traigan. 
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Art. 7.° Se sustituye el artículo 12 por el siguiente: 
La mujer casada mayor de veintiún años i menor de vein-

ticinco puede igualmente comerciar con la autorización de 
su marido mayor de edad. 

Si su marido fuere menor de veintiún años, la autoriza-
ción necesitará ser aprobada por la justicia ordinaria, i 
publicado i rejistrado el decreto aprobatorio en la forma 
prescrita por la lei. 

Art. 8.° Se agrega al inciso 1.° del artículo 17 la frase si-
guiente: «en Jo relativo a los negocios de su jiro». • 

Art. 9.° Se sustituye el artículo 18 por el siguiente: 
El menor comerciante i la mujer casada, esté o no divor-

ciada o separada de bienes, pueden comparecer en juicio 
por sí solos én las cuestiones relativas a su comercio. 

Art. 10. Se agregan al título II del libro I, entre el ar 
tículo 18 i el 19 los dos artículos siguientes: 

Art. 11. Se prohibe ejercer el comercio: 
1.° A los clérigos i a las corporaciones eclesiásticas; 
2.° A los jueces de letras i ministros de Corte, dentro 

del territorio en que ejercen jurisdicción; 
3.° A los militares en actual servicio; 
4.° A los empleados de policía, dentro del territorio mu-

nicipal en que sirvieren; 
5.° A los fallidos culpables o fraudulentos. 

Art. 12. El que infrinjiere alguna de las prohibiciones 
enumeradas en el artículo anterior, no tendrá derecho a 
exijir el cumplimiento, de los actos o contratos mercantiles 
en que tuviere parte. 

TÍTULO II 

De las obligaciones de los comerciantes 

Art. 13. El párrafo I del título Ií del libro I se denominará: 
De la inscripción i publicación de documentos. 
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Art. 14. Se agregan al artículo 22 los siguientes nú-
meros: 

6.° De las escrituras en que el padre, guardador o marido 
autorizaren a sus hijos, pupilos o mujeres para ejercer el 
comercio. 

7.° De los demás cuya inscripción exija especialmente 
este Código. 

Art. 15. Se agrega al párrafo ya indicado, entre el ar-
tículo 23 i 24, el siguiente: 

Los estractos a que se refiere el artículo 22 serán fijados 
durante treinta dias en la secretaría del juzgado respectivo 
i publicado por diez veces en un periódico del departamen-
to, o en carteles fijados en tres de los parajes mas pú-
blicos, si no lo hubiere, salvó las modificaciones estable-
cidas por otros artículos de este Código. 

Art. 16. Se sustituye el artículo 24 por el siguiente: 
Las escrituras sociales o los poderes de que no se hubie-

re tomado razón, o que no se hubieren publicado en la 
forma prevenida en los artículos anteriores, no producirán 
efecto alguno entre los socios ni entre el mandante i el 
mandatario; pero los actos ejecutados o contratos celebra-
dos por los socios o mandatarios surtirán pleno efecto res-
pecto de terceros. 

Art. 17. Se agrega al fin del párrafo 2 del título II ya 
citado, el siguiente artículo: 

Los libros indicados en los tres primeros números del 
artículo precedente serán rubricados en cada una de sus 
hojas por los secretarios de los juzgados de letras del res-
pectivo departamento; i en la primera se pondrá una nota, 
fechada i firmada por el mismo funcionarlo, que indique el 
número de ellas i la persona a quien pertenece el libro. 

Al fin de cada año los comerciantes deberán hacer firmar 
por el secretario del juzgado de comercio, con indicación 
de la fecha, el último asiento del libro diario. 

Art, 18. Se sustituye el artículo 42 por el siguiente: 
1 1 - 1 2 
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Los tribunales no pueden ordenar la manifestación i re-
conocimiento jeneral ele los libros, de oficio ni a petición de 
los que contratan con el dueño de ellos, salvo en los casos 
de sucesión universal, liquidación de las sociedades lega-
les o convencionales i quiebras. 

Art. 19. Se agrega al artículo 46 el siguiente inciso: 
Deberán también conservar en el mismo orden los oriji-

nales de las cartas que recibieren con relación a su jiro. 

TÍTULO III 

De l o s c o r r e d o r e s 

Art. 20. Se derogan los artículos 4-8, 49, 50,51, 52,53, 
54, 75, 76 i 80 del título III del libro I del Código de Co-
mercio, los cuales serán sustituidos por los siguientes: 

Art. . . . Los corredores están encargados por la lei de 
facilitar la celebración i conclusión de los contratos, sir-
viendo de intermediarios entre las personas que quieran 
celebrarlos. 

Art. . . . El corredor encargado de una operacion no po-
drá firmar las escrituras que a ella se refieren; ni pagar ni 
percibir válidamente como mandatario de las partes. 

Art. . . . El corredor que infrinjiere las prohibiciones del 
artículo anterior o que no diere a conocer a uno de los con-
tratantes el nombre del otro, se hace responsable de la 
ejecución del contrato, como si le perteneciera, sin perjui-
cio de los derechos del contratante cuyo nombre se ha si-
lenciado, para hacer suyo el contrato o reclamar la indem-
nización de daños i perjuicios. ' 

Art. 21. Se deroga el número 3.° del artículo 55, i se su-
prime del número 4." las palabras «o infamante». 

Art. -'2 Se sustituye el número 1.° del artículo 56 por el 
siguiente: 

1.° A responder de la identidad de las personas que con-
tratan po" su intermedio. 

Interviniendo en contratos celebrados por personas in-
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capaces, responderán de los perjuicios que resultaren di-
rectamente de la incapacidad, si se probare o presumiese 
fundadamente que lo hicieron a sabiendas de ella. 

Art. 23. El inciso 3.° del número 4." del artículo 56 pasa-
rá a ser inciso último del número 3.° del mismo artículo. 

Art. 24. Se agrega al artículo 57 el siguiente inciso: 
El corredor que infrinjiere la prohibición del inciso pre-

cedente, queda obligado a la devolución de los beneficios 
que hubiese realizado i a l a indemnización de daños i per-
juicios en favor de las personas en contra de las cuales hu-
biere cometido la infracción. La sentencia que declare haber 
lugar a dichos perjuicios, produce inhabilitación perpetua 
para el ejercicio de la correduría, i priva al corredor culpaba 
del salario i de todos los derechos que pudiera hacer valer en 
razón de las operaciones en que interviniere posterior-
mente. 

Art. 25. Se suprime el artículo 64. 

Art. 26. Se sustituye el artículo 66 por el siguiente: 
Los derechos de corretaje serán fijados por las partes, i, 

a falta de estipulación, serán fijados por el juez, tomando 
por base la costumbre del lugar. 

Art. 27. Se sustituye el artículo 67 por el siguiente: 
Los corredores o comisionistas encargados de comprar o 

vender efectos públicos, quedan personalmente obligados a 
pagar el precio de la compra o hacer la entrega de los efec-
tos vendidos, i se sujetarán en todo a las reglas de la co-
misión mercantil, sin perjuicio de lo dispuesto en los ar-
tículos siguientes. 

Art. 28. Se agrega a los artículos 69 i 70, despues de las 
palabras «un corredor», las siguientes: «o comisionista». 

Art. 29. Se sustituye el artículo 71 por el siguiente: 
El corredor o comisionista es responsable de la autenti-

cidad de la última firma de los documentos públicos que 
negociare. 
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TITULO IV 

De los martilieros 

Art. 30. Se derogan los artículos 82, 83 i 84 del Código de 
Comercio. 

Art. 31. Se sustituye el artículo 81 por el siguiente: 
Los martilieros son comerciantes encargados de vender 

públicamente al mejor postor, productos naturales, mue-
bles i mercaderías sanas o averiadas. 

Art. 32. Se sustituye el inciso final del artículo 88, por el 
siguiente: 

La violacion de estas prohibiciones deja al martiliero 
sujeto a la indemnización de daños i perjuicios, apreciados 
prudencialmente por el juez, i ademas a una multa que no 
baje de cien pesos ni exceda de trescientos. 

Do los contratos 1 obligaciones mercanti les 
o 11 jeneral . 

Art. 33- Se derogan los artículos 96, 110, 113 i 126 del 
Código de Comercio, quedando las materias a que ellos se 
refieren sujetas a las reglas j enera les del Código Civil. 

Art. 34. Se agregan al fin del artículo 128 las palabras 
«o privada». 

Art. 35. Se sustituye el artículo 129 por el siguiente: 
Ar t . , . . . En los negocios mercantiles, todo acto o consen-

timiento trasmitido por telegrama es válido i hace prueba, 

L I B R O S E G U N D O 

TÍTULO I 

j onerale s 
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como escritura privada, siempre que se pruebe la autentici-
dad de la firma puesta en el orijinal, o el hecho de haber 
el firmante solicitado su trasmisión, personalmente o por 
medio de un tercero. 

El consentimiento prestado por medio de un telegrama 
es válido aun para los casos en que la lei exije que se otor-
gue escritura pública, siempre que el orijinal haya sido au-
torizado por un notario i dos testigos. 

TITULO II 

De la compra-venta 

Art. 36. Se derogan los artículos 141, 142, 143,144, 145, 
147, 150 i 155 del título II del libro II clel Código de Comer-
cio, i se restablecen, en lo relativo a las materias contenidas 
en ellos, las reglas jenerales del Código Civil. 

Art. 37. Se sustituye la palabra «rescisión» del artículo 153 
por esta otra: «resolución». 

Art. 38. Se sustituye el inciso tercero del artículol57 por 
el siguiente: 

En este caso el comprador podrá, respecto de las porcio-
nes no recibidas, hacer uso de los derechos que le confiere 
el artículo 152. 

Art. 39. Se agrega al articulo 159, después de las palabras 
«acreditando que los cabos de las piezas», las siguientes: «o 
contenido de los bultos». 

TITULO Y 

Del trasporte por tierra, lagos o nos navegables 

Art. 40. Se derogan los artículos 167,184, 207 i 208 del 
Código de Comercio, i las materias de que en ellos se trata 
quedan sujetas a las reglas jenerales. 
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Art. 41. Se sustituye la palabra «reseindible» del artículo 
169 por esta otra: «revocable». 

Art. 42. Se sustituyen las palabras «reseindible» i «reso-
lución» del artículo 170 por las siguientes: «resoluble» i «re-
solución». 

Art. 43. Se sustituye la frase «inclusas las personas que 
se obligan ocasionalmente a conducir pasajeros o mercade-
rías», del artículo 171, por la siguiente: «incluso los indivi-
duos que se obligan a trasportar personas o mercaderías i 
que no lo hagan por sí mismos ni por sus dependientes asa-
lariados, sino tratando la conducción con otro porteador o 
empresario de trasportes». 

Art. 44. Se sustituye la palabra'«rescisión» del artículo 
182 por esta otra: «resolución». 

Art. 45. Se sustituye el artículo 190 por el siguiente: 
El cargador tiene derecho a ser pagado del importe de las 

indemnizaciones que le deba el porteador porcausa de retar-
do, pérdidas o averías, con el valor de las bestias, carruajes, 
barcas, aparejos i demás instrumentos principales o acceso-
rios del trasporte, en el orden de preferencia que se le señala 
en el título «De la graduación de acreedores», 

Art. 46. Se sustituye el artículo 192 por el siguiente: 
No habiendo plazo prefijado para cargar las mercaderías, 

el porteador que habitualmente emprende viajes periódicos 
al lugar del destino de ellas, deberá recibirlas i conducirlas 
en el primero que emprenda. 

Art. 47, Se sustituye la palabra «rescisión» del inciso se-
gundo del artículo 195 por «resolución», i el inciso primero 
por el siguiente: 

Sidespues de comenzado el viaje sobreviniere un obs-
táculo. de fuerza m,ayor, el porteador podrá resolver el con-
trato, o continuar el viaje por otra ruta. 
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Art. 48. Se sustituye el inciso primero del artículo 212 por 
el siguiente: 

Sobre los efectos que el porteador conduzca, goza de privi-
lejio para ser pagado del porte i gastos que hubiere hecho, 
con la preferencia indicada en el'título «De la graduación de 
acreedores». 

Art. 49. Se sustituye el inciso segundo del número prime-
ro del artículo 214 por el siguiente: 

El recibo de las mercaderías otorgado por el consignata-
rio, acredita también el pago del porte i gastos, salvo que 
en él se esprese lo contrario. 

Art. 50. Se sustituyen el encabezamiento i el. número pri-
mero del artículo 216 por los siguientes: 

El consignatario que acepta las mercaderías porteadas, 
ademas de las obligaciones que son correlativas de los dere-
chos del porteador, tiene las siguientes: 

1.a Lacle otorgar al porteador recibo de las mercaderías 
que éste le entregare, en conformidad a lo dispuesto en la 
parte segunda del número primero clel artículo 214. 

Art. 51. Se agrega al artículo 229 el siguiente inciso: «Se-
rán nulas igualmente las estipulaciones que escluyan o que 
limiten la responsabilidad de las empresas de ferrocarriles, 
de propiedad del Estado o de los particulares, por la pérdida 
o daños causados a las personas o a las mercaderías traspor-
tadas, aun cuando tales limitaciones se encuentren autoriza-
das por los reglamentos jenera]es o particulares». 

TÍTULO VI 

Del mandato comercial 

Art. 52. Se derogan los artículos 239, 242, 246, 248, 251, 
252, 268, 285,289, 291, 298, 305, 306, 324 i 342 del Código 
de Comercio, quedando las materias a que ellos se refieren 
sujetas a las reglas jenerales del Código Civil. 
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Art. 53. Se suprime del articulo 233 la palabra «gra-
tuitamente». 

Art. 54. Se agrega, despues del artículo 233, el siguien-
te articulo: 

El mandato comercial es por su naturaleza asalariado. 

Art. 55. Se sustituye el encabezamiento del articulo 243 
por el siguiente: 
: La persona que habitualmen.te desempeña las funciones 
de comisionista i que rehusa el encargo que se le hace, 
quedará obligado bajo responsabilidad de daños i per-
juicios. 

Art. 56. Se suprimen del artículo 253 las frases «i ventas 
al fiado» i «o fiadas». 

Art. 57. Se agrega al fin del artículo 271 el siguiente 
inciso: 

La disposición del inciso último del artículo 57 es aplica-
ble al comisionista que por medios directos o indirectos 
infrinjiere la prohibición contenida en el número 2." pre-
cedente. 

Art. 58. Se sustituye el artículo 284 por el siguiente: 
Podrá el comisionista retener para la seguridad de sus 

anticipaciones, intereses, costos i salarios, los efectos que 
se le hayan entregade real o virtualmente por cuenta de su 
comitente. 

En caso de quiebra, sus derechos de prelacion Sobre esos 
efectos serán los mismos que tiene el acreedor prendario 
sobre la prenda. 

Art. 59. Se sustituye el artículo 287 por el siguiente: 
Los derechos que el artículo 284 confiere al comisionista 

sobre los efectos del comitente, se estienden a los produc-
tos que por ellos hubiese obtenido, sea cual fuere la forma 
en que existan al tiempo de la quiebra del comitente. 

Art. 60. Se suprime del artículo 288 la frase «espedidas 
de una plaza a otra». 
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Art. 61. Se sustituye el artículo 318 por el siguiente: 
Comisionista ele trasportes es aquel que por cuenta 

ajena i en su propio nombre o en el de su comitente, trata 
con un porteador la conducción de personas o mercaderías 
de un lugar a otro. 

Art. 62. Se sustituyen las palabras «rescindir» i «resci-
sión» del artículo 332 por «resolver» i «resolución». 

Art. 63. Se suprime el inciso 2.° de los artículos 339 
i 344. 

Art. 64. Se agrega al artículo 345, despues de la frase 
inicial «los contratos», la siguiente: «no comprendidos en 
el inciso 1.° del artículo anterior». 

TÍTULO VII 

De l a s s o c i e d a d e s 

Art. 65. Se derogan los artículos 427, 4-28, 429, 430, 431, 
432, 433, 434, 435, 436, 437, 438, 439, 449 i 459 del Código 
de Comercio. 

Art. 66. Se sustituye la palabra «trasmisible» del artículo 
369 por esta otra: «trasferible». 

Art. 67. Se sustituye el artículo 397 por el siguiente: 
Los administradores no necesitan poder especial para 

tomar en mutuo las canlidades estrictamente necesarias 
para poner en movimiento los negocios de su cargo, o sa-
tisfacer otras necesidades urjentes del jiro de la sociedad. 

Art. 68. Se sustituye el artículo 440 por el siguiente: 
Dentro del plazo fijado en el artículo 354 i para los efec-

tos que señala el artículo 355, se entregará en la secretaría 
del juzgado de comercio del departamento en que se esta-
blezca el domicilio social, una copia autorizada e íntegra de 
la escritura social. 

Las escrituras en que se reforme el contrato o en que 
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se acuerde la continuación de la sociedad despues del plazo 
estipulado, o su disolución anticipada, serán también ins-
critos, fijados i publicados en los términos i forma preve-
nidos. 

Art. 69. Se agregan, despues del 440, los dos artículos 
siguientes: 

(Art.) Ninguna sociedad anónima podrá dar comienzo a 
sus operaciones ántes de haber enterado en caja la cuarta 
parte, a lo menos, del capital social. 

El pago de dicha cuota deberá acreditarse ante el juez 
letrado de comercio del lugar, el cual, en vista de ello i 
de haberse otorgado i publicado la escritura social en la 
forma prevenida por la lei, espedirá un decreto autorizando 
a la sociedad para iniciar sus operaciones. 

(Art.) Toda sociedad anónima deberá destinar el dos por 
ciento de sus beneficios anuales para formar un fondo de 
reserva con el cual pueda atender a las exijencias estraor-
dinarias de su jiro. 

Cesará esa obligación desde el momento en que el fondo 
de reserva haya alcanzado a la cuarta parte del capital 
social. 

Art. 70. Se sustituye el inciso 1." del articulo 441 por el 
siguiente: 

La omision de la escritura social' o la de cualquiera de 
las solemnidades i obligaciones establecidas en los artículos 
440, 441 i 442, incluso la publicación trunca o alterada de 
las escrituras, produce nulidad. 

Art. 71. Se suprimen del artículo 444 las frases «o apro-
piarse las cantidades que éste hubiese entregado, rectifi-
cándole el título que tenga»; i «de número». 

Art. 72. Se suprimen de los artículos 450, 451, 452 i 453 
las frases: «definitivos», o «de una promesa .de acción» i 
«o promesas de acción». 

Art. 73. Se agrega al fin del artículo 461 el siguiente in-
ciso: 
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La omision en el cumplimiento de las precedentes obli-
gaciones sujeta a los administradores a responder solida-
riamente de los contratos celebrados por la sociedad du-
rante el período a que se refiera la omision. 

Art. 74. Se sustituye el inciso 1.° del artículo 463 por el 
siguiente: 

Se prohibe la repartición de dividendos si los beneficios 
del período respectivo no alcanzaren a completar el dos 
por ciento del capital social, que debe destinarse a formar 
el fondo de reserva. 

Art. 75. Se sustituye el artículo 485 por el siguiente: 
El comanditario que violare la prohibición del artículo 

precedente quedará personalmente responsable de todas las 
pérdidas i obligaciones de la sociedad, sean anteriores o 
posteriores a la contravención, i solidariamente con los 
jestores cuando éstos hayan tenido conocimiento o parti-
cipación en esos actos. 

Art. 76. Se sustituye la frase inicial: «Los accionistas 
que tuvieren etc.», del artículo 506 por esta otra: «Los ac-
cionistas, cuando tuvieren», etc. 

TITULO VIII 

Del seguro en jeneral i de los seguros terrestres en particular 

Art. 77, Se suprime el número 4."del artículo,522. 

Art. 78. Se sustituye la frase «valor insoluto» del inciso 
2-° del artículo 525 por esta otra: «valor restante». 

Art. 79. Se sustituye la frase final del inciso último del 
artículo 531, por la siguiente: 

I el asegurador podrá reclamar del asegurado el pago 
de toda la prima, o una indemnización que se fijará según 
la naturaleza del seguro. 
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Art. 80. Se sustituye la palabra «rescisión» del articulo 
544 por «resolución», i la palabra «rescisoria» por «resolu-
toria». 

Art. 81. Se sustituye el encabezamiento del artículo 557 
por el siguiente: 

El seguro se rescinde o se resuelve. 

Art. 82. Se sustituye el inciso 1.° del artículo 566 por el 
siguiente: 

Si se celebrare un seguro sobre cosas que ya han corri-
do el riesgo, hayanse salvado o perecido en él, el seguro 
se tendrá por no celebrado, aunque el asegurador i el ase-
gurado hayan procedido con ignorancia de la pérdida o 
salvación del objeto asegurado. 

Art. 83. Se sustituye el encabezamiento del artículo 575 
por el siguiente: 

El seguro de vida se resuelve. 

Art. 84. Se suprime el artículo 579. 

Art. 85. Se sustituye la frase «El asegurado contra el 
riesgo de vecino o contra los riesgos locativos» . . . del ar-
tículo 581, por la siguiente: 

El asegurado contra el daño que el incendio de su pro-
piedad puede ocasionar a vecino, o contra los riesgos de 
que sea responsable en calidad de arrendatario . . . . 

Art. 86. Se agrega, al fin del párrafo 5 del título VIII, él 
siguiente artículo: 

El juez podrá exonerar al asegurador de la obligación 
de pagar el seguro, siempre que haya antecedentes i pre-
sunciones que le permitan formarse conciencia de que el 
incendio ha sido voluntario, de parte del asegurado. 

Art. 87. Se deroga el número 3.° del artículo 587. 
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TITULO IX 

Del contrato de cuenta corriente 

Art. 88. Se sustituye la palabra «trasmisibles» del ar-
tículo 604 por esta otra: «trasferibles». 

TITULO X 

Del contrato i de las letras de oambio 

Art. 89. Se suprime del artículo .620 la frase: «en un lu-
gar distinto ele aquel en que se celebra la convención». 

Art. 90. Se suprime del artículo 622 la frase: «la edad». 

Art. 91. Se sustituye el artículo 624 por el siguiente: 
El librador puede entregar al tomador una letra de cam-

bio jirada por él o por un tercero por primera, segunda o 
mas vias, salvo el caso de convención en contrario. El li-
brador que entregue una letra jirada por un tercero queda 
responsable del pago de ella como si la hubiera jirado él 
mismo, salvo su derecho para repetir contra dicho tercero. 

Art. 92. Se suprime del encabezamiento del artículo 633 
la palabra «necesariamente». 

Art, 93. Se sustituye la palabra «trasmite» del articulo 
655 por esta otra: «trasfiere». 

Art. 94. Se sustituye el artículo 671 por el siguiente: 
La aceptación debe ser pura i absoluta; pero el tenedor 

podrá admitir una aceptación parcial, protestándola por 
el resto. 

Art. 95. So sustituye el inciso 1.° del articulo 678 por el 
siguiente: 

Publicada la quiebra clel librador u ordenador, el librado 
no podrá aceptar las letras jiradas a su cargo, ni pagar las 
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que no necesiten de aceptación previa, i los acreedores 
tendrán derecho para exijirle que declare si las ha acep-
tado o nó. 

Art. 96. Se suprime del artículo 680 la palabra «soli-
dariamente». 

Art. 97. Se agrega el siguiente inciso, despues del enca-
bezamiento del artículo 68.5: «Las jiradas a la vista o a dias 
o meses vista sobre la misma plaza, dentro de los diez dias 
de su fecha». 

Art. 98. Se sustituye el artículo 686 por el siguiente: 
Negada la aceptación, el portador deberá protestar la 

letra en el tiempo i forma prescritos en el párrafo 10 «De 
los protestos», i dar el aviso ele que habla el inciso 2.° del 
articulo 698, bajo la sanción impuesta por el articuló 701. 

Art. 99. Se agrega al artículo 688 el siguiente inciso: 
Sin embargo, el portador de una letra pagadera en el lu-
gar de su jiro conservará sus derechos, aun cuando omita 
el pretesto, siempre que devuelva la letra o dé aviso al li-
brador o endosánte dentro de los tres dias siguientes al 
rechazo d é l a aceptación. 

Art. 100. Se suprimen del artículo 702 las palabras «o 
endosante». 

Art. 101. Se sustituye el inciso 2.° del número 2.° del ar-
ticulo 706 por el siguiente: 

Si la letra hubiese sido aceptada ántes de su pérdida, o 
si es de aquellas qe no necesitan aceptación previa para ser 
pagada, se solicitará que se prohiba el pago, a ménos que 
se, otorgue fianza suficiente. 

Art. 102. Se sustituye el inciso 1.° del articulo 710 por el 
siguiente:. 

El propietario de una letra aceptada, o de aquellas que 
para ser pagadas no necesitan de aceptación previa, que se 
le haya estraviado i que no tenga otro ejemplar para pre-
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sentar al pago, podrá exijir al aceptante el depósito de la 
cantidad librada, i si éste lo resistiere, hará constar su re-
sistencia por medio de una protesta hecha ante un notario 
público. 

Art. 103. Se sustituye la palabra «podrá» del inciso 1.° 
del articulo 718 por esta otra: «deberá». 

Art. 104. Se sustituye el articulo 724 por el siguiente: 
El protesto de una letra por falta de pago deberá hacerse 

en el dia siguiente al de su vencimiento i cobro, salvo 
que fuere festivo, en cuyo caso se hará en el primer dia 
hábil. 

Art. 105. Se suprime el inciso 2 o del articulo 730. 

. Art. 106. Se sustituye el inciso 2." del articulo 736 por el 
siguiente: 

Presentándose el librado o aceptante en el tiempo medio 
con el íin de aceptar o pagar la letra i los gastos del protes-
to, el notario hará constar la aceptación o admitirá el pago, 
entregará la letra i cancelará el protesto. 

TITULO XI 

De las libranzas i de los vales o pagarées a la orden 

\ r t . 107. Se deroga el titulo XI del Código de Comercio, 
i en su lugar se agrega al titulo X, «Del contrato i délas le-
tras de cambio», el siguiente párrafo: 

§ 14.—DE LOS V4.LES O P A G A R É E S I I E LOS CHEQUES 

(Art.)... Vale o pagaré es un escrito por el cual la persona 
que lo firma se reconoce deudora a otra de cierta cantidad 
de dinero, que se obliga a pagar dentro de un determinado 
plazo. 

(Art.)... Todo el que tenga en un banco o en poder de un 
comerciante, una cantidad de dinero, a titulo de depósito, 
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cuenta corriente o crédito, podrá disponer de ella, en todo o 
en parte, por medio de un cheque u orden de pago. 

(Art.)... Se aplican a los vales o pagarées i a los cheques 
as disposiciones jenera'es de las letras de cambio, sin per-

juicio de las modificaciones contenidas en los artículos si-
guientes. 

(Art.).. El cheque debe espresar: 
1.° la fecha; 
2.° el nombre de la persona contra quien se jira i el de la 

persona acuya Orden debe hacerse el pago; 
3.° si es pagable al portador; 
4.° la cantidad que se manda pagar; i 
5.° la firma del que lo jira. 
(Art.)..: Si el cheque contiene la frase: «Páguese para el 

que suscribe», u otra análogt, se considerará como una 
simple comision de cobranza i queda sujeto en todo a las 
reglas del mandato mercantil. 

(Art.)... Los pagarées i los cheques que no procedan de 
operaciones mercantiles, serán considerados como docu-
mentos probatorios de obligaciones sujetas a las prescrip-
ciones del Código Civil, ménos en lo relativo a su trasferen-
cia, la cual se hará en la forma establecida para todos los 
documentos negociables por la via del endoso. 

Los pagarées i ios cheques de comerciante a comerciante 
se presumen actos de comercio. 

(Art.) . . El portador de un pagaré o de un cheque pa-
gaderos en otra pláza deberá presentarlos para su acepta-
ción o para su pago dentro de los plazos fijados para las 
l e t r a s de cambio; pero si fueren pagaderos en el mismo 
lugar, deberán ser presentados o cobrados dentro de los 
diez dias siguientes a su vencimiento, o a su fecha, si no 
tuviesen plazo. 

(Art.) . . El portador de un pagaré o de un cheque, que 
no reclama la aceptación o pago en los plazos señalados 
en el artículo anterior, o que.no los devuelve o cía aviso a 
los endosantes, dentro ele los tres chas siguientes al recha-
zo, pierde su acción contra ellos. 

En los mismos casos, el portador ele un cheque pierde 
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también su acción contra la persona que lo ha emitido, si 
el pago se hace imposible por hecho o culpa del deposita-
rio del dinero, posteriores al vencimiento de los plazos in-
dicados. 

T Í T U L O X I I I 

Del préstamo 

Art 108. Se suprime el artículo 803. 

T Í T U L O X I V 

Del depósito 

Art. 109. Se agrega, despues del artículo 808, el siguiente: 
La propiedad de las cosas depositadas en bodegas abier-

tas al público, se trasfiere por el endoso del certificado o 
boleta de depósito, o por la simple tradición manual, si son 
al portador. 

TÍTULO XVI i XVII 

De la fianza.—-De la prescripción 

Art. 110. Se suprimen los títulos XVI i XVII del Código 
de Comercio, quedando la fianza i la prescripción de las 
obligaciones mercantiles sujetas a las reglas jenerales del 
Código Civil 

L I B R O T E R C E R O 

TÍTULO I 

De las naves mercantes i de los propietarios i oo-propietarios 
de ellas 

Art. 111. Se suprime del inciso 2." del artículo 825 la frase 
«ellas responden de las deudas comunes i privilejiadas del 
propietario i». 

Iá~i4 
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Art. 112. Se agregan al titulo I del libro III del Código 
de Comercio, despues del artículo 834, los siguientes: 

(Art .) . . La hipoteca sobre una nave o sobre una parte 
de ella solo podrá constituirse por escritura pública. 

Dicha escritura no producirá efecto alguno respecto de 
terceros, si no ha sido otorgada o inscrita en el rejistro es-
pecial a que se refiere el artículo 833, i ademas anotada en 
la matrícula de las naves, que debe llevarse con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 827. 

Si la escritura se otorgare en pais estranjero, la inscrip-
ción se hará en los rejistros del Consulado de la República 
que corresponda. 

En ambos casos, el funcionario encargado de llevar la 
matrícula de las naves o el cónsul respectivo, no podrán 
hacer la anotacion e inscripción de que habla el presente 
artículo sino despues de hacer constar el gravamen en el 
Certificado de matrícula que debe llevar el capitan de cada 
nave. 

(Art .) . . Si la hipoteca recae sobre una nave en construc-
ción, bastará que la escritura sea otorgada o inscrita en el 
rejistro especial de que ántes se habla. 

Concluida la construcción de la nave, se mencionarán 
en el certificado de matrícula las escrituras de hipoteca 
ántes otorgadas. 
' (Art.) . . Si la escritura de hipoteca es a la orden, el en-

doso de ella, hecho por el acreedor, trasfiere el crédito i 
todos los derechos accesorios. 
¡ (Art.) . , El acreedor en cuyo favor se ha hipotecado una 
parte de la nave solo podrá exijir la venta de esa parte, o 
que se le subrogue en los derechos del deudor, respecto de 
los otros co-propietarios de la misma nave, 

Art. 113. Se agrega al fin del artículo 835 el siguiente 
número: 

11.° Las cantidades prestadas con garantía hipotecaria 
de la nave, o de una parte de ella, según el orden de su ano-
tacion en la.matrícula. 

Árt. 114. Se agrega al número 2:9 del artículo 840, des^j 
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pues de las palabras «sesenta días» las siguientes: «o los 
completare en el puerto despues de su llegada». 

Art. 115. Se sustituye la palabra «podrá» del artículo 
845 por esta otra: «deberá». 

Art. 116. Se suprime el artículo 861. 

TÍTULO II 

De las personas que intervienen en el comercio marítimo 

Art. 117. Se suprimen los números 3.° i 7.° del artículo 
865, el inciso 2.° del artículo 870, el inciso 2.° del artículo 
880, los números 1.°, 2.°, 3.° i 10.° del artículo 905, los nú-
meros 3.°, 4.°, 5.°, 8.°, 10.°, 13 i 15 del artículo 907, i el ar-
tículo 912 del título II del libro III del Código de Comercio. 

Art. 118. Se agrega a) fin del artículo 879 el siguiente in-
ciso: 

El abandono comprenderá la indemnización que el navie-
ro obtenga de los aseguradores de la nave. 

Art. 119. Se suprime del artículo 894 la frase «salvo que 
el tiempo no sea favorable o». 

Art. 120. Se sustituye el inciso 1.° del número 9.° del 
artículo 898 por el siguiente: 

8.° Jirar letras de cambio contra el naviero, en ausencia 
de éste o de su consignatario, para costear las reparaciones 
i aprovisionamiento de la nave que sean de absoluta i ur-
jente necesidad, siempre que, encontrándose agotados los 
fondos del naviero, no pueda obtenerlos de los correspon-
sales de éste o de los interesados en la carga. 

Art. 121. Se sustituye el númeroS.0 del articulo 898 por 
el siguiente, que pasará a ocupar el lugar siguiente ab nú-
mero 8.° reformado: 

9." Tomar dinero a la gruesa sobre la nave, hallándose 
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en las circunstancias previstas en el inciso primero del nú-
mero anterior i no pudiendo jirar las letras de cambio de 
que en él se habla ¡ 

Art. 122. Se sustituye la palabra «libros» del número 8." 
del artículo 905 por las siguientes: «los libros». 

Art. 123. Se sustituye el artículo 913 por el siguiente: 
El capitan que venda la nave, tome dinero a la gruesa so-

bre el casco i quilla, jire letras a cargo del naviero, venda 
mercaderías o vituallas fuera de los casos i sin las solem-
nidades prevenidas por la lei, quedará obligado a indemni-
zar plenamente a los interesados de todos los daños i perjui-
cios resultantes de esos actos, i a pagar una multa de 1,000 
a 2,000 pesos. 

TÍTULO III 

De loa oontratos de los hombres de mar 

Art. 124. Se sustituye el artículo 933 por el siguiente: 
La palabra «tripulación» comprende los marineros i gru-

metes de la nave i los oficiales de ella, escepto al capitan, 
La misma significación envuelven las frases «hombres de 
mar» i «jente de mar». 

TÍTULO IV 

Del fletamento, del conocimiento i de los pasajeros 

Art. 125. Se deroga el inciso 8.° i se agrega al fin del in-
ciso 2." del artículo 983 la frase siguiente:, «casos en que 
tampóco tendrá lugar la acción rescisoria concedida al fle-
tador en el inciso precedente». 

Art. 126. Se suprime del artículo 1032 la frase: «pero los 
cargadores podrán abandonarle por el flete los líquidos cu-
yas vasijas hubieren perdido mas de la mitad de su con-
tenido». 

Art. 127. Se agregan al fin del inciso 3.° del artículo 1038 
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las palabras siguientes: «o por el vencimiento de dicho 
plazo». 

Art. 128. Se sustituyen las palabras «el cargador pre-
sentará al capitán», del articulo 1049, por las siguientes; 
«El capitán presentará al cargador». 

TITULO V 

De los riesgos i daños del trasporte marítimo 

Art, 129. Se sustituye la designación del título V del 
libro III Código de Comercio por la siguiente: De las ave-
rias 

Art. 130. Se suprimen los artículos 1158 i 1160 del mismo 
título. 

Art. 131. Se sustituyen las palabras «déla nave, del Car-
gamento o de ambas cosas a la vez» del número 1.° del ar-
tículo 1090 por las siguientes: 

De la nave i del cargamento a la vez, 

Art, 132. Se suprime el número 2." del artículo 1139. 

Art. 133, Se sustituye el inciso 2,° del artículo 1166 por 
él siguiente: 

Reuniéndose en una misma persona la doble calidad de 
inventor i salvador, la gratificación de salvamento que 
otorgan los artículos 636 i 638 del Código Civil, podrá es-
tenderse prudencialmente por el juez hasta los tres quin-
tos del valor de los objetos salvados, previa deducción del 
importe del salario de asistencia i salvamento. 

TITULO VI 

Del préstamo a la gruesa o a riesgo marítimo 

Art. 134. Se suprimen los incisos 2." i 3S° del artículo 
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1175, ol inciso 2.° del articulo 1192, el artículo 1212, los nú-
meros 5.°, 8." i 9.° del artículo 1238, i los artículos 1254 i 
1276. 

Art. 135. Se sustituyen las palabras «llegue a» del inciso 
3.° del artículo 1170, por estas otras «exceda de». 

Art. 136. Se sustituyen las palabras «capital i cambio 
marítimo de la misma nave», del inciso 1.° del artículo 1186, 
por las siguientes: «capital i cambio marítimo, la misma 
nave». 

Art. 137. Se sustituye el artículo 1194 por el siguiente: 
La fianza que se otorgare para garantir el cumplimien-

to de las obligaciones del tomador, se entenderá solidaria, 
si las partes no estipularen otra cosa. 

Art. 138. Se sustituye la frase «El dador tiene derecho 
al pago del Ínteres marítimo», del artículo 1201, por la si-
guiente: «El dador gana irrevocablemente el Ínteres ma-
rítimo» . . . 

Art. 139. Se agrega al fin del artículo 1206, el siguiente 
inciso: 

Si el préstamo a la gruesa hubiese recaido sobre nave o 
carga que estuviesen afectas a un seguro anterior, el dador 
concurrirá con el asegurador, en los términos del inciso 
1.° de este artículo, solo en la parte proporcional al resto 
del valor de la cosa afecta al préstamo. 

Art. 140. Se sustituye el artículo 1211 por el siguiente: 
Descargando el tomador durante, la travesía parte o el 

todo de las mercaderías afectas al préstamo, por haberse 
reservado espresamente la facultad de hacerlo, el dador no 
podrá perseguir esas mercaderías, caso que clespues de su 
desembarque ocurriere algún siniestro mayor en las res-
tantes o en las que hubieren sido nuevamente cargadas en 
subrogación de ellas; pero tendrá derecho para exijir del 
tomador la juslificacion de que trata el-articulo 1214. 
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Si las mercaderías restantes o nuevamente cargadas fue-
ren de un valor inferior a l a cantidad prestada, el dador 
podrá demandar la resolución proporcional del préstamo. 

Art. 141. Se suprime del artículo 1246 la frase: «i las pó-
lizas de préstamos a la gruesa». 

Art. 142. Se sustituye el inciso 2." del artículo 1262 por 
el siguiente: 

Si las mercaderías aseguradas parcialmente llegaren 
averiadas en todo o en parte al puerto de la descarga, se 
fijará por peritos el precio en bruto que habrían tenido si 
hubiesen llegado ilesas, i el precio actual, también en 
bruto; i la cuota que debe pagar el asegurador, en confor-
midad con el inciso 2.° del artículo 532, se determinará to-
mando por base esos precios. 

Ai t. 143. Se suprimen del inciso último del artículo 1277 
las palabras «el contrato de seguro». 

Art. 144. Se sustituyen las palabras «pasen de» del Inciso 
2.° del artículo 1289, por estas otras «lleguen a». 

Art. 145. Se sustituyen las palabras «si dentro de un 
año en los viajes ordinarios, o de dos», del inciso 1." del ar-
tículo 1305, por las siguientes: 

Si dentro de seis meses en los viajes ordinarios, o de 
un año . . . 
- En el inciso 2.° se dirá: «Los seis meses o el año se con-

tarán», en lugar de «El año o los dos años se contarán». . . 

L I B R O I V 

Do las qiilelbras 

TITULO I 

De la quiebra en jeneral 

Art. 146. Se sustituye la palabra «perdido», del número 
2.° del articulo 1332, por la siguiente: «arriesgado». 
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Se agrega al fin del mismo artículo el siguiente número: 
5 . ° Si e l fallido fuere una de las personas que tienen pro-

hibición de comerciar. 

Art. 147. Se agrega al fin del artículo 1336 el siguiente 
número: 

4.° Si el fallido fuere corredor. 

Art. 148. Se sustituye el artículo 1338 por el siguiente: 
El cónyuje i los ascendientes o descendientes consan-

guíneos o afines del fallido que sin noticia de él hubiesen 
sustraído bienes pertenecientes a la quiebra, serán casti-
gados como reos de hurto. 

TITULO II 

De la deolaracion de quiebra i sus efectos, etc. 

Art. 149. Se sustituye el inciso 2.° del artículo 1342 por 
el siguiente: 

Las personas que no gozan de la plenitud de sus dere-
chos civiles i que sin embargo estén facultadas para ejer-
cer el comercio, no podrán ser declaradas en quiebra sino 
hasta concurrencia de los bienes que estén afectos al cum-
plimiento de sus obligaciones mercantiles. Las reglas da-
das respecto ele la quiebra de los demás comerciantes se 
aplicarán solamente a esos bienes, como si formasen la to-
talidad de los c|ue les pertenecen. 

Art, 150. Se sustituye la frase «o hecha de oficio», del 
inciso 1,° del artículo 1343, por la siguiente: «o por los here-
deros del fallido». 

Art. 151. Se agrega antes del último inciso del artículo 
1345, el siguiente: 

«Si la sociedad fuere anónima, corresponderá hacer la 
manifestación de cesación de pagos a los miembros del 
último consejo directivo que hubiese tenido la sociedad, o 
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a las personas a quienes los accionistas, en la forma pres-
crita en los estatutos, hubiesen confiado su representación. 
La disposición del inciso anterior se estiende a las personas 
a que se refiere el presente. 

Art. 152. En virtud ele lo dispuesto en el número 1." del 
artículo único, de la lei ele 11 de enero de 1879, el número 
1." del artículo 1350 dirá: 

1.° La elesignacion provisional ele un síndico cpie tome a 
su cargo la administración de los bienes del fallido. 

Art. 153. Se agregan al mismo artículo, a continuación 
del 9.°, los incisos contenidos en el número 2.° de la lei cita-
da, que dicen: 

Si la quiebra fuere de bancos de depósitos o de emi-
sión, la convocacion i notificación prescritas en los números 
6.° i 7.°, se harán por medio de los diarios del departamen-
to en cjue la quiebra se declare, o por un solo diario, si en 
él no se publicaren mas. Sin perjuicio de esto, el síndico 
dirijirá aviso de la convocatoria por medio de cartas certi-
ficadas a aquellos acreedores cuyo clomicilio le fuere cono-
cido. Esta forma de citación será observada en los demás 
trámites del juicio que la recpiieran. 

Poclrá también el juzgaelo, fuera de los casos a que se 
refiere el inciso anterior, hacer estensiva esa misma forma 
de citación a los demás juicios de epiiebra, siempre que la 
necesidad]ele evitar gastos considerables i notable pérdida 
de tiempo, o el crecido número de acreedores asi lo exi-
jieren. 

Se sustituye el último inciso del número 2.° de la misma 
lei por el siguiente: 

Si la quiebra fuere de una sociedad anónima, las notifi-
caciones que hubieren de hacerse al fallido se harán a las 
personas a que se refiere el inciso 5.° del artículo 1345. 

Art. 154. Se agrega al artículo 1355, despues de las pa-
labras «marido comerciante», la frase siguiente: «ni el mari-
do acreedor de su mujer comerciante». 
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Art. 155. Se sustituye elartículo 1365 por el siguiente: 
Declarada la quiebra, ninpun acreedor podrá promover 

ejecución contra los síndicos, ni continuar la qüe tuviere 
iniciada contra el fallido; pero los acreedores hipotecarios 
de plazo vencido podrán ejercitar los derechos que les con-
fieren los artículos 2477 i 2479 del Código Civil, del modo 
i con las limitaciones que en ellos se espresan. 

Art. 156. Se suprime el artículo 1372. 

Art. 157. Se sustituye el arcículo 1379 por el siguiente: 
El auto que declare la quiebra o que niegue lugar a ella 

es apelable dentro de los cinco dias siguientes a [su noti-
ficación. 

Art. 158. Se sustituye el inciso 3." del artículo 1380 por 
el siguiente: 

Si la solicitud de reposición se fundare en un convenio 
con los acreedores, será desechada de plano. 

TITULO III 

De las dilijenoias consiguientes a la deolaraoion de quiebra 

Art. 166. Se suprime el inciso último del artículo 139. 

TITULO IV 

D e l o s s í n d i c o s 

Art. 159. Se sustituye el artículo 1412 por el que espresa 
el número 3.° cle la lei de 11 de enero de 1879, que dice: 

El juez se conformará a lo que acordare la mayoría de 
los acreedores presentes, tanto acerca del número de síndi-
cos que haya de nombrarse, como de la persona o personas 
que deben desempeñar este cargo; salvo que fueren de los 
inhabilitados para ejercerlo, según el artículo siguiente: 

La mayoría necesaria para decidir sobre ambos puntos 
será constituida por un voto mas sobro la. mitad de los 
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acreedores presentes, siempre que ademas reúnan la repre-
sentación de las tres quintas partes del total de los créditos 
de los votantes. 

No concurriendo dicha mayoría, el juez decidirá cuál ha-
ya de ser el número de síndicos i la persona o personas que 
hubieren de desempeñar este cargo. El nombramiento del 
juez deberá recaer en persona de notorias aptitudes, probi-
dad i solvencia. 

En ningún caso excederá de tres el número de los síndi-
cos que se nombraren. 

Art. 160. Se sustituye la frase «La viuda i herederos», 
del artículo 1423, pqr la siguiente: «El cónyuje i herederos». 

Art. 151. Se sustituye el artículo 1425 por el siguiente: 
Deberán asimismo examinar escrupulosamente la verdad 
de los créditos que se presenten en la quiebra, i hacer res-
pecto de ellos, ante el juzgado de comercio, las impugnacio-
nes que dicho exámen les sujiera. 

Art. 162. Se deroga el inciso final del artículo 14-26. 

Art. 163. So agrega al inciso último del artículo 1429-la 
siguente frase: «siempre que ellos formen la mayoría de 
que habla el artículo 1412». 

Art. 164. Se sustituye el artículo 1434 por el siguiente: 
En cualquier estado de la quiebra el juzgado podrá citar 

a junta de acreedores a fin de reducir el número ele los sín-
dicos nombrados, o aumentarlo hasta tres, si las necesida-
des de la administración así lo exijieren, sujetándose a lo, 
dispuesto en el artículo 1412. 

Art. 165. Se sustituye el artículo 1435 por el siguiente: 
Siempre cpie el juzgado ele comercio notare o presumiere 

que la administración se resiente ele impericia o neghjencia, 
o que se ha cometido fraude en ella, o que los síndicos se 
hallan en colusion con el fallido, o que existe cualquiera 
otra causa por la cual la remocion ele los síndicos puede 
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ser conveniente a los intereses déla masa, deberá citar a 
junta de acreedores para que deliberen i acuerden lo que 
crean oportuno en cuanto a la remocion i al nombramiento 
de nuevos síndicos, con arreglo al artículo 1412. La remo-
cion podrá también ser solicitada en los mismos casos por 
cualquiera de los acreedores o por el fallido. 

Si se acordare la destitución de todos los síndicos, el juez 
podrá nombrar uno que desempeñe provisionalmente el 
cargo entre tanto se procede al nombramiento de los defi-
nitivos. 

TÍTULO V 

Del exámen i reconocimiento de los créditos contra la quiebra 

Art. 166. Se sustituyen las palabras «verificación r e s p e s 
tiva», del inciso 1.° del artículo 1450, por las siguientes: 
«verificación del último crédito». 

Art. 167. Se agrega al artículo 1457 el inciso que espresa 
el número 10 del artículo único de la lei de 11 de enero de 
1879, que dice: El juez podrá ordenar, con previa audiencia 
del síndico, que entre tanto se suspendan los trámites de 
la quiebra, si de ello no se siguiere grave perjuicio a la 
masa fallida. Será causa bastante para ordenar dicha 
suspensión, la de estar fundado el convenio en la conser-
vación de las especies, que por su aprobación, deban de-
volverse al fallido; a menos que dichas especies corran pe-
ligro inminente de perderse o deteriorarse, o de un menos-
cabo notable en su valor, si la venta o realización de ellas 
hubiere de retardarse hasta la fecha señalada para la reu-
nión de los acreedores. 

Art. 168. Se suprime del artículo 1459 la frase «pero para 
ello será menester que intervenga el consentimiento unáni-
me de los acreedores concurrentes». 

Art. 169. Con arreglo a lo dispuesto en los números 5.° 
i 6.° de la lei de 11 de enero de 1879, el artículo 1460 se 
sustituye por el siguiente: 
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Tendrán voto en las deliberaciones relativas al conve-
nio, todos los acreedores cuyos títulos hayan sido verifi-
cados conforme a la lei; pero si el convenio se presentare 
ántes de la verificación de créditos, tendrán voto en dicha 
deliberación los acreedores que presentaren el respectivo 
título de su acreencia i juraren la sinceridad de ellas, si se 
les exijiere por alguno de los otros acreedores; a ménos 
que se deduzca impugnación motivada i circunstanciada 
contra el crédito. 

No tendrán voto en las deliberaciones del convenio, el 
cónyuje ni los parientes del fallido hasta el cuarto grado 
de consanguinidad o segundo ele afinidad inclusive, ni el 
acreedor que fuere actualmente síndico de la quiebra. 

Art. 170. Con arreglo a lo dispuesto en el número 7.° de 
la misma lei, se sustituye el inciso 1.° del artículo 1461 por 
el siguiente: 

Si en la junta en que se delibere acerca de la aprobación 
del convenio, se impugnare algún crédito, o la impugna-
ción deducida de antemano estuviere aun sin fallarse, el 
Juez podrá ordenar: o que continúe la deliberación hasta 
obtener votacion, si la cuantía del crédito impugnado no 
influye en el resultado de ella o los motivos en que se apoya 
la impugnación no implican fraude contra el fallido; o bien 
que se postergue la deliberación para cuando esas impug-
naciones sean falladas definitivamente; o bien admitir pro-
visionalmente a los dueños de los créditos impugnados, 
fijando la cantidad por la cual hayan de figurar en la deli-
beración. La impugnación que se dedujere contra algún 
crédito aun no verificado, será sustanciada i fallada en la 
forma prescrita por los artículos 14-48 i 1451 inclusive. 

Art. 171. Con arreglo a lo dispuesto en los números 8.° i 
9.° del artículo único de la lei citada, se sustituye el artículo 
1463, por el siguiente: 

El convenio se tendrá por aceptado, si reuniere a su fa-
vor la mitad i uno mas de los votos de los acreedores pre-
sentes, siempre que la cuantía de sus créditos ascienda por 
lo ménos a las tres quintas partes del total de los que fue-
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retí susceptibles de ser afectados por la aprobación del con-
venio. 

Para computar la mayoría absoluta ele los acreedores 
presentes, se contarán los renunciantes de que trata el in-
ciso 3.° del artículo 1460; i la cantidad hasta la que esten-
dieren su renuncia, se tomará en cuenta para formar la 
mayoría de las tres quintas partes del total de créditos. 

En el cálculo de estas tres quinfas partes figuran tam-
bién los créditos provisionalmente admitidos por la suma 
que hubiere designado el juez. 

Si no resultare aprobado el convenio, no podrá reiterar-
se ni proponerse otro nuevo por el fallido a menos que sea 
apoyado por la mayoría absoluta de los acreedores hábiles 
para votar en él. 

Si presentadas las propuestas de un convenio, el propo-
nente no hiciere practicar oportunamente las citaciones i 
demás trámites requeridos por la lei para la convocacion 
de los acreedores, de manera que éstos puedan concurrir 
el dia señalado por el juez para su reunión, se tendrá al 
proponente por desistido del convenio; i éste no podrá 
presentarse nuevamente por elmismo proponente, aunque 
tenga modificaciones, sino en la forma prescrita por el in-
ciso anterior. 

Art . 172. Se sustituye el inciso 1." del artículo 1466 por 
el siguiente: 

Si solo concurriere una de las mayorías exijidas para la 
celebración del convenio, la deliberación será postergada 
por ocho dias improrrogables. 

Art.' 173. Se deroga el artículo 1468. 

Art. 174. Se sustituye el inciso 2." del artículo 1469 por 
el siguiente: 

Iniciado un proceso por quiebra fraudulenta, se suspen-
derá toda deliberación relativa al convenio; i el juzgado de 
comercio convocará a los acreedores para qiie, si lo creen 
conveniente, acuerden suspender los procedimientos de 
la quiebra miéntras se falla dicho proceso, reservándose 
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deliberar sobre la admisión de un convenio en caso de ser 
absuelto el fallido. 

Art. 175. Se agrega al fin del inciso, 1." del artículo 
14781a frase siguiente: «quiénes podrán desde esa aproba-
ción iniciar o continuar contra el fallido i sobre los bienes 
afectos especíalo privilegiadamente al pa&o de.sus respec-
tivos créditos, las ejecuciones a que hubiere lugar». 

Art. 176. En conformidad con lo dispuesto en el número 
11 del artículo único de la lei de 11 de enero de 1879, el 
artículo 1489 se sustituye por el siguiente: 

En la misma sentencia en que se pronuncie la nulidad o 
rescisión del convenio, o en vista de la que condene al fa-
llido por quiebra fraudulenta, el juez nombrará un síndico 
provisional i ordenará que se cite a los acreedores a junta 
jeneral para el nombramiento de síndico o síndicos defini-
tivos. 

Art. 177. Se sustituye la frase: «Los síndicos nombra-
dos en la sentencia de que habla el artículo 1489 procede-
rán», del inciso 1;° del artículo 1494, por la siguiente: «El 
síndico provisional de que habla el artículo 1489 procederá». 

Se sustituye la frase «Los síndicos podrán pedir», del 
inciso 2.° del^mismo artículo, por la siguiente: «Podrá tam-
bién pedir». 

TITULO VII 

Del sobreseimiento en los procedimientos de la quiebra 

Art, 178. Se sustituye la frase: «ejecutar individualmen-
te la persona i bienes del fallido», del inciso 1." del articulo 
1496, por la siguiente: «demandar individual i ejecutiva-
mente al fallido». 

Art . 179. Se sustituyen las palabras «pronunciada la re-
solución de sobreseimiento», del inciso 2.° del articulo 1496 
por las siguientes: «pronunciado el auto de sobresei-
miento». 
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T I T U L O V I I I 

De la liquidaoion del activo i pasivo de la quiebra 

Art. 180. Se deroga el artículo 1501. 

Art. 181. Se sustituye el articulo 1502 por el siguiente: 
Los síndicos podrán hacer pago en cualquier estado de la 

quiebra a los acreedores hipotecarios que hagan la consig-
nación o presten la fianza que prescribe el articulo 2479 del 
Código Civil. 

El inciso precedente es aplicable respecto de cualquier 
acreedor privilejiado, siempre que el juzgado de comercio 
así lo decrete en vista de no haber otros acreedores privi-
legiados, o despues de reservar las cantidades debidas en 
razón de créditos de igual o preferente derecho^ 

TITULO IX 

De la reivindicación, rescisión i retención en caso de quiebra 

Art. 182, Se deroga el articulo 1519. 

TITULO X 

De la graduación de los acreedores 

Art. 183. Se sustituye el inciso 2.° del articulo 1523 por el 
siguiente: 
, En este último casóla suma excedente se aplicará, según 

el orden i naturaleza de las obligaciones, a las masas de 
los co-deudores que, con arreglo al articulo 1522 del Código 
Civil, se hubieren subrogado, en los derechos del acreedor. 
En su defecto, el excedente se restituirá a las masas que 
hubiesen concurrido a formarlo, en orden inverso al de la 
fecha de los pa^os i hasta concurrencia de cada uno de 
ellos» 
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Art. 184. Se suprime el articulo 1525. 

Art. 185. Se agrega al artículo 1533 el siguiente inciso: 
El fallido inculpable gozará del beneficio de competencia 

de que habla el número 6.° del articulo 1626 del Código 
Civil, aun antes de obtener la rehabilitación. 

Art. 186. Se derogan los números 12 i 13 del artículo 
único de lalei de 11 de enero de 1879, rijiendo en su lugar 
lo dispuesto en el articulo 1528 del Código de Comercio. 

Art. 187. El Presidente de la República ordenará la reim-
presión del Código de Comercio, consultando en su testo 
las modificaciones introducidas por la presente lei. 

MAXIMILIANO IBÁÑEZ, 
Diputado por Linares, 


